INFORME DE LA COMISION DE GOBIERNO INTERIOR, REGIONALIZACION, PLANIFICACION Y DESARROLLO SOCIAL RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N°18.695, ORGANICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES.
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HONORABLE CAMARA:





	Vuestra Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social pasa a informaros el proyecto de ley, de origen en un Mensaje y con trámite de urgencia calificada de "simple", que modifica la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.



	Durante el estudio de este proyecto, la Comisión contó con la asistencia y colaboración de los señores Carlos Figueroa, Ministro del Interior; Edmundo Hermosilla, Ministro de la Vivienda y Urbanismo; Arturo Aylwin, Sub Contralor General de la República; Lilian Jijena, jefa de la División de Municipalidades de dicho organismo; Marcelo Schilling, Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo; Cristián Arévalo, Eduardo Pérez, Julio Ruiz y Luis Durán:  jefe del departamento jurídico, asesor jurídico, jefe de la División de Municipalidades y asesor de la referida repartición pública, respectivamente; Jaime Ravinet, Adela Pantoja, Lily Pérez, Eugenio González, Eduardo Santelices, Irma Miranda, Giorgio Martelli, Alcides Lagos, Ricardo Ritter, Amelia Herrera y Gonzalo Duarte, Presidente y personeros de la Asociación Chilena de Municipalidades; Francisco Fernández, asesor jurídico del Ministerio del Interior; Jeanette Tapia, asesora del Ministro de la Vivienda y Urbanismo; Eduardo Pastene, Oscar Yáñez, Manuel Bravo, Sergio Vignes y Juan Camilo, Presidente Nacional, Secretario General, Vicepresidente, Tesorero y Director Nacional, respectivamente, de la Asociación Nacional de Empleados Municipales de Chile; José Troncoso y Vícturo Hugo Figueroa, Paulina Villagrán y Eugenio Guzmán, representantes del Instituto Libertad y Desarrollo; José María Saavedra, representante del Instituto Libertad; Sres. José Hidalgo, Ricardo Pino, Luzmenia Toro, Osvaldo Molina y Armando Romero, Presidente, Vicepresidente, Secretaria, Tesorero y Director, respectivamente, de la Federación Metropolitana de Uniones Comunales de Juntas de Vecinos; Juan Altamirano, Carlos Leiva, Mario Pérez, América Rebolledo, Enriqueta Carrasco, Luis Molina, Alejandro Cabellos, Luis Arce y Ana Pichulmán, Presidente, Secretario y personeros de la Agrupación de Consejos Económicos y Sociales Comunales de la Región Metropolitana; Marilén Cabrera, Mario Aguilar, Pedro Piña, Gastón Fuentes y Jorge Zambrano, representantes del Foro de Concejales de Izquierda; Octavio Zapata, Jorge Gortari, Adolfo Valladares y Hernán Pacheco, representantes de la Asociación de CESCOS de la Provincia de San Antonio; Waldo Mendoza, Enrique Núñez y Jorge Cárcamo, integrantes de la delegación del Partido Comunista de Chile; Patricio Ossa y Fernando Vallejos, Presidente y representante de la Corporación de Profesionales de la I. Municipalidad de Santiago; y, Marcelo Quezada, María Eugenia Ramírez y Waldo Ceballos, Presidente, Tesorera y Director, respectivamente, de la Asociación de Directivos, Profesionales y Jefaturas de la I. Municipalidad de Viña del Mar.



*******************************

		Cabe hacer presente que, encontrándose la Comisión abocada al conocimiento y discusión de la iniciativa legal en referencia, fue enviada al trámite legislativo otra que desglosó de ésta aquellas modificaciones atingentes a la generación de autoridades municipales y que, como Boletín Nº1674-06, fuera tratada e informada a esa Sala en su oportunidad. En tal virtud, en el capítulo IV de este documento -y con el propósito de evitar confusiones- nos limitaremos a señalar en los numerales correspondientes del artículo 1º que resultaron afectados por la referida escisión que ello así ocurrió.





	

I.- ANTECEDENTES GENERALES:	





	El marco legal aplicable a las municipalidades está dado por la Constitución Política de la República; los Títulos I y Final de la ley N°18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. Asimismo, deben ceñir su acción a la ley común correspondiente y a los decretos y reglamentos dictados para la ejecución de éstas, siempre que no se contrapongan con la preceptiva de mayor rango enunciada.



	El texto constitucional señala que, para el gobierno y la administración interior del Estado, el territorio de la República se divide en regiones y éstas en provincias. Las últimas, a su vez, se subdividen en comunas, para los efectos de su administración local.

	La administración de cada comuna o agrupación de comunas que determine la ley la hace de competencia del municipio respectivo. Fija su autoridad máxima en la persona del alcalde, creando, al mismo tiempo, un órgano colegiado que denomina concejo.  Encarga a la ley orgánica del ramo establecer un concejo económico y social comunal de carácter consultivo.



	Los municipios son definidos como corporaciones autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objeto es dar satisfacción a las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural de la comuna.  Preceptúa que una ley orgánica constitucional determinará sus funciones y atribuciones, debiendo señalar, además, las materias de administración municipal que el alcalde, con acuerdo del concejo o a requerimiento de la proporción de ciudadanos que establezca la ley, someterá a plebiscito, así como las oportunidades, forma de la convocatoria y efectos.



	Hace posible que las municipalidades se asocien entre ellas para el cumplimiento de sus fines propios, pudiendo formar corporaciones o fundaciones de derecho privado, sin fines de lucro, destinadas a la promoción y difusión del arte y la cultura, como, asimismo, que aquéllas establezcan, en el ámbito de las comunas o agrupación de comunas, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva, territorios denominados unidades vecinales, con el fin de propender a un desarrollo equilibrado y a una adecuada canalización de la participación ciudadana.



	Indica que el concejo municipal estará integrado por concejales, que durarán cuatro años en sus cargos, elegidos por sufragio universal en conformidad a la ley orgánica constitucional de municipalidades.  Dicho órgano colegiado se encargará de hacer efectiva la participación de la comunidad local, ejercerá funciones normativas, resolutivas y fiscalizadoras y otras atribuciones que se le encomienden, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva.



	La reseñada ley orgánica constitucional determinará el número de concejales, la forma de elegir al alcalde, las normas sobre organización y funcionamiento del concejo, y las materias en que la consulta del alcalde al concejo será obligatoria y aquéllas en que necesariamente se requerirá el acuerdo de éste.  En todo caso, será necesario dicho acuerdo para la aprobación del plan comunal de desarrollo, del presupuesto municipal y de los proyectos de inversión respectivos.



	Faculta a los alcaldes, de acuerdo al mecanismo que determine la precitada ley orgánica constitucional, para que designen delegados para el ejercicio de sus facultades en una o más localidades.



	Determina el principio de autonomía municipal, al decir que éstas gozarán de independencia para la administración de sus finanzas.  No obstante lo cual, en la ley de Presupuestos de la Nación se pueden asignar recursos para atender sus gastos, sin perjuicio de los ingresos que directamente se les confieran por la ley o se les otorguen por los gobiernos regionales respectivos.  Hace de competencia de una ley orgánica constitucional el determinar un mecanismo de redistribución solidaria de los ingresos propios entre las municipalidades del país, con la denominación de fondo común municipal.  Las normas de distribución de este fondo preceptúa que serán materia de ley.

	

	Encomienda a la ley el establecimiento de mecanismos de coordinación para la administración de todos o algunos de los municipios, con respecto a los problemas que les sean comunes, así como entre los municipios y los demás servicios públicos.



	Por otra parte, indica que para ser designado intendente o gobernador y para ser elegido miembro del consejo regional o concejal, se requerirá ser ciudadano con derecho a sufragio, tener los demás requisitos de idoneidad que la ley señale y residir en la región a lo menos en los últimos dos años anteriores a su designación o elección. Los cargos antes nombrados serán incompatibles entre sí y gozarán de fuero judicial. En las leyes orgánicas constitucionales respectivas se establecerán las causales de cesación en dichos cargos, con excepción del de gobernador.



	Encarga a la ley determinar la forma de resolver las cuestiones de competencia que se susciten entre las autoridades nacionales, regionales, provinciales y comunales. Como, asimismo, contemplar el modo de dirimir las discrepancias que se produzcan entre el intendente y el consejo regional, así como entre el alcalde y el concejo.



	De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 1° de la ley Nº18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, las municipalidades son órganos integrantes de la misma y, por tanto, les resultan aplicables los Títulos I y Final del texto legal en referencia.



	La ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, publicada el 31 de marzo de 1988, fue dictada en cumplimiento del mandato contenido en los artículos 107, inciso tercero, y 109, inciso segundo, del texto de la Constitución Política.



	Resulta útil precisar que dicho cuerpo normativo contiene disposiciones propias de ley Orgánica Constitucional y, además, normas que versan sobre materias de ley ordinaria o común, lo que le otorga un carácter mixto. Lo anterior, en atención a lo resuelto por el Excmo. Tribunal Constitucional, por sentencia de fecha 29 de febrero de 1988, en la cual precisó cuáles tenían este último rango.



	Dicho alto Tribunal, por sentencia de fecha 19 de abril de 1988, asentó el principio de que todas aquellas normas que hayan otorgado u otorguen a las municipalidades atribuciones que no revistan el carácter de esenciales, quedan antregadas a la ley común. Esto debe entenderse con la limitante de que no menoscabe, entrabe o imposibilite el cumplimiento de una función o el ejercicio de una atribución esencial que haya sido entregada por la ley Orgánica Constitucional sobre Municipalidades.



	El artículo 1° de la ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, ya señalada, indica que éstas son corporaciones autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, encargadas de la administración de cada comuna o agrupación de comunas que determine la ley, destinadas a satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural de la comuna.



	Su artículo 2°, por su parte, preceptúa que las municipalidades poseen una estructura básica, conformada por dos órganos: uno unipersonal, el alcalde, que es su máxima autoridad, y otro colegiado, el Concejo, encargados de cumplir las funciones y ejercer las atribuciones municipales en los términos que la ley propia señala, sin perjuicio de existir en ellas un consejo económico y social comunal al que otorga el carácter de consultivo.



	Conforma esta estructura, asimismo, la organización interna de apoyo, integrada por aquellas unidades a que se refieren los artículos 13 al 26 de la ley en comento. El primero de los artículos mencionados, señala alguna de estas unidades, tales como: una secretaría municipal, una secretaría comunal de planificación y coordinación y otras encargadas del cumplimiento de funciones de prestación de servicios y de administración interna, relacionadas con el desarrollo comunitario, obras municipales, aseo y ornato, tránsito y transporte públicos, administración y finanzas, asesoría jurídica y control. Tales direcciones, departamentos, secciones u oficinas, de acuerdo con lo establecido en los artículos 14, 15 y 16, serán determinados en relación con el número de habitantes que tenga la comuna, distinguiendo la norma, al efecto, entre municipios con una población superior a cien mil habitantes y aquéllos con una cantidad igual o inferior a ésta.

	Para el cumplimiento de sus finalidades, a las municipalidades se les ha encomendado ejercer algunas funciones con carácter de privativas, que están indicadas en el artículo 3° de la ley en comento, y otras que pueden desarrollar directamente o con otros órganos de la Administración del Estado, indicadas, no taxativamente, en su artículo 4°.



	Con el objeto de que las municipalidades puedan desarrollar tales funciones, han sido dotadas de atribuciones. Su artículo 5°, en consecuencia, distingue entre aquéllas de carácter esencial y aquéllas que no lo son.



	Las atribuciones de carácter esencial se encuentran contenidas en el inciso primero del precitado artículo (de acuerdo al fallo del Tribunal Constitucional de fecha 19 de abril de 1988, deben estar establecidas en una ley Orgánica Constitucional). Estas son, entre otras, la de elaborar, aprobar, modificar y ejecutar el plan comunal de desarrollo y los programas necesarios para su cumplimiento (letra a); la de elaborar, aprobar, modificar y ejecutar el presupuesto municipal (letra b); la de administrar los bienes municipales y nacionales de uso público existentes en la comuna, salvo que, en atención a su naturaleza o fines, la administración de estos últimos, corresponda a otros órganos de la Administración del Estado (letra c); la de establecer derechos por los servicios que presten y por los permisos y concesiones que otorguen (letra e), y la de otorgar subvenciones y aportes a personas jurídicas de carácter público o privado, sin fines de lucro, que colaboren directamente en el cumplimiento de sus funciones, con las limitantes y condiciones que allí se establecen (letra g).



	Su artículo 6° enumera otras atribuciones que, por su naturaleza, también son esenciales. Ellas son: la de celebrar convenios con otros órganos de la Administración del Estado para el cumplimiento de sus funciones (inciso primero); y la de celebrar contratos, cumpliendo las modalidades que detalla, con personas naturales o jurídicas de carácter privado para la ejecución de acciones o la administración de establecimiento o bienes que posean o tengan a cualquier título.



	De acuerdo con lo preceptuado en el penúltimo inciso del artículo 5° de la ley en referencia, las municipalidades tendrán, además, las atribuciones no esenciales que les confieran las leyes o que versen sobre materias que la Constitución Política de la República expresamente ha encomendado su regulación a la ley común. En tal caso se encuentra el decreto ley N°3063, de 1979, que contiene normas sobre rentas municipales, y la ley N°17.235, sobre impuesto territorial.



	Por su parte, sus artículos 7°, 8°, 9° y 10 establecen la forma y modalidades de ejercicio de las funciones municipales.



	Como se señalara en su oportunidad, el alcalde es la máxima autoridad del municipio y, según lo preceptúa su artículo 34, inciso segundo, tiene la calidad jurídica de "funcionario municipal". De conformidad con lo dispuesto en los  artículos 50, 115 y demás pertinentes de la ley en comentario, los alcaldes son nominados mediante un sistema de elección indirecta, donde juegan un rol fundamental los concejos municipales. De acuerdo al primero de los artículos nombrados, el alcalde durará cuatro años en el ejercicio de su cargo, pudiendo ser reelegido para nuevos períodos.



	El artículo 63 de la ley Orgánica en análisis, exige para ocupar el cargo de alcalde cumplir con los siguientes requisitos:



	a).- Ser ciudadano con derecho a sufragio;



	b).- Saber leer y escribir;



	c).- Tener residencia en la región a que pertenezca la respectiva comuna o agrupación de comunas, según corresponda, a lo menos durante los últimos dos años anteriores a la elección;



	d).- Tener su situación militar al día;



	e).- No estar afecto a alguna de las inhabilidades que establece esta ley, y



	f).- Poseer idoneidad moral. La Ley de Municipalidades no contempla expresa y directamente este requisito, no obstante él resulta igualmente exigible por disposición del artículo 38, letras e) y f), de la ley N°10.336, Orgánica de la Contraloría General de la República.



	Conforme lo preceptuado en el artículo 113 de la Carta Fundamental, en relación con lo señalado en el artículo 52 de la precitada ley N°18.695, el cargo de alcalde es incompatible con los de Intendente, Gobernador y alcalde, con cualquier empleo o función pública retribuida con fondos estatales, con excepción de los empleos, funciones o comisiones docentes de la enseñanza básica, media o superior, hasta el límite de doce horas. No podrán actuar como alcaldes quienes, por sí o como representantes de personas jurídicas, celebren o caucionen contratos con la municipalidad o quien tenga litigios pendientes con ésta en calidad de demandante.



	En materia de subrogación del alcalde, según lo dispone su artículo 55, inciso primero, la regla general es que lo sea por el funcionario en ejercicio que le sigue en orden de jerarquía dentro de la municipalidad, excluyendo a los jueces de policía local. Empero, la propia norma faculta al alcalde para que designe como subrogante a algún funcionario que no corresponda a dicho orden, consultando previamente al concejo.



	El artículo 53 de la ley Orgánica en comento contempla las causales de cese de funciones del alcalde. Ellas son: la de pérdida de la calidad de ciudadano; la de inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente; la de remoción por impedimento grave o notable abandono de sus deberes; la de renuncia por motivos justificados, aceptada por los dos tercios de los miembros en ejercicio del concejo, y la de vencimiento del período o subperíodo respectivo.



	En caso de vacancia en el cargo de alcalde, su artículo 55, inciso cuarto, contempla el mecanismo para elegir por parte del concejo, de entre sus integrantes, la persona que desempeñará dicho cargo por el tiempo que reste.



	Su artículo 56 contempla las atribuciones privativas del alcalde. El artículo 58, por su parte, señala otras facultades respecto de las cuales el alcalde para su ejercicio requiere, en forma previa, del acuerdo del concejo municipal. Estas son, entre otras:



	a).- Aprobar el plan comunal de desarrollo y el presupuesto municipal y sus modificaciones, así como los programas de inversión correspondientes;

	b).- Aprobar el proyecto del plan regulador comunal y sus modificaciones;

	c).- Establecer derechos por los servicios municipales y por los permisos y concesiones;

	d).- Aplicar, dentro de los marcos que indique la ley, los tributos que graven actividades o bienes que tengan una clara identificación local y estén destinados a obras de desarrollo comunal;

	e).- Adquirir, enajenar, gravar, arrendar por un plazo superior a cuatro años o traspasar a cualquier título, el dominio o mera tenencia de bienes inmuebles fiscales o donar bienes muebles;

	f).- Expropiar bienes inmuebles para dar cumplimiento al plan regulador comunal;

	g).- Otorgar subvenciones y aportes, para financiar actividades comprendidas entre las funciones de las municipalidades, a personas jurídicas de carácter público o privado, sin fines de lucro, y ponerles término

	h).- Transigir judicial y extrajudicialmente;

	i).- Otorgar concesiones municipales, renovarlas y ponerles término;

	j).- Dictar ordenanzas municipales, y

	k).- Omitir el trámite de licitación pública en los casos de imprevistos urgentes u otras circunstancias debidamente calificadas, de conformidad a lo dispuesto en esta ley.



	Su artículo 59 consulta una obligación para el alcalde en lo que respecta a su gestión anual, a la marcha de la municipalidad, al balance de la ejecución presupuestaria y al estado de situación financiera, en orden a que deberá dar cuenta pública al concejo de todos estos aspectos, a más tardar en el mes de abril de cada año.



	El Título III de la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades trata del concejo municipal, el cual siendo un órgano colegiado es concebido como de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, encargado de hacer efectiva la participación de la comunidad local y de ejercer las atribuciones que señala esta ley. Estará integrado, de conformidad con lo dispuesto en su artículo 62, por concejales elegidos por votación directa mediante un sistema de representación proporcional. Se establece que durarán cuatro años en sus cargos pudiendo ser reelegidos. El número de ellos se encuentra determinado en base a la cantidad de electores con que cuente una comuna o agrupación de comunas.



	Su artículo 63 indica que para ser elegido concejal, deberán cumplirse los siguientes requisitos: ser ciudadano con derecho a sufragio; saber leer y escribir; tener residencia en la región a que pertenezca la respectiva comuna o agrupación de comunas, según corresponda, a lo menos durante los últimos dos años anteriores a la elección; tener su situación militar al día, y no estar afecto a alguna de las inhabilidades que establece esta ley.



	Su artículo 64 indica que no podrán ser candidatos a concejales, entre otros, los siguientes:



	a) Los ministros de Estado, los subsecretarios, los secretarios regionales ministeriales, los intendentes, los gobernadores, los consejeros regionales, los parlamentarios, los miembros del consejo del Banco Central y el Contralor General de la República.



	b) Los miembros y funcionarios de los diferentes escalafones del Poder Judicial, así como los del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales, los miembros de las Fuerzas Armadas, Carabineros e Investigaciones.





	Los cargos de concejales, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 65 de la ley, son incompatibles con los de miembro de los consejos económicos y sociales provinciales y comunales, así como con las funciones públicas señaladas precedentemente.



	Estos cesan en el ejercicio de sus cargos, entre otras, por las siguientes causales:



	a) Incapacidad síquica o física para el desempeño del cargo.



	b) Renuncia por motivos justificados, aceptada por el concejo.



	c) Inasistencia injustificada a más del cincuenta por ciento de las sesiones ordinarias celebradas en un año calendario.





	Su artículo 69 y siguientes, además de indicar la forma de constitución del concejo, los mecanismos al que deberá ceñir su actuar y la remuneración que percibirán sus integrantes, contempla, entre otras facultades, las siguientes:



	a) Elegir al alcalde, cuando proceda.



	b) Pronunciarse sobre las materias que la ley somete a su consideración.



	c) Fiscalizar el cumplimiento de los planes y programas de inversión municipales, la ejecución del presupuesto municipal y las actuaciones del alcalde.



	El Título IV de la ley en referencia trata del consejo económico y social comunal, definiéndolo, su artículo 79, como un órgano de consulta de la municipalidad, que tendrá por objeto asegurar la participación de las organizaciones comunitarias y de las actividades relevantes en el progreso económico, social y cultural de la comuna.



	Su artículo 80, por su parte, establece que dichos órganos estarán integrados por el alcalde, que los preside, y por consejeros, elegidos de la manera que indica en los artículos 81 al 89, los que durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos. Establece su número en base a la cantidad de habitantes por comunas o agrupación de comunas.



	El artículo 90 de la ley establece los requisitos necesarios para optar a dicho cargo, que son, entre otros, los siguientes:



	a) Ser mayor de edad, excepción sea hecha de aquellas personas representantes de las organizaciones señaladas en la ley Nº18.893.



	b) Tener un año de filiación como mínimo.



	c) Ser chileno o extranjero avecindado en el país.



	Su artículo 91 determina las causales de cesación en el ejercicio del cargo de consejero. Estas, entre otras, son:



	a) Renuncia, aceptada por la mayoría de los consejeros en ejercicio.



	b) Inasistencia injustificada a más del cincuenta por ciento de las sesiones celebradas en un año calendario.



	c) Inhabilidad sobreviniente.

	El Título V de la ley Nº18.695 se refiere a las elecciones municipales.



	Su artículo 97 hace aplicable las disposiciones de las leyes Orgánicas Constitucionales sobre Votaciones Populares y Escrutinios, de los Partidos Políticos y sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, en todo lo que no sea contrario a esta ley.



	La presentación de candidaturas a concejales, la conformación de los pactos y subpactos, y el rol que le cabe al Director Regional del Servicio Electoral en estos procesos eleccionarios, se encuentra regulada en los artículos 98 al 106 de la iniciativa en referencia.



	Hace de competencia de los Tribunales Electorales Regionales el escrutinio general y la calificación de las elecciones municipales, asignándoles las facultades que se conceden al Tribunal Calificador de Elecciones en los Títulos IV y V de la ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. Contempla, asimismo, el recurso de apelación para las resoluciones que dicten dichos Tribunales, para ante el Tribunal Calificador de Elecciones. El procedimiento al que deberá atenerse el Tribunal Electoral Regional en la determinación de los concejales elegidos se encuentra consagrado en los artículos 109 al 116.





	El Título VI de la ley Nº18.695 trata de los plebiscitos comunales.





	El artículo 117 de la ley Orgánica Constitucional en análisis ordena que el alcalde, a solicitud del concejo o a requerimiento de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna, deba plebiscitar aquellas materias relativas a inversiones específicas de desarrollo comunal.



	El artículo siguiente consulta la forma cómo los vecinos, inscritos en los registros electorales respectivos, con anterioridad al 31 de diciembre del año anterior, pueden requerir del alcalde la realización de tal acto; exigiéndose, al efecto, que concurran con su firma, a lo menos, el 15% de ellos.



	Su artículo 119 prescribe que el Alcalde, mediante decreto fundado y dentro del plazo que señala, habrá de pronunciarse acerca de la petición de plebiscito efectuada en la forma indicada. La convocatoria a plebiscito se hará por decreto alcaldicio publicado en el Diario Oficial, en un diario de los de mayor circulación dentro de su territorio y, además, por avisos puestos en la propia municipalidad y en otros lugares públicos. La norma, a continuación, indica las menciones que deberá contener el aludido decreto.



	El artículo 121 prohíbe la convocatoria a plebiscito dentro del año que precede a cualquier votación popular. Del mismo modo, se indica que la convocatoria a plebiscito nacional o a una elección extraordinaria de Presidente de la República suspende los plazos relativos a los plebiscitos comunales.



	La ley hace de cargo de la municipalidad que los ordenó el costo de los plebiscitos comunales, correspondiéndole, además, la confección de las cédulas y la distribución de los útiles respectivos.



	Finalmente, su artículo 123 hace aplicable a estos plebiscitos, en lo no modificado por la ley de municipalidades, la normativa establecida en la ley Nº18.700, Orgánica Constitucional Sobre Votaciones Populares y Escrutinios.



	Su Título VII se refiere a las corporaciones, fundaciones y asociaciones municipales.



	Su artículo 124 preceptúa que las municipalidades, una o más, pueden constituir o participar en corporaciones o fundaciones de derecho privado, sin fines de lucro, destinadas a la promoción y difusión del arte y la cultura, haciéndoles aplicables las normas del Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil, sin perjuicio de las disposiciones especiales contenidas en esta ley.



	Se admite que las referidas corporaciones y fundaciones puedan conformarse con una o más personas jurídicas de derecho privado o con otras entidades del sector público, pudiendo el municipio otorgar aportes y subvenciones. La creación de tales personas jurídicas, la participación municipal y el otorgamiento de recursos están sujetos, en uno y otro caso, a la aprobación y fiscalización del concejo, sin perjuicio de las facultades de orden general que, en el último sentido, le corresponden a la Contraloría General de la República. Los cargos de directores en tales entidades no darán derecho a remuneración alguna.

	Su artículo 131 posibilita que dos o más municipalidades constituyan asociaciones municipales, con el propósito de facilitar la solución de problemas que les sean comunes o lograr el mejor aprovechamiento de los recursos disponibles.



	Se señalan, por otra parte, de manera taxativa, sus objetos específicos y se establecen las materias que deben contener los convenios que celebren las municipalidades para materializar la asociación. Los fondos deben considerarse en los presupuestos de los municipios respectivos, sin que puedan afianzar ni garantizar los compromisos financieros de la entidad que se crea, estándole vedada a esta última la posibilidad de contraer empréstitos.



	Se exceptúan, expresamente, las corporaciones culturales dependientes de municipalidades legalmente constituidas, de la aplicación de las normas contenidas en el Título en comentario, las que se regirán por las normas legales y reglamentarias pertinentes.



	En su Título final se regula, en forma pormenorizada, el “reclamo de ilegalidad” contra las resoluciones u omisiones de la municipalidad, correspondiéndole un rol fundamental a la Corte de Apelaciones respectiva, la que conocerá de tal recurso si es rechazado por el alcalde, en términos generales, conforme las reglas de la “vista de la causa” aplicada en la segunda instancia.





********************

	Por su parte, señala la parte expositiva del Mensaje que, existe consenso nacional en la necesidad de vigorizar la institución municipal chilena, principal espacio público de interrelación de la ciudadanía y el Estado.  Este objetivo se articula con el propósito de continuar avanzando en el proceso descentralizador del país, acercando las instancias de decisión  y de rendición de cuentas a la comunidad.



	En concordancia con esa aspiración nacional, indica que el Gobierno se ha propuesto consolidar y modernizar la administración municipal, fortaleciendo la legitimidad institucional de los municipios, todo lo cual habrá de incidir en el robustecimiento de su capacidad de gestión para atender los asuntos comunales que les son propios, en la mayor transparencia de su acción y en la profundización de la democracia como forma de vida y sistema de gobierno.



	La consecución de tales propósitos, continúa, implica realizar importantes cambios al ordenamiento jurídico vigente, algunos de los cuales exigen de la aprobación de enmiendas constitucionales razón por la cual se ha procedido a remitir, en forma paralela al Congreso Nacional, un proyecto de reforma a la Constitución Política.



	Afirma que, con el fin de agilizar el proceso de mejoramiento del régimen municipal, se decidió presentar de inmediato las reformas legales que no requieren de enmienda constitucional previa, con miras a que tal proceso se complete cuando ésta sea aprobada.



	En todo caso, aclara, es preciso tener presente que todos los proyectos, independientemente de la oportunidad en que ellos han de ser presentados, formarán parte de un programa global e indivisible de modernización de los municipios, el que debe ser entendido como un todo, lo que ha movido a dar a conocer dicho programa integralmente al país. 



	Con el objeto de procurar que, en definitiva, se apruebe una ley que refleje el máximo consenso nacional sobre la materia, señala que el Gobierno propició la colaboración en el estudio de las reformas de gran número de organismos y expertos en materias municipales y locales.  Es así como las ideas matrices que inspiran el proyecto fueron consultadas y contrastadas con un amplio y expresivo espectro de instituciones académicas y de organizaciones no gubernamentales, como también con los partidos políticos, tanto de gobierno como de oposición, con la Asociación Chilena de Municipalidades - cuya propuesta se tuvo a la vista -, con la Asociación de Empleados Municipales de Chile, con representantes de los consejos económicos y sociales comunales de la Región Metropolitana y de la Federación Metropolitana de Uniones Comunales de Juntas de Vecinos; en fin, con el más amplio, diverso y representativo mundo social, institucional y político.



	El señor Ministro del Interior, reafirmando lo señalado por el Mensaje, hizo presente en el seno de la Comisión que las modificaciones de mayor interés que el proyecto en reforma plantea apuntan a los siguientes aspectos contemplados en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades: 



	a) En su Título I, principalmente respecto de las funciones y atribuciones de dichas entidades y de las unidades administrativas que integran su estructura, así como en otros aspectos relativos a organización interna y fiscalización.



	Así, en materia de funciones y atribuciones municipales, se propone incorporar el fomento productivo en el ámbito local y la promoción de la igualdad de oportunidades y la equidad de género, ambas, como nuevas funciones compartidas que las municipalidades podrán desarrollar directamente o en coordinación con otros órganos de la administración del Estado.  En materia de atribuciones, se persigue robustecer la autonomía municipal en cuanto a inversiones de desarrollo local, posibilitando que las municipalidades puedan realizarlas con cargo a sus presupuestos sin intervención de ningún otro ministerio o servicio vinculado a la naturaleza de la inversión, salvo la que legalmente corresponda a la autoridad presupuestaria nacional.



	Las modificaciones relativas a la organización municipal buscan, a decir del Secretario de Estado, dotar a las municipalidades de una flexibilidad orgánica que se estima muy necesaria para adecuar los medios de que ellas disponen a las necesidades y fines que atienden.



	En tal sentido y no obstante que la propia ley contemple las distintas unidades administrativas de que las municipalidades podrán disponer, introduciendo al efecto una conveniente distinción entre unidades de línea y de apoyo, se concede a las que administren comunas de hasta 100.000 habitantes la posibilidad de adecuar su estructura interna a sus necesidades reales, a partir de una estructura mínima que la propia ley señala, pudiendo contemplar las demás de línea o de apoyo que estimen necesarias, dentro de las que la ley ha previsto.



	Asimismo, se faculta a dichas municipalidades para refundir en una sola unidad dos o más funciones de apoyo o dos o más funciones de línea, de acuerdo a las características o requerimientos del trabajo que haya de atenderse por la institución municipal.  Por otra parte, se contempla que esas mismas municipalidades puedan potenciar su capacidad orgánica mediante convenio con otras análogas, destinado a compartir entre sí una misma unidad de línea o de apoyo, con excepción de la secretaría municipal, lo cual les permitirá lograr un mejor aprovechamiento de los recursos humanos disponibles.



	Agregó el Ministro que se pretende reforzar el desempeño de la unidad de control, considerada de importancia determinante para el logro de mejores niveles de eficacia y eficiencia en la gestión municipal. Así, se propone extender al concejo la responsabilidad que ella tiene actualmente en el sentido de informar al alcalde respecto de los actos municipales que estime ilegales; igualmente, se le encarga asistir al concejo en el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras,  debiendo emitir un informe semestral acerca del estado de avance del ejercicio programático-presupuestario, como también opinión respecto de la auditoría externa que el concejo podrá encargar una vez al año.



		Tales relevantes funciones que se encomiendan a la unidad de control hacen aconsejable que su jefatura se provea mediante concurso público, al que podrán postular personas que estén en posesión de un título profesional o técnico acorde con la función.  A su vez, se plantea que su nombramiento sea aprobado por el concejo y que sólo pueda ser removido por acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a fin de que pueda desempeñar su cometido con la independencia que requiere su delicada función.



		Destacó el señor Figueroa que, con el fin de fortalecer las capacidades de gestión municipal, se define un nuevo perfil para el administrador municipal, concebido como la segunda autoridad comunal en materia de gestión administrativa interna, a cuyo efecto se le asignan nuevas funciones, exigiéndosele la posesión de un título profesional universitario o de una especialización de postgrado afines con las disciplinas de la administración, siendo funcionario de confianza del alcalde.



	Afirmó que, con el propósito de acentuar el profesionalismo de su desempeño y evitar un aprovechamiento político de las importantes atribuciones que se le confieren, se establece que quien sirva ese cargo no podrá ser candidato a alcalde o concejal en la respectiva municipalidad, sino después de transcurridos cuatro años del término de sus funciones.  Asimismo, se consagra la incompatibilidad de este cargo con cualquier otro empleo, función o comisión en la administración del Estado, lo cual garantizará su dedicación exclusiva.



	Acotó que, además de las indicaciones tendientes a la flexibilización y al fortalecimiento orgánico del municipio, se contempla otra que faculta a las municipalidades para que dos o más de ellas puedan convenir la utilización conjunta de los servicios de un mismo funcionario para el desempeño del mismo tipo de labores en todas ellas, con la finalidad de optimizar del empleo de recursos humanos escasos y generando condiciones que permitan atraer, en mayor medida, a profesionales altamente calificados para que trabajen al servicio de las municipalidades.



	Agregó que, por otra parte, se propone estimular la creación de equipos de trabajo, de acuerdo a las metodologías modernas de gestión organizacional, contemplándose la existencia de comités de coordinación conformados por los responsables de las distintas unidades, lo cual favorecerá una mejor articulación de las labores confiadas a cada una de ellas. También se pretende fomentar la elevación de los perfiles profesionales y técnicos de los cargos de dirección en las unidades municipales, planteándose con tal objeto conceder a los más importantes de ellos,  con la excepción de los cargos directivos que en la actualidad son de confianza del alcalde, los Jueces de Policía Local y el cargo de administrador municipal que se regula de manera especial, el carácter de cargos concursables, estableciéndose una duración de seis años para su desempeño, sin perjuicio de que en el concurso pueda postular quien esté sirviendo en el respectivo cargo.



		En lo que dice atingencia con la fiscalización, se perfecciona el actual sistema  de control, precisándose claramente, que la fiscalización interna estará a cargo del alcalde, del concejo municipal, del consejo económico y social comunal, de la unidad de control, del administrador municipal y de cada una de las unidades municipales dentro del ámbito de sus respectivas competencias, en los términos que la propia ley establece, lo cual tiene la virtud de configurar -según lo expresa el Mensaje y lo ratificara el señor Ministro del Interior-, un verdadero sistema articulado y completo de control interno, con amplia participación en el mismo tanto de los órganos de generación ciudadana o de representación corporativa como de las unidades técnicas especializadas en esta materia dentro de la municipalidad.  Lo anterior, sin desmedro de mantener la fiscalización externa a cargo de la Contraloría General de la República.



	b) En lo que respecta a las modificaciones planteadas al Título II de la Ley Nº 18.695, relativo al alcalde, expresó el señor Ministro que el alcance de las mismas es fortalecer su rol como autoridad administrativa máxima y principal conductor de la gestión edilicia, lo que le impondrá la responsabilidad de presentar oportunamente al concejo los planes y proyectos relativos al desarrollo comunal, al plan regulador, al presupuesto municipal, a la política de servicios municipales, y los lineamientos en materia de concesiones, permisos y licitaciones para contrataciones y adquisiciones.  Se establece, además, en relación con este deber alcaldicio, una nueva causal de remoción del alcalde si, no cumpliendo reiterada y negligentemente dichas obligaciones y a pesar del requerimiento del concejo en tal sentido, persiste en su conducta.



	Se propone, también, un nuevo orden de subrogación del alcalde para fines administrativos y se introducen las adecuaciones pertinentes al mecanismo de reemplazo del mismo en caso de cesar éste en sus funciones antes de completar su período.  Respecto a lo primero, se propone que sea subrogado por el administrador municipal o, en su defecto, por el funcionario que le siga en orden de jerarquía, exceptuando al juez de policía local.  En cuanto a la provisión en caso de vacancia, se sugiere que el nuevo alcalde sea elegido por el concejo, de entre sus miembros, estableciéndose los mecanismos regulatorios correspondientes en caso de verificarse empate.



	Señaló el señor Figueroa que, a fin de hacer más transparente la gestión municipal y, simultáneamente, de estimular la participación ciudadana y fortalecer la legitimidad institucional de los municipios, se propone modificar la obligación del alcalde de dar cuenta pública de su gestión anual, en términos de precisar mejor la forma en que debe darse cumplimiento a esta obligación, indicándose los contenidos mismos del informe, incluido entre ellos el balance de la ejecución programático-presupuestaria



	c) En relación al Título III de la Ley cuya alteración se propicia, concerniente al concejo, las modificaciones principales que se proponen están orientadas -según lo indicado por el Ejecutivo-, a fortalecer este espacio de representación ciudadana y a precisar y robustecer sus atribuciones normativas y fiscalizadoras, diferenciando nítidamente su perfil del papel que le corresponde asumir al alcalde. 



	Así, en primer lugar, se establecen cuatro tramos de concejos, según la cantidad de electores de cada comuna, siendo su membresía de número impar, de manera tal de perfeccionar la representatividad ciudadana y, a la vez, de asegurar la gobernabilidad democrática.



	Por otra parte, se expresó que, los cambios propuestos apuntan a constituir realmente al concejo en un órgano sancionador de políticas y lineamientos generales que han de enmarcar el desempeño alcaldicio y, al mismo tiempo, capaz de ejercer un efectivo control sobre la gestión municipal.



	Para ello, se amplían sus facultades en la fijación de políticas, en la discusión de planes y programas y en la aprobación de proyectos y reglamentos en materia de prestación de servicios municipales, concesiones, permisos y licitaciones para contrataciones y adquisiciones, como, asimismo, se potencian sus facultades fiscalizadoras, consagrándose su participación y fiscalización en las corporaciones o fundaciones municipales y su control sobre las entidades que reciben aportes de la municipalidad, si bien limitado, en este último caso, al destino de dichos aportes. Se extiende, también, el ámbito de su función fiscalizadora, otorgándole inclusive la facultad de promover su ejercicio a la minoría.



		Finalmente en este Título, y atendiendo a la necesidad de franquearles un medio necesario para el cumplimento de su cometido, se otorga a los concejales derecho a reembolso de los gastos en que incurran en el territorio nacional por tal motivo y siempre que medie un encargo previo del concejo.



	d) Señaló el señor Figueroa que, atingente al Título IV de la Ley en referencia, que trata del Consejo Económico y Social Comunal, se introducen importantes modificaciones con el objeto de fortalecer los espacios institucionales de participación de la comunidad socialmente organizada, en la medida que, a modo de ver del Gobierno, democrática es aquélla que contempla como soporte ineludible la extensión de la capacidad de incidir en los asuntos públicos a los ámbitos económicos y sociales de la comunidad organizada, de manera tal que puedan velar porque las instituciones sean aptas para la satisfacción de las necesidades de la gente, esto es, que sean instituciones con eficacia social.



	En tal supuesto, primeramente, apuntan a ampliar en número la composición de los consejos, estimándose conveniente cuatro tramos de aquéllos, según el volumen de población de las respectivas comunas, lo que se estima debe ir acompañado, a su vez, de un nuevo recurso técnico para su funcionamiento, como es la existencia de un secretario ejecutivo, que será además su ministro de fe y se regirá por la legislación laboral común.

	e) En lo que dice relación con el Título VII de la Ley Orgánica Constitucional, sobre plebiscitos comunales, se propone la ampliación de las materias sometibles a este tipo de consultas más allá de lo relativo a inversiones específicas de desarrollo comunal, incorporando otros asuntos de interés para la comunidad local.



	Con igual propósito de perfeccionar y ensanchar los espacios de participación ciudadana, el Gobierno ha estimado necesario introducir una nueva norma que consigna que el alcalde, con acuerdo del concejo, podrá efectuar consultas no vinculantes a la población mayor de 18 años sobre materias de interés comunal, las que podrán ser dirigidas al conjunto de la población o a sectores específicos de ella, sin discriminación de ninguna especie.



	f) Finalmente, expresó el señor Ministro del Interior que, con el propósito de afianzar la autonomía municipal del caso, se crea el Instituto de Información de Gestión Municipal, con el carácter de servicio público descentralizado, con el objetivo de recabar, procesar y difundir información vinculada al quehacer y gestión de las municipalidades.



**********************************

II.- IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.-





	En conformidad con lo exigido por el artículo 286, N°1, del Reglamento de la Corporación, y para efectos de lo preceptuado en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política y en los artículos 24 y 32 de la ley N°18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que la idea matriz o fundamental del proyecto, a decir del Mensaje, es la de consolidar y modernizar la administración municipal, fortaleciendo la legitimidad institucional de los municipios, a través de diversas modificaciones que se proponen a la ley Orgánica Constitucional vigente sobre la materia.





III.- ANÁLISIS DEL PROYECTO.



	La iniciativa consta de dos artículos permanentes y uno transitorio, los que pasan a analizarse en sus aspectos más relevantes, señalando, igualmente, para facilitar la comprensión de sus alcances, los rasgos más característicos de la norma cuya modificación se propicia, toda vez que esto último se hizo in extenso en el primer capítulo del presente informe.



A.- Artículo 1º.



	Esta disposición, en cincuenta y tres numerales, propone introducir igual cantidad de modificaciones a la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, a saber:

	1) Al artículo 4º del cuerpo legal en referencia que, como se señalara en su oportunidad, indica las funciones que pueden desarrollar los municipios, se le propugna agregar la relativa al fomento productivo, como, asimismo, a la igualdad de oportunidades y equidad de género.

	2) A su artículo 5º, que enumera aquellas atribuciones esenciales a ser desarrolladas por las municipalidades para el cumplimiento de sus funciones, en su letra a), que apunta a la ejecución del plan de desarrollo comunal y a sus programas, se le adiciona una norma que confiere autonomía absoluta a estos entes para la decisión de las inversiones requeridas para programas de competencia exclusiva municipal que se financien con recursos propios; ello, sin perjuicio de sujetarse a la ley de administración financiera y demás leyes y normas técnicas que regulan tales inversiones.



	3) A su artículo 13, inciso segundo, en términos de alterar la estructura administrativa municipal, haciendo una diferenciación entre unidades de línea  -encargadas de prestar servicios a la comunidad-  y de apoyo  -aquéllas cuyo propósito es dar sustento a la administración interna-.  Entre las primeras, señala a las relacionadas con el desarrollo comunitario, las obras municipales y edificaciones, el aseo y ornato, el transporte y tránsito público, los servicios municipales y las que se creen para el cumplimiento de las funciones de los municipios.  Entre las segundas, a la secretaría municipal, a la de planificación y coordinación y a las que tienen a su cargo funciones atingentes a administración de personal y finanzas, asesoría jurídica y control, además de las otras que cada municipalidad decida crear.



	4) Este numeral propone reemplazar el actual artículo 14 de la ley Orgánica Constitucional en mención, haciendo obligatorio ambos tipos de unidades  -de línea y de apoyo-  antes especificadas para todos aquellos municipios con más de cien mil habitantes.



	5) Su artículo 15, que se ocupa de la situación de las municipalidades con un número igual o inferior al señalado en lo que respecta a su organización interna, es objeto de un texto sustitutivo que hace obligatoria la consideración de algunas unidades de apoyo: la secretaría municipal, la secretaría comunal de planificación y coordinación, y la unidad de control, posibilitando que se contemplen todas o algunas de las otras unidades de apoyo y de línea según las necesidades y circunstancias de la comuna de que se trate.  Se faculta, asimismo, a estos municipios, para refundir en una sola unidad dos o más funciones de línea o de apoyo cuando ello se haga aconsejable, atendidos similares parámetros que los anteriormente mencionados.



	6) Por este número se pretende incorporar un artículo 15 bis a la ley, por el cual se hace posible para estos municipios de no más de cien mil habitantes compartir una misma unidad de línea o de apoyo, mediante convenio suscrito con tal propósito, excepción sea hecha de la secretaría municipal, y cuyo desahucio unilateral no producirá efectos sino hasta el año presupuestario subsiguiente.



	7) A través de este numeral se propone agregar, como artículo 16 bis, una nueva norma a la tantas veces referida ley que faculta a los alcaldes fijar y modificar la organización interna del correspondiente municipio, determinando sus dependencias, asignándoles personal como, igualmente, sus atribuciones y obligaciones.  Por otra parte, permite a las unidades municipales consagradas en la ley ejercer todas las funciones adecuadas a la consecución de sus fines.



	8) El actual encabezamiento de su artículo 17, al margen de consignar la existencia de la Secretaría Municipal, a cargo de un secretario municipal, indica cuáles son las funciones principales de éste.



	La modificación propone reemplazar la parte final de dicho texto, preceptuando que la enumeración que hace el artículo es de carácter taxativo.



	9) Su Artículo 18 trata de la Secretaría Comunal de Planificación y Coordinación, y, en su inciso segundo, señala cuáles son sus funciones específicas, en su calidad de unidad asesora del alcalde y del concejo



	De lo que se trata es de sustituir el encabezamiento del precitado inciso, explicitando que tal enumeración es de índole no taxativa.



	10) Este numeral propone introducir una serie de modificaciones a su artículo 19, que se refiere a las funciones de la unidad encargada del desarrollo comunitario, las que, en general, consisten en:



	a) Darle un rol mayor en cuanto a la asesoría técnica que debe prestar a las organizaciones comunitarias, coadyuvando a su legalización y promoviendo una real participación de éstas en la municipalidad respectiva, particularmente por intermedio del consejo económico y social comunal.



	b) Limitar su quehacer de proponer y ejecutar medidas para que se concreten acciones sólo en el área de la asistencia social y a la capacitación de los vecinos.



	c) Facultarla para elaborar y promover una política, en el plano local, de igualdad de oportunidades y de equidad de género.



	11) El proyecto propone agregar un artículo nuevo  -como 19 bis-  que tiene por propósito indicar cuáles serán las funciones que corresponderá desempeñar a la unidad de servicios municipales.  Además de las que en materia de proposición y ejecución de medidas destinadas a llevar a la práctica acciones relativas a las áreas, se quitan a la unidad de desarrollo comunitario las de asesorar al alcalde y al concejo en la formulación de políticas de prestación de servicios municipales y las de supervisar, de consuno con la unidad de administración de personal y finanzas, el manejo de los recursos, tanto humanos como financieros, incorporados a la gestión del municipio.



	12) El artículo 20 de esta ley cuya modificación se propicia, contiene las funciones que se confieren a la unidad encargada de obras municipales.  A éste se le adiciona una norma  -como inciso segundo-  que señala que su jefatura habrá de proveerse por concurso público, por períodos de seis años, siendo indispensable contar con el título de ingeniero civil, de arquitecto o de constructor civil; que su nominación se hará con el acuerdo simple del concejo y su remoción con un quórum especial de los 2/3 de sus integrantes en ejercicio, sin perjuicio de las causales de cesación comunes aplicables a los funcionarios municipales.



	13) Por este número se reemplaza el nombre de la “unidad encargada de la administración y finanzas” por el de “unidad encargada de la administración de personal y finanzas”, a que se refiere su artículo 23.



	14) En su artículo 24, que se ocupa de la unidad de asesoría jurídica, se propone consignar, en forma expresa, que ella habrá de ser prestada al alcalde y al concejo.



	15) Este numeral apunta a introducir una serie de modificaciones a su artículo 25, el que contiene las funciones que compete desempeñar a la unidad encargada del control, a saber:



	a) Al representar al alcalde un acto ilegal deberá informar de ello, además, al concejo.



	b) Asesorar al concejo como órgano fiscalizador, debiendo, al efecto, evacuar semestralmente un informe relativo al grado de avance del ejercicio programático presupuestario, como, igualmente, de la auditoría externa que aquél podrá encargar anualmente.



	c) Su jefatura habrá de ser provista por concurso público, exigiéndose poseer un título profesional o técnico en consonancia con la función.  En lo que respecta a la participación del concejo en su nombramiento y remoción, se consulta una norma igual a la del jefe de la unidad encargada de obras municipales.



	16) El artículo 26 de la ley Orgánica Constitucional en referencia, tal como se viera en el capítulo primero de este informe, consulta la figura del administrador municipal y, en particular, la forma de acceder a ese cargo, su dependencia, sus requisitos, la forma de ser removido y sus funciones.



	Las modificaciones que se consultan en el proyecto van dirigidas, principalmente, a estatuir lo siguiente:



	a) Tal cargo deberá existir en todos los municipios, pero el alcalde no está compelido a proveerlo al no exigírselo la mayoría de los concejales en ejercicio.



	b) Podrá ser desempeñado sólo por un profesional universitario o de una especialidad de posgrado relacionado con las disciplinas de la administración.



	c) Será de confianza exclusiva del alcalde, siéndole aplicable además las normas de cesación vigentes para el personal municipal.



	d) Incompatible con otro empleo, función o comisión en la administración pública, salvo el caso que se contempla más adelante  -artículo 37 bis-, que posibilita que por convenio se desempeñe en dos municipalidades.



	e) Le quedará prohibido ser candidato a alcalde o concejal en la municipalidad correspondiente, a menos transcurridos que sean cuatro años de haber finalizado sus funciones.



	f) Por este número se propone introducir un artículo nuevo  -como 26 bis-, mediante el cual se indican las funciones especiales que le corresponderá llevar a cabo al administrador municipal, en su carácter de colaborador directo del alcalde en las tareas de gestión administrativa, las que, naturalmente, son más amplias que aquellas que actualmente contempla el inciso cuarto del artículo 26 de la ley.



	18) Este número persigue introducir un nuevo artículo  -como 37 bis-  que hace posible que los municipios puedan acordar la utilización conjunta de los servicios de un mismo funcionario que cumpla similares funciones respecto de todos ellos.  Se especifica que sólo podrá pertenecer a la planta de uno de ellos y que su remuneración total la determinará el convenio correspondiente, la que no podrá ser inferior a la de la municipalidad a cuya planta pertenezca ni superior a la suma de las consultadas para tal función en la totalidad de los municipios en los que se desempeña.



	19) El artículo 40 de la ley en referencia señala aquellos cargos que serán ocupados por personas de exclusiva confianza del alcalde, a saber, los de secretario comunal de planificación y coordinación, y los de jefatura de las unidades de asesoría jurídica y de desarrollo comunitario.



	Las modificaciones del proyecto van dirigidas, en primer lugar, a agregarles el cargo de administrador municipal; en segundo, a consignar que los cargos de Director de Obras Municipales, de Jefe de Unidad de Control Municipal, de Jefe de Administración y Finanzas, de Director de Aseo y Ornato, de Director de Tránsito y Transporte Público, de Director de Servicios Municipales y de Secretario Municipal serán provistos por concurso público, para cuyo efecto establece la existencia de una comisión calificadora de concursos, integrada por los tres funcionarios directivos de mayor antigüedad, la cual presentará una terna al alcalde, conformada por los tres más altos puntajes, quien resolverá por sí mismo, a menos que la ley exija la previa aprobación del concejo y, en tercer lugar, a señalar que la nominación del personal directivo será por el término de seis años, a cuyo término se habrá de llamar a nuevo concurso, facultando al funcionario que estuviera ejerciendo el cargo a participar en aquél.



	20) Su artículo 44 señala que las municipalidades estarán sujetas a la fiscalización de la Contraloría, además de los organismos internos que señala.



	Este número agrega, dentro de estos últimos, al consejo económico y social comunal, y al administrador municipal.



	21) Este numeral propone agregar una norma al artículo 49 de la ley, que consagra al alcalde como máxima autoridad del municipio, que lo obliga a presentar fundadamente a la aprobación del concejo el plan comunal de desarrollo, el presupuesto municipal, el plan regulador, las políticas de servicios municipales, particularmente las de educación y salud, y las políticas y normas generales sobre licitaciones, adquisiciones, concesiones y permisos.



	22) Esta modificación, dirigida al inciso primero del artículo 52 de la ley, que señala las incompatibilidades que afectan al cargo de alcalde, elimina de aquél la referencia que efectúa al artículo 113 de la Constitución Política.



	23) Su artículo 53 establece las causales de cesación de funciones del alcalde, su operatoria y consecuencias de las mismas.



	Por este numeral se elimina la de vencimiento del período o subperíodo correspondiente.  Además, se indica que aquélla basada en la pérdida de la calidad de ciudadano será declarada por el TER correspondiente, verificada que sea alguna de las condiciones señaladas en la Constitución Política.  Por otra parte, se prescribe que las causales de inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente y la de impedimento grave o de notable abandono de sus deberes serán declaradas por el mismo tribunal a requerimiento de, a lo menos, dos concejales  -actualmente tal declaración puede ser efectuada a petición de cualquier concejal-.  A su vez, la cesación en el cargo por pérdida de la calidad de ciudadano, inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente, o impedimento grave o notable abandono de sus deberes, producirá sus efectos una vez ejecutoriado el fallo que determina su existencia.  Finalmente, se obliga al alcalde que se crea afectado por alguna causal de inhabilidad de informarla de inmediato.

	24) Su artículo 55 trata de la subrogación del alcalde y de la vacancia del cargo.



	Respecto de la subrogación, distingue si la duración de la ausencia o impedimento es inferior o superior a cuarenta y cinco días, correspondiéndole en el primer caso ejercerla, hablando en términos generales, al funcionario que le siga en jerarquía, y en el segundo el concejo habrá de nominar, de entre sus integrantes, un alcalde suplente.



	En cuanto a la vacancia, será también el concejo el encargado de designar al concejal que lo sustituya, elegido por la mayoría absoluta de sus miembros, conforme al procedimiento que indica, en sesión extraordinaria que habrá de llevarse a efecto dentro de los diez días siguientes a que aquélla se hubiere producido; quien resultare electo se desempeñará por el lapso que restare para completar el período correspondiente.



	Las modificaciones propuestas tienen el siguiente propósito:



	a) Establecer que en el evento que la ausencia o impedimento no sea superior a cuarenta y cinco días, será subrogado por el administrador municipal en los municipios que lo tenga, y si no lo hay le hace aplicable lo que dispone la normativa vigente.



	b) Para la vacancia, disponer que el nuevo alcalde elegido por el concejo complete el período de cuatro años del que ha vacado; que la sesión en que se realizará la elección será especialmente convocada para este propósito; que al no producirse la mayoría absoluta de votación respecto de algún concejal, se deberá repetir la votación entre las dos primeras mayorías; que si se produjera un empate será electo alcalde quien hubiere obtenido mayor preferencia ciudadana en la elección de concejales correspondiente; que si ha habido empate también en las votaciones populares, resultará electo el concejal perteneciente a la lista más votada; finalmente, si subsiste el empate, se recurre al sorteo.



	25) A su artículo 56, que determina las atribuciones del alcalde, se propician las modificaciones siguientes:



	a) En la de establecer la organización interna del municipio, se puntualiza que ello habrá de hacerse de conformidad al reglamento.



	b) En cuanto a la de otorgar, renovar y poner término a permisos municipales, se la constriñe a las políticas y reglamentos acordados por el concejo sobre el particular.



	c) Respecto a la de delegación, se le adiciona la facultad de firma sobre materias específicas.



	d) Aquella consistente en convocar y presidir tanto el concejo como el consejo económico y social, se puntualiza que sólo lo hará con respecto del primero con derecho a voz.



	26) El artículo 58 de la ley Orgánica Constitucional en comento contiene aquellas atribuciones que se confieren al alcalde, pero que requieren, además, ser aprobadas por el concejo.



	El proyecto propone agregarle las de aprobar las políticas en materia de prestación de servicios municipales y de concesiones, permisos y licitaciones para contrataciones y adquisiciones, como, igualmente, la de readscribir o destinar a otras unidades al personal que se desempeñe en la unidad de control.



	Por otra parte, en aquélla contenida en su letra i), referente al otorgamiento de concesiones municipales, a su renovación y darles término, se consulta una norma que precisa que ello habrá de efectuarse conforme a las políticas o reglamentos vigentes sobre el particular; sin perjuicio de puntualizar que las renovaciones habrán de ser acordadas durante el transcurso de los seis últimos meses anteriores a que vayan a expirar.



	Además, se introduce una modificación que adiciona a los asuntos que son propuestos por el alcalde al concejo para ser aprobadas, y respecto de las cuales la iniciativa de su modificación corresponde a aquél, las políticas y reglamentos en materia de concesiones, permisos y licitaciones para contrataciones y adquisiciones, y las políticas de servicios municipales.



	Sin perjuicio de las señaladas, se prescribe que el alcalde incurrirá en notable abandono de deberes si reiteradamente no da cumplimiento a su obligación de presentar las reseñadas materias a la aprobación del concejo y éste lo hubiera requerido de hacerlo en un plazo prudencial.



	Por último, se establece una disposición que estatuye que el presupuesto deberá reflejar las estrategias, políticas, planes y metas aprobados por el concejo, a proposición del alcalde.



	27) Su artículo 59, que trata de la cuenta pública anual que debe dar el alcalde de su gestión al concejo y al consejo económico y social, como, igualmente, de la marcha del municipio, del balance de la ejecución presupuestaria y del estado de situación financiera, es objeto de las siguientes modificaciones:



	a) Disponer que tal cuenta anual comprenderá la gestión del alcalde y la del concejo, la que deberá rendirse al consejo económico y social.



	b) Señalar los tópicos mínimos sobre los que debe informar dicha cuenta.



	c) Que ésta habrá de ser publicada, en extracto, en un medio de difusión escrito de circulación provincial, a lo menos, el que contendrá, además, una síntesis de la evaluación que de ella haya realizado el CESCO.



	d) En relación al balance de ejecución presupuestaria, se obliga al alcalde a indicar la forma en que la estimación de ingresos y la provisión de gastos se han cumplido, para lo cual la SUBDERE proveerá a los municipios de un formato tipo de indicadores, de uso no obligatorio para ellos.



	28) Su artículo 62 prescribe que los integrantes de los concejos serán electos en votación directa, en un número proporcional al número de electores, que durarán cuatro años, pudiendo ser reelegidos; que cada uno de aquéllos contará con seis, ocho o diez miembros, según si la comuna o agrupación de comunas posee hasta setenta mil electores, más de esta cantidad pero hasta ciento cincuenta mil, o más que esta última cifra, respectivamente, hecho que será determinado por el Director del Servicio Electoral, cumpliendo las modalidades que indica, mediante resoluciones que considerarán las personas inscritas hasta siete meses antes del día en que se realizará la correspondiente elección.



	Este numeral propende a elevar el número de concejales a siete, nueve, once y trece, según si la comuna o agrupación de comunas posee hasta treinta mil electores, de esta suma hasta ochenta mil, de esta cifra hasta ciento veinte mil, y, por último, sobre esta cantidad, respectivamente; además, se indica que para ello se estará al registro electoral vigente tres meses antes de la elección de que se trate.



	29) Su artículo 66 establece las causales de cesación en el cargo de concejal.  Respecto de aquélla contenida en su letra c)  -inasistencia injustificada a más del 50% de las sesiones ordinarias celebradas en un año calendario-  se reemplaza su consideración en base a las sesiones citadas y no solamente a aquellas que se hubieren celebrado.



	30) Su artículo 69, como se analizó oportunamente en este informe, contiene las funciones a ser cumplidas por el concejo.  Éstas son modificadas en la siguiente forma:



	a) Restringe la elección de alcalde por parte de aquél sólo en caso de vacancia.



	b) Determina que el alcalde deberá dar respuesta, en un plazo de 15 días, a las observaciones que, en cumplimiento de sus funciones fiscalizadoras, le formule el concejo.



	c) Indica que el concejo habrá de solicitar informes de los organismos o funcionarios municipales a través del alcalde, excepción sea hecha de la unidad de control.



	d) Introduce una nueva facultad, cual es la de nominar a dos de sus miembros como directores en toda corporación o fundación en que tenga el municipio participación.



	e) Faculta al concejo para requerir informes a las corporaciones o fundaciones municipales y limita la materia sobre los que podrán solicitarlos, respecto de las instituciones que reciban aportes de las municipalidades, al destino de los mismos.



	f) Hace posible que cualquier concejal proponga iniciativas de decisiones que le corresponda adoptar al concejo, excepción sea hecha de las de iniciativa exclusiva alcaldicia o de aquéllas que impliquen gasto municipal.

	31) Este numeral propone agregar una norma nueva  -como artículo 69 bis-  que especifica que la facultad de fiscalización otorgada al concejo comprende la de evaluar la gestión del alcalde, particularmente para controlar el ajuste a las políticas, normas y acuerdos adoptados por este cuerpo colegiado de los actos municipales.  Las distintas acciones encaminadas a ejercer tal facultad deberán ser solicitadas por no menos de una tercera parte de los concejales en ejercicio, sin perjuicio de que cualquier concejal podrá denunciar, ante la Contraloría General de la República o ante la justicia, en su caso, las acciones u omisiones ilegales de que tenga conocimiento.



	Además, se faculta al concejo para que, por la mayoría de sus miembros en ejercicio y con cargo al presupuesto municipal, acuerde contratar una auditoría externa de la gestión municipal, lo que podrá hacer sólo una vez al año.



	32) Su artículo 72 se refiere a la ceremonia de instalación del concejo, la que se realizará a los noventa días de la elección, con la mayoría absoluta de los concejales electos, cumpliéndose las formalidades y para los propósitos que se señalan.



	Este numeral tiene por propósito anotar, en forma expresa, que es al secretario municipal a quien corresponde tomar juramento al alcalde, que la sesión será presidida por el alcalde electo y que, en caso que ella no se llevare a efecto en la fecha indicada, el concejo se deberá reunir al día siguiente.



	33) Su artículo 76, que consagra el derecho de cada concejal a ser informado por el alcalde de todo lo relativo con la marcha y funcionamiento del municipio, como, asimismo, fija el monto de sus asignaciones  -de una, una y media, y dos unidades tributarias, atendido a si la comuna o agrupación cuenta hasta con treinta mil habitantes, de esta suma hasta cien mil, y si superan esta última cantidad, respectivamente-, es objeto de las siguientes modificaciones:



	a) Compele al alcalde a responder, dentro de 30 días, lo consultado por el concejal, a menos que el propio concejo amplíe este plazo razonablemente.



	b) Agrega una norma que da derecho a los concejales a obtener el reembolso de los gastos que realicen en cumplimiento de cometidos oficiales, dentro del país, acordados por el concejo, los que no podrán superar, en su conjunto, el 25% del gasto anual municipal por concepto de pago de dietas.



	c) Establece, expresamente, que no será procedente efectuar otros pagos a los concejales fuera de los consultados en la presente ley.



	34) A su artículo 77  -que hace inaplicable a los concejales la normativa propia de los funcionarios municipales, como, asimismo, les prohíbe participar en la discusión y votación de materias en las que tengan intereses él o sus familiares, hasta los grados que indica-, se le introduce una disposición que castiga lo señalado precedentemente, con multa de 50 a 100 U.T.M., además de anular el voto que adolezca de tal vicio respecto del acuerdo donde se haya emitido.



	35) Su artículo 78 entrega al concejo la responsabilidad de darse un reglamento interno de funcionamiento.



	Se propone agregarle una norma que posibilita que en éste pueda establecerse la creación de comisiones de trabajo, integradas por concejales y miembros del CESCO, en las cuales podrá invitarse a participar a personas cuya opinión se estime de interés, encargadas de asesorar al concejo en el estudio de asuntos de su competencia.



	36) Su artículo 80 trata de la composición de los consejos económicos y sociales comunales (CESCOS): el alcalde  -que los preside-  y consejeros electos: diez, en las comunas o agrupaciones de comunas de hasta treinta mil habitantes; veinte, en aquellas que superen este último guarismo, y hasta cien mil; y treinta, en aquéllas con más de cien mil habitantes.



	Las modificaciones proponen, en primer lugar, mantener al alcalde como integrante, pero sólo con derecho a voz; aumentar la cantidad de miembros, en la siguiente forma: a diez, en las comunas o agrupaciones de comunas de hasta diez mil habitantes -categoría que es nueva-; a veinte, en las que superen esta cantidad hasta treinta mil; a treinta, en aquellas que superen esta última cifra, hasta cien mil; y a cincuenta, en las que tengan mayor número.  Por último, se prescribe que si el alcalde no está presente, preside el CESCO el concejal que hubiere obtenido la mayor votación o, a falta de éste, el consejero que elijan los miembros presentes conforme al procedimiento reglamentario.



	37) En su artículo 81 se sustituye una frase, con el propósito de dejar claramente establecido que quienes conforman el CESCO deben ser reconocidos como “consejeros”.



	38) En su artículo 89, que trata de la declaración de vacancia, por parte del concejo, de los cargos no provistos del CESCO, se propicia reducir de un año a un mes el plazo para que aquél llame a inscripción a organizaciones o personas relevantes para llenar tales vacantes.



	39) Este numeral propone agregar una norma  -como artículo 90 bis-  que fije las obligaciones que pesan sobre los consejeros, a saber: asistir a las sesiones, tanto ordinarias como extraordinarias, del consejo; participar en las comisiones de trabajo que se formen de acuerdo con la ley; tener conocimiento de la marcha de la municipalidad, de acuerdo a la información que hagan llegar al consejo las autoridades superiores de la misma; motivar a los vecinos para que participen en las organizaciones comunitarias y la vinculación de éstas al consejo; dar cuenta, por lo menos una vez al año, de la marcha del municipio y el quehacer del consejo, al estamento que representa.



	40) Su artículo 91 contiene las causales de pérdida del cargo de consejero.  Al efecto, se propone su modificación, en términos de que la renuncia no hace necesaria la aceptación de la mayoría de los consejeros en ejercicio, sino que basta con que sea notificada ella al presidente del consejo; y, por otra parte, que para el cómputo de las inasistencias se contabilizan aquéllas producidas respecto de las sesiones citadas en el año calendario y no exclusivamente las celebradas.



	41) A su artículo 93, que hace operable la suplencia de un consejero cuando cesare éste en el cargo, por el período que le restare, se le agrega una norma que permite que ella tenga lugar temporalmente cuando el consejero titular faltare a dos o más sesiones consecutivas.



	42) Este número se refiere al artículo 95 de la ley en mención, que habla de los distintos tipos de sesiones que podrá celebrar el consejo.  La modificación propugna establecer que, tanto las de carácter ordinario como las de índole extraordinaria, serán públicas  -norma que es trasladada desde el artículo siguiente-, y que, las primeramente señaladas, habrán de verificarse, a lo menos, cada dos meses  -actualmente es cada tres-.



	43) Se agrega una norma a su artículo 96, que consagra la existencia de un secretario ejecutivo del consejo económico y social, el cual será nominado por éste y actuará como su ministro de fe.  Le será aplicable el Código del Trabajo y su remuneración no podrá superar a la asignada al grado 15 de la escala municipal, debiendo ser solventada con dineros del fondo de desarrollo vecinal.



	44) Se introduce una disposición  -como artículo 97 bis-  que señala que las elecciones municipales habrán de realizarse cada cuatro años, el último domingo del mes de junio.



	45) Su artículo 98, que se refiere a las declaraciones de candidaturas a concejal, sus requisitos y modalidades, es motivo de las siguientes proposiciones:



	a) Reducir a sesenta días  -actualmente son ciento veinte-  el plazo previo a la elección hasta el cual pueden inscribirse las candidaturas a concejales.



	b) Prescribir que el alcalde y los concejales que se presentan a su reelección, quedarán suspendidos de sus funciones desde treinta días antes a la fecha en que la elección se vaya a verificar y hasta el día siguiente a ésta  -actualmente el suspendido es sólo el alcalde-.



	c) Señalar que el alcalde será subrogado de conformidad a la ley y que los asuntos respecto de los cuales sea preciso el acuerdo del concejo quedarán suspendidos hasta que éste reasuma.



	46) A su artículo 99, que posibilita la existencia de subpactos entre los partidos políticos que participen en un pacto electoral, como, asimismo, de los candidatos independientes, en el mismo supuesto anterior, que podrán hacerlo entre ellos, con un subpacto de partidos integrantes del mismo o con un partido del pacto que no sea miembro de un subpacto de partidos, se le introducen las siguientes modificaciones:



	a) Posibilitar que los partidos que componen un pacto electoral puedan suscribir subpactos en todas o en algunas de las comunas.

	b) Se prescribe que los subpactos que se suscriban habrán de estar integrados por los mismos partidos.





	47) Su artículo 108, que es de carácter meramente introductorio, en la medida que se remite al procedimiento contenido en los artículos que le siguen en la determinación, por parte del TER, de los concejales electos.



	La modificación propuesta efectúa una adecuación formal en cuanto agrega al alcalde en tal proceso.





	48) Su artículo 115, que contiene la normativa aplicable a la forma de elegir alcalde, es afectada en la forma siguiente:



	a) Resulta elegido alcalde aquel candidato a concejal que obtenga la primera mayoría comunal y que, por otra parte, pertenezca a una lista o pacto que haya sido favorecido con el 40%, a lo menos, de los votos  -se excluyen los nulos y los blancos-.



	b) De no darse tal eventualidad, resultará elegido alcalde quien haya logrado la primera mayoría en la comuna y cuya lista o pacto también haya obtenido la mayor votación en la elección correspondiente.



	c) En caso de que tampoco tal mecanismo sea aplicable, será alcalde aquel concejal de más alta votación en la lista o pacto más votado.

	d) De producirse empate entre dos o más candidatos con la primera mayoría personal, corresponderá desempeñar el cargo de alcalde al que haya integrado la lista o pacto más votado.



	e) Si persistiere el empate, será alcalde el que pertenezca al partido que haya obtenido mayor votación en la lista o pacto.  Ahora bien, si en este caso la lista o pacto contempla subpactos, lo será el del subpacto que haya obtenido más votos en el pacto.



	f) De producirse el empate entre dos personas de un mismo subpacto, corresponderá ser alcalde a quien pertenezca el partido que haya logrado más votación.  Si todavía persiste el empate, se procede a sorteo, por el TER, entre los que se encontraren en tal situación.



	49) Su artículo 117 consulta la convocatoria a plebiscito por parte del alcalde, con acuerdo del concejo o a requerimiento de los ciudadanos inscritos, sobre materias de administración local relativas a inversiones específicas de desarrollo comunal.



	Este numeral amplía tal eventualidad respecto de asuntos de interés para la comunidad local y que sean propias del ámbito de competencia del municipio.



	50) Su artículo 121 prohíbe la realización de plebiscitos dentro del lapso de un año anterior a una votación popular.

	Se propone precisar que tal votación popular debe ser dentro de la comuna, como, asimismo, que dicha prohibición se extiende, en el respectivo período de cuatro años, a un mismo asunto.



	51) Por este numeral se propicia introducir una nueva norma a la referida ley Orgánica Constitucional  -como artículo 123 bis-  mediante la cual se faculta al alcalde, previo acuerdo del concejo, para convocar a los habitantes mayores de 18 años o a sectores específicos de éstos a participar en consultas no vinculantes sobre materias de interés comunal propias del ámbito de competencia municipal.



	52) Su artículo 130, que entrega a la Contraloría General de la República la fiscalización de las corporaciones y fundaciones de las municipalidades, es motivo de una modificación en orden a que, sin perjuicio de lo anterior, existirá una fiscalización a cargo de la unidad de control municipal respectiva, en lo concerniente a los aportes que les sean entregados.



	53) Se agrega un nuevo Título  -como VIII-  a la ley en mención, por el cual se crea el Instituto de Información de Gestión Municipal, como un servicio público, descentralizado funcionalmente, cuyo propósito central es recoger, procesar y difundir información relativa al quehacer municipal, particularmente en lo atingente a la gestión financiera, y que se relaciona con el Ejecutivo a través del Ministerio del Interior (artículo 135 a).



	Luego de señalar  -en su artículo 135 b-  cuáles serán las funciones específicas a desarrollar por este organismo para el cumplimiento de sus objetivos, facultándolo para requerir el concurso profesional de instituciones o servicios que tengan relación con asuntos municipales o locales, indica que su dirección superior está a cargo de un consejo integrado por nueve miembros: cinco, nominados por el Presidente de la República, a propuesta de la asociación de municipalidades más representativa, debiendo tres de ellos, a lo menos, haber sido ex concejales o ex alcaldes; y cuatro, designados por el Senado, en votación única, propuestos por el Primer Mandatario (artículo 135 c).





	En este mismo artículo nuevo que se propone, señala a continuación las funciones que corresponden ejercer al aludido consejo.  Básicamente, ellas apuntan a la adopción de todos aquellos acuerdos que sean necesarios para que este servicio pueda ejercer las atribuciones que le otorga la ley y aquellas otras que conduzcan al cumplimiento del propósito perseguido por el Instituto.  Entre aquéllas, cabe mencionar la de designar su personal directivo, la de aprobar el programa anual de acción y el proyecto de presupuesto y la de delegar parte de sus funciones y atribuciones en el director ejecutivo, en otros funcionarios del mismo o en comités, en su caso.



	El artículo 135 d) que se propone, entrega la administración del Instituto al director ejecutivo, cargo de exclusiva confianza del consejo, correspondiéndole el rol de jefe superior del servicio y su representación legal.



	A continuación, esta misma norma contiene una enumeración de las funciones que corrresponde desempeñar al director ejecutivo, en las cuales resalta su carácter de mandatario del consejo.  Así, entre las más relevantes, están la de cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones de éste, como, asimismo, realizar los actos y funciones que le encomiende o delegue; proponerle el programa anual de acción, el proyecto de presupuesto y la organización interna del Instituto; asistir, con derecho a voz, a las sesiones del consejo; mantener informado a éste respecto a la marcha del servicio y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones; dirigir técnica y administrativamente al Instituto, conforme a la normativa que le dicte el consejo; nombrar personal, asignarle funciones y despedirlo, informando a aquél; adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes y ejecutar o celebrar todo acto o contrato que propenda al cumplimiento de los propósitos y funciones del Instituto, debiendo sujetarse, al efecto, a las directrices impartidas por el consejo.



	El artículo 135 e) nuevo señala que la planta del Instituto será fijada por ley.





		El artículo 135 f) nuevo, y final de este Título VIII que se propone introducir, se ocupa de establecer los componentes del patrimonio del Instituto, a saber: los aportes que le otorgue, anualmente, la ley de Presupuestos; los bienes que adquiera a cualquier título; los ingresos que perciba por la venta de sus publicaciones; los aportes que le hagan los municipios; y, finalmente, por las herencias, legados o donaciones que se le efectúen.  Estas últimas estarán exentas de impuestos y del trámite de insinuación.





B.- ARTÍCULO 2º.





	Esta disposición tiene por objeto facultar al Presidente de la República para que fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.







C.- ARTÍCULO TRANSITORIO.





	Este precepto indica que los funcionarios directivos de los municipios cuyos cargos pasen a tener el carácter de ser proveídos por concurso público y tengan una duración de seis años, podrán continuar en ellos hasta el 31 de diciembre de 1996, si cuentan con más de diez años en el cargo; hasta 1997, si tienen menos de diez, pero más de cinco años; y hasta 1998, si tienen hasta cinco años.





	Si tales funcionarios no postulan a los concursos o no son seleccionados en ellos tendrán derecho a percibir, con cargo al presupuesto del municipio correspondiente, una indemnización equivalente a un mes de la última remuneración por cada año de servicio, hasta un máximo de once meses, la que será compatible con el desahucio, cuando corresponda, y la jubilación, en su caso.







IV.-	DISCUSION Y VOTACION DEL PROYECTO





A.-  DISCUSION GENERAL





			La Comisión, por unanimidad, prestó su aprobación a la idea de legislar sobre la materia, compartiendo, en forma global, los antecedentes que ilustran esta iniciativa, proporcionados tanto por S.E. el Presidente de la República en su Mensaje como por el Ministro del Interior, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo de esa Cartera y demás personeros del Ejecutivo que asistieron a las sesiones de la misma.





B.-  DISCUSION PARTICULAR





			Durante el estudio pormenorizado del proyecto vuestra Comisión adoptó, respecto de su articulado, los acuerdos siguientes:





ARTICULO 1º



				Este artículo, que propone introducir una serie de modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, fue objeto del siguiente tratamiento:





Nº 1 (Nuevo)



			Este, obedece a una indicación de los señores Balbontín, Cantero, Elizalde, Encina, Errázuriz, Longton, Silva, Tuma y Zambrano, aprobada por unanimidad, y tiene por propósito suprimir en el artículo 2º la referencia al carácter consultivo del Consejo Económico y Social Comunal, sobre la base de que para un mejor ordenamiento de las materias debe, primeramente, enumerarse los órganos municipales -como lo hace el mencionado artículo 2º- y, luego, señalar las funciones correspondientes a cada

uno de ellos.



Nº2 (Nuevo)



			Se generó en sendas indicaciones al artículo 3º de la ley orgánica constitucional, que señala las funciones de carácter privativo a ser desarrolladas por las municipalidades, todas ellas aprobadas por asentimiento unánime, las cuales pasan a consignarse:



			1)  La primera de ellas, suscrita por los señores Cantero, Longton y Errázuriz, en virtud de la cual se introduce una adecuación de carácter formal a este artículo.



			2) De los señores Balbontín, Cantero y Silva, que también le introduce una adecuación meramente formal, y



			3) De los señores Cantero, Elizalde y Silva, que efectúa una precisión acerca del territorio en el cual habrán de ejercerse tales funciones.



Nº 3 (Antiguo 1 del Mensaje)



			Este numeral fue motivo del trato que se señala:



			En virtud de una indicación aditiva suscrita por los señores Balbontín, Correa, Elizalde, Encina, Makluf, Ulloa y Zambrano, aprobada por simple mayoría de votos (5 contra 3), se agregaron a la letra a) del artículo 4º, que trata de la función de asistencia social -eventualmente compartida con otros órganos de la Administración del Estado-, las funciones de fiscalización y coordinación de las políticas sociales.



			La letra b) del numeral en comento -antigua letra a) del Mensaje-, aprobada por simple mayoría de votos (6 contra 2 y 2 abstenciones), incorpora en la letra e) del artículo 4º de la ley la función de fomento productivo.



			La letra c) del numeral -antigua letra b) del Mensaje-, fue motivo de una indicación de carácter sustitutivo suscrita por los señores Balbontín, Elizalde, Leay, Longueira, Silva y Ulloa, aprobada por simple mayoría de votos (7 contra 3), que incorpora una letra m), nueva, en el artículo 4º, consagrando la igualdad de oportunidades para hombres y mujeres.



			La letra d), que obedece a una indicación de los señores Balbontín, Cantero, Elizalde, Errázuriz, Leay, Martínez, Ulloa y Zambrano, aprobada por simple mayoría de votos (10 a favor y 2 abstenciones), que agrega una letra n), nueva, relativa al fomento de la prevención de la seguridad ciudadana.





Nº 4 (Antiguo 2)



			Este numeral, que agrega en la letra a) del artículo 5º una disposición en cuya virtud se prohíbe la injerencia de otras autoridades que no sean las municipales en lo relativo a las decisiones de inversiones de proyectos financiados con recursos propios de las municipalidades, fue aprobado por simple mayoría de votos (5 contra 3), conjuntamente y por igual quórum con una indicación de los señores Cantero y Errázuriz, que suprimió la frase final contenida en el texto del Ejecutivo, que hacía referencia a la sujeción de las municipalidades a las disposiciones sobre administración financiera del Estado.



			Por otra parte, en virtud de una indicación aditiva suscrita por los señores Balbontín, Elizalde, Longton, Silva, Tuma y Zambrano, completada por otra, suscrita por los señores Balbontín, Cantero, Elizalde, Longton, Leay, Martínez y Ulloa, ambas aprobadas por asentimiento unánime, se intercala como inciso penúltimo al citado artículo de la ley, una norma que exige el debido financiamiento para las nuevas funciones o tareas que se le encomienden a los municipios.



Nº5 (Nuevo)



			Mediante indicación del Ejecutivo, que fue motivo del siguiente tratamiento, se propone agregar a la ley orgánica constitucional los nuevos artículos, que se señalan a continuación:



1)   El artículo 5º -A), aprobado por asentimiento unánime, señala que la gestión municipal deberá ser tecnificada y participativa.



2)   El artículo 5º -B), que define el plan comunal de desarrollo, calificándolo como el instrumento rector del desarrollo de la comuna, que debe propender a la promoción de ésta en diversos planos, fue aprobado por simple mayoría de votos (6 contra 3), conjuntamente con una indicación del señor Errázuriz, que introduce una adecuación formal al texto.



3)   El artículo 5º -C), aprobado por simple mayoría de votos (6 contra 4), define el programa de ejecución del plan y el programa de inversiones.



4)   El artículo 5º D), aprobado por el mismo quórum del anterior, da un con-cepto del plan regulador comunal, destacando que este instrumento debe reflejar las orientaciones ciudadanas recogidas en el plan comunal de desarrollo.



5)   El artículo 5º -E), aprobado por igual votación que los precedentes, se re-fiere al presupuesto municipal, el cual debe adecuarse al plan de desarrollo y al plan regulador comunales.





Nº6 (Nuevo)





			Corresponde a una indicación de los señores Aguiló, Balbontín, Cantero, Elizalde, Errázuriz, Leay, Longton y Ulloa, aprobada por unanimidad, que agrega un artículo 6º bis, nuevo, a la ley orgánica cons-titucional en referencia, por el que se estipula que los municipios pueden celebrar convenios sobre inversiones con el Gobierno Regional respectivo.



Nº7 (Antiguo 3)



			Este numeral, que sustituye el inciso segundo del artículo 13 de la ley por los que propone, dando un concepto y describiendo las funciones de las unidades de línea y de las unidades de apoyo de que se dota a los municipios, fue aprobado por simple mayoría de votos (6 a favor y una abstención), conjuntamente -y por el mismo quórum- con sendas indicaciones posteriormente formuladas por el Ejecutivo, que amplían la esfera de competencia de las unidades de línea y, por otra parte, se indica cuáles son las unidades de apoyo, dejando la posibilidad de crear otras.



Nº8 (Antiguo 4)



			Este, que reemplaza el artículo 14 de la ley, fue aprobado conjuntamente con una indicación suscrita por los señores Balbontín y Errázuriz. El primero lo fue por unanimidad, y la segunda por simple mayoría de votos (5 contra 1 y dos abstenciones). Así, se armoniza el texto de la ley con el cambio introducido precedentemente, haciéndose obligatorio para los municipios de comunas cuya población sea superior a cien mil habitantes el considerar dentro de su estructura interna las unidades de línea y de apoyo mencionadas en el artículo 13. Se prohíbe, asimismo, y en virtud de la indicación de marras, refundir en una misma Dirección o Departamento dos o más de estas unidades de línea o de apoyo.



Nº9 (Antiguo 5)



			Este, que sustituye el artículo 15 de la ley, fue aprobado por unanimidad, conjuntamente con una indicación del Ejecutivo, en términos tales que el texto de reemplazo describe la organización interna de las municipalidades correspondientes a comunas cuya población sea de hasta cien mil habitantes.



Nº10 (Antiguo 6)



			Este numeral, que incorpora un artículo 15 bis, nuevo, a la ley, fue aprobado por unanimidad, facultándose a los municipios citados anteriormente para que puedan compartir entre sí una misma unidad de línea o de apoyo, salvo la secretaría municipal, con el objeto de lograr un mejor aprovechamiento de los recursos humanos disponibles.





Antiguo Nº7



			Este, que incorporaba un artículo 16 bis a la ley, facultando a los alcaldes para fijar y modificar la organización interna de la municipalidad, fue eliminado por simple mayoría de votos (5 contra 4).





Nº11 (Antiguo 8)





			Este número, que modifica el encabezamiento del artículo 17, fue objeto de una indicación posterior del Ejecutivo, aprobada por unanimidad, en el sentido de dejar claramente establecido que la enunciación de las funciones del secretario municipal no reviste un carácter taxativo.



Nº12 (Antiguo 9)



			Este, que sustituye el encabezamiento del inciso segundo del artículo 18, en términos de señalar las principales funciones -pero no todas, como lo hace la ley- que competen a la Secretaría Comunal de Planificación y Coordinación, fue aprobado por unanimidad, conjuntamente y por el mismo quórum con una indicación suscrita por los señores Balbontín, Cantero, Elizalde, Errázuriz y Leay, que incorpora en la letra c) la facultad de evaluar las inversiones y agrega la obligación de informar -por escrito- a lo menos semestralmente, tanto al alcalde como al concejo, sobre las materias que detalla dicha letra.



Nº13 (Nuevo)



			Este numeral obedece a una indicación formulada por el Ejecutivo, aprobada por asentimiento unánime, que incorpora un artículo 18 bis, nuevo, a la ley orgánica constitucional, donde se señalan las funciones que se otorgan a la unidad encargada del desarrollo urbano, conjuntamente con otra del señor Aguiló a su letra b), en el sentido de agregar dentro de las funciones de dicha unidad la de elaborar el plan regulador comunal.



Nº14 (Antiguo 10)



			Este número, que propone diversas modificaciones al artículo 19, recibió el siguiente tratamiento por parte de vuestra Comisión:



			- La letra a), que sustituye el encabezamiento del referido precepto, fue aprobada por asentimiento unánime, conjuntamente -y por el mismo quórum- con una indicación posterior del Ejecutivo, en orden a especificar que la unidad encargada del desarrollo comunitario tendrá “especialmente” las funciones que consigna a continuación.



			- La letra b) del numeral, que reemplaza la letra b) del artículo 19 de la ley, desarrollando más el concepto de la función de asesoría técnica que corresponde llevar a cabo a esta unidad respecto de las organizaciones comunitarias, incorporando al efecto la tarea de promoción de tales organizaciones y su efectiva participación en el municipio a través, entre otros, del Consejo Económico y Social Comunal, fue aprobada por simple mayoría de votos (8 contra 2).



			- La letra c) del numeral, que sustituye la letra c) del artículo 19, en términos de conferir a la unidad encargada del desarrollo comunitario la función de proponer y ejecutar acciones relacionadas con asistencia social y capacitación vecinal, fue objeto de una indicación por parte de los señores Elizalde y Errázuriz, encaminada a reemplazar el vocablo “vecinal” por la palabra “comunitaria”, por entrañar esta última un concepto más amplio. Tanto la proposición del Ejecutivo como la indicación señalada fueron aprobadas por unanimidad. 



			- La letra d) del numeral, que proponía incorporar la siguiente letra d) al artículo 19: “d) Elaborar y promover una política local de igualdad de oportunidades y de equidad de género”, fue eliminada en virtud de una indicación que presentó el Ejecutivo en tal sentido, la cual contó con el asentimiento unánime.



			En virtud de una indicación del señor Elizalde, aprobada por simple mayoría de votos (8 contra 2 y una abstención), las letras a), b) y c) del numeral 11 del Mensaje original -que proponía la incorporación de un artículo 19 bis- pasaron a incorporarse como letras d), e) y f) del artículo 19, esto es, quedando comprendidas dentro de las funciones de la unidad encargada del desarrollo comunitario.



Nº15 (Nuevo)



			Este número, que obedece a una indicación posterior del Ejecutivo, planteaba incorporar un artículo 19 ter a la ley, relativo a la creación y las funciones que corresponderá desarrollar a la unidad de servicios de salud, educación y demás incorporados a la gestión municipal. Esta iniciativa fue aprobada por simple mayoría de votos (11 contra 1), quedando inserta eso sí, en armonía con lo expuesto precedentemente, como artículo 19 bis.



			Conjuntamente con lo anterior, y en virtud de una indicación de los señores Balbontín y Elizalde, aprobada por asentimiento unánime, se sustituye su letra a) por una disposición que incorpora la función de ejecución (sin perjuicio de la de asesoría), respecto de los planes y programas vinculados a la salud pública y la educación.



Nº16 (Antiguo 12)



			Este numeral fue sustituido por una indicación suscrita por los señores Cantero, Elizalde, González, Longton y Tuma, aprobada por asentimiento unánime, que modifica la redacción completa del artículo 20 de la ley en referencia.

Nº17(Nuevo)



			Este, que corresponde a una indicación del señor Ulloa al artículo 21 de la ley, concerniente a las funciones de la unidad de aseo y ornato, le introduce una adecuación formal, la que fue aprobada por asentimiento unánime.



Nº18 (Antiguo 13)



			El numeral 13 del Mensaje, que proponía intercalar en el encabezamiento del artículo 23 las palabras “de personal” entre el sustantivo “administración” y la conjunción “y” que la sigue, fue rechazado por asentimiento unánime, siendo aprobada en su lugar, por igual quórum de votación, una indicación de los señores Cantero, Elizalde, Errázuriz, Longton, Soria y Ulloa, que reemplaza el número 2 de la letra b) de este artículo, por una norma que entrega a la unidad de administración y finanzas, en su rol de asesora del alcalde en el manejo financiero de los bienes municipales, la facultad de coordinarse -y no sólo colaborar, como expresa el texto vigente- con la Secretaría Comunal de Planificación en la elaboración del presupuesto municipal.



Nº19 (Antiguo 14)



			Este número, que sustituye la primera oración del inciso primero del artículo 24, agregando dentro de las funciones de la unidad encargada de la asesoría jurídica la de prestar apoyo en materias legales al alcalde y al concejo, fue aprobado por unanimidad, conjuntamente -y por el mismo quórum de votación- con una indicación del Ejecutivo al inciso segundo de dicho artículo, tendiente a que no sólo la unidad encargada de la asesoría jurídica esté facultada para efectuar investigaciones y sumarios administrativos, sino que lo puedan hacer, además, los funcionarios de cualquier unidad municipal bajo la supervigilancia de aquélla.



Nº20 (Antiguo 15)



			Este, que introduce diversas modificaciones al artículo 25, sobre la unidad encargada del control, tuvo el siguiente tratamiento por parte de la Comisión:



		- Su letra a), que contempla una adecuación gramatical de la letra b) del mencionado artículo, fue aprobada por unanimidad.



		- Su letra b), que introduce adecuaciones formales a la letra c) del artículo 25 y establece la obligación de la aludida unidad de informar al concejo en lo que respecta al ejercicio de la función de control de la ejecución financiera y presupuestaria municipal, fue asimismo aprobada por unanimidad.



		- Su letra c), que incorpora una letra d), nueva, al artículo 25, acerca de la función de asistencia al concejo para el ejercicio de sus funciones fiscalizadoras, fue aprobada por simple mayoría de votos (10 contra 1).



		- Su letra d) -actual e)-, que agrega un inciso segundo al citado artículo, concerniente a la forma de proveer el cargo de jefe de la unidad de control, fue aprobada por unanimidad, aunque pasando a ser inciso tercero y final de este artículo, por lo que se expresa a continuación.



		En virtud de una indicación aditiva presentada con posterioridad por el Ejecutivo, aprobada por asentimiento unánime, se inserta un inciso nuevo -segundo- en el artículo 25, que señala las pautas técnicas a las que debe ceñirse la unidad de control en su accionar.  (Actual letra d)



Nº21 (Antiguo 16)



			Este numeral, que sustituye el artículo 26, relativo al administrador municipal, fue aprobado por simple mayoría de votos (6 contra 1 y una abstención). De este modo, el referido cargo pasó a ser de confianza del alcalde -de acuerdo al texto vigente se provee por concurso público-. Sobre el texto aprobado se presentaron las siguientes indicaciones:



		1) Del Ejecutivo, aprobada por asentimiento unánime, que sustituye la parte final del inciso segundo del artículo, por una norma según la cual el administrador municipal puede ser removido sólo por acuerdo de los dos tercios de los concejales en ejercicio, sin perjuicio que rijan a su respecto las causales de cesación de funciones aplicables al personal municipal.



		2) De los señores Aguiló, Balbontín, González y Tuma, aprobada por simple mayoría de votos (6 contra 4 y una abstención), con el objeto de agregar una oración al final del inciso segundo, donde se señala que el nombre del administrador municipal propuesto por el alcalde debe contar con la anuencia de la mayoría del concejo.



		3) Del señor Leay, aprobada por simple mayoría de votos (9 contra 1), que suprime en el inciso tercero una referencia al artículo 37 bis de la ley.

Nº22 (Antiguo 17)



			Este, que incorpora un artículo 26 bis, nuevo, donde se especifican las principales funciones del administrador municipal, fue aprobado por simple mayoría de votos (4 a favor y 2 abstenciones), con las indicaciones que se detallan a continuación, todas ellas aprobadas por asentimiento unánime:



		a)  Del Ejecutivo, y otra del señor Leay, del mismo tenor, encaminadas a suprimir la letra f) -referente a la administración de los bienes municipales-, pasando la letra g) a ser f) y así sucesivamente.



		b)  Del Ejecutivo, que introduce una adecuación formal en la nueva letra g), que trata de la función de asesoría al alcalde, al concejo y al consejo económico y social comunal.



		c)  Del señor Leay, en virtud de la cual se sustituye en las letras a) y d) la referencia a los servicios municipalizados por la mención a la unidad de servicios de salud, educación y demás incorporados a su gestión.





Nº23 (Nuevo)



			Este numeral obedece a una indicación al artículo 31 de la ley, de los señores Balbontín, Cantero, Elizalde, Martínez y Ulloa, aprobada por unanimidad, en cuya virtud la donación de los bienes muebles municipales podrá efectuarse, en casos calificados, a las organizaciones de la comuna pertinente que no persigan fines de lucro.

Nº24 (Antiguo 18)



			Este, que proponía incorporar un artículo 37 bis, nuevo, posibilitando que dos o más municipios utilicen conjuntamente los servicios de un mismo funcionario, fue motivo de una indicación sustitutiva  presentada por los señores Balbontín, Elizalde y Martínez, aprobada por simple mayoría de votos (5 a favor y 2 abstenciones), de manera tal que las municipalidades podrán convenir, a proposición de los respectivos alcaldes y con el acuerdo municipal correspondiente, la utilización de los referidos servicios; no pudiendo en tales casos percibir el funcionario involucrado, a título de honorarios, un monto superior a la suma de las remuneraciones asignadas a dichas funciones en todas las municipalidades concernidas.





Nº25 (Antiguo 19)





			Este, que propone varias modificaciones al artículo 40, recibió el siguiente tratamiento por parte de vuestra Comisión.



		- Su letra a), que incorpora como funcionario de exclusiva confianza del alcalde al administrador municipal, fue rechazada por simple mayoría de votos (5 contra 4).  En su reemplazo, fue aprobada, por igual quórum de votación, una indicación del Ejecutivo, modificada a su vez por sendas indicaciones:  la primera, de los señores Cantero, Leay, Longton, Martínez, Munizaga y Ulloa, aprobada por simple mayoría de votos (6 contra 4), que incluye dentro de tales cargos de confianza, a los titulares de las unidades de obras municipales, de salud y educación y demás incorporados a su gestión; y, otra, patrocinada por el señor Elizalde, que incorpora al titular de la unidad de desarrollo urbano dentro de dicha categoría, aprobada por asentimiento unánime.



		- Su letra b), que incorporaba dos incisos nuevos al artículo señalado, en que se detallan los cargos que deben ser llenados por concurso público (titulares de las unidades de control, administración y finanzas, etc.), fue rechazada por simple mayoría de votos (7 contra 4 y 1 abstención).



Nº26 (Antiguo 20)



			Este número, que proponía otorgar facultades de fiscalización al Consejo Económico y Social Comunal y al administrador municipal, en lo que se refiere al municipio -artículo 44 de la ley-, fue rechazado por simple mayoría de votos (7 contra 6, y 10 contra 2 con una abstención, respectivamente).  En su reemplazo, fue aprobada por asentimiento unánime una indicación de los señores Balbontín, Cantero, Elizalde, González, Leay, Tuma y Ulloa, que elimina la frase final del artículo 48.  De esta manera, todos los informes que emita la Contraloría serán siempre puestos en conocimiento del concejo correspondiente.



Nº27 (Antiguo 21)



			Este, que incorpora un inciso segundo al artículo 49, estableciendo la obligación del alcalde de presentar oportunamente y en forma fundada a la aprobación del concejo determinados antecedentes (el plan comunal de desarrollo, el presupuesto municipal y el plan regulador, entre otros) fue aprobado por unanimidad, conjuntamente -y también por asentimiento unánime- con una indicación del señor Leay, tendiente a incluir dentro de los aludidos antecedentes las políticas de todas las unidades comprendidas en su gestión.



Nº28 (Antiguo 22)



			Este número, que sustituye el inciso primero del artículo 52, relativo a las incompatibilidades del cargo de alcalde, por una norma que suprime la referencia que hace el precepto vigente al artículo 113 de la Constitución Política, fue aprobado por asentimiento unánime, conjuntamente y por simple mayoría de votos (10 a favor y una abstención) con una indicación de los señores Aguiló, Cantero, Elizalde, Errázuriz, Longton, Martínez y Ulloa, que incorpora un inciso final donde se establece, en lo medular, que el alcalde no tiene derecho al pago de horas extraordinarias.



Nº29 (Antiguo 23)



			Este numeral, que introduce diversas modificaciones al artículo 53, que trata de las causales de cesación en el cargo de alcalde, fue objeto del siguiente tratamiento por parte de vuestra Comisión:



		- Sus letras a), b) y c), que introducen adecuaciones formales al texto de la ley, con el objeto de mantener la debida correspondencia en su estructura al tenor de la modificación de fondo propuesta en su letra d), contaron con la aprobación unánime.



		- Su letra d) reemplaza los incisos segundo y tercero de este artículo por sendos párrafos. En el primero de ellos, aprobado por simple mayoría de votos (7 contra 1 y una abstención), conjuntamente -y por el mismo quórom- con una indicación análoga, suscrita por los señores Aguiló, Balbontín, Elizalde, González, Martínez, Schaulsohn, Tuma y Zambrano, se establece que la causal de cesación en el cargo de alcalde contemplada en la letra a) de este artículo, será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, agregando que se otorgará acción pública para sustanciar el procedimiento correspondiente; en tanto que el segundo párrafo propuesto, que habría correspondido al inciso tercero del artículo y fue rechazado por simple mayoría de votos (7 contra 1 y una abstención), decía textualmente: “Las causales establecidas en las letras b) y c) serán declaradas por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de a lo menos dos concejales de la correspondiente municipalidad, salvo tratándose del caso previsto en el inciso tercero del artículo 58, en que la remoción sólo podrá promoverla el concejo, observándose en todo caso el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley Nº 18593”.



			De acuerdo a una indicación suscrita por las personas individualizadas en el párrafo anterior, y aprobada por el mismo quórum, se establece como inciso tercero una norma que señala que la causal establecida en la letra b) del mismo artículo habrá de ser declarada por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de a lo menos dos concejales.



			Conforme a otra indicación, también suscrita por los antedichos señores Diputados, y aprobada por idéntico quórum, se fija como texto del inciso cuarto una disposición en cuya virtud la causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de a lo menos un tercio de los concejales de la municipalidad correspondiente, salvo el caso que menciona.

			Como incisos finales -quinto al séptimo- del artículo 53, fueron aprobados por asentimiento unánime tres párrafos propuestos en el Mensaje, en que se abordan, en este orden, los siguientes puntos: obligación del alcalde que estime estar afectado por alguna causal de inhabilidad, de darla a conocer a la brevedad; cesación en el cargo, tratándose de las causales contempladas en las letras a), b) y c del inciso primero, una vez ejecutoriada la sentencia respectiva; y, forma de proveer la vacante que se produzca por cualquiera de las causales previstas en este artículo.



Nº30 (Antiguo 24)



			Este, que introduce variadas modificaciones al artículo 55, que trata de la subrogación del alcalde como asimismo de la incapacidad para ejercer el cargo y la vacancia del mismo, fue objeto del siguiente tratamiento:



		Su letra a), que establece que en caso de ausencia o impedimento no superior a cuarenta y cinco días, el alcalde sea subrogado en sus funciones administrativas por el administrador municipal (cuando exista) y, sólo en su defecto, por el funcionario que le siga en orden de jerarquía dentro de la municipalidad, fue aprobado por simple mayoría de votos (7 contra 2 y una abstención).



		Su letra b) proponía la sustitución del inciso cuarto de este artículo, que trata del procedimiento para llenar la vacante del cargo de alcalde, por dos párrafos. El primero de ellos, que fue rechazado por simple mayoría de votos (6 contra 3 y 2 abstenciones), decía así: “En caso de vacancia del cargo de alcalde, el concejo procederá a elegir a un nuevo alcalde que complete el período de cuatro años, de entre sus miembros y por mayoría absoluta de los concejales en ejercicio. Esta elección deberá efectuarse en sesión especialmente convocada al efecto en los términos prescritos por el inciso final del presente artículo. De no reunirse en ella la mayoría absoluta por ninguno de los candidatos propuestos, se repetirá la votación, circunscrita sólo a los dos concejales que hubieren obtenido las dos más altas mayorías en la primera votación. En caso de empate en la segunda votación, será ungido como alcalde aquél de los candidatos que hubiere obtenido mayor número de preferencias ciudadanas en la respectiva elección de concejales. Igual norma se aplicará para determinar las dos primeras mayorías relativas en el evento de producirse empates en la primera votación”.



		En su reemplazo, se aprobó por simple mayoría de votos (6 contra 3 y 2 abstenciones) una indicación del señor Tuma, que previene que en caso de vacancia del cargo de alcalde, el concejo procederá a elegir un nuevo alcalde que complete el período de cuatro años, de entre los concejales que hubieren obtenido las dos más altas mayorías en la votación popular. Esta elección deberá realizarse en sesión especialmente convocada al efecto. En caso de empate, será alcalde aquél de los candidatos que hubiere obtenido mayor número de preferencias ciudadanas en la respectiva elección de concejales. 



		En tanto, el segundo párrafo propuesto en la letra b) del Mensaje, que señala que en defecto de la regla consignada en la parte final del texto reproducido, prevalece el candidato cuya lista haya obtenido mayor cantidad de votos, agregando que en caso de subsistir aún el empate se aplica el sorteo, fue aprobado sin cambios por igual votación (6 contra 3 y 2 abstenciones), quedando como inciso quinto del artículo.



Nº31 (Antiguo 25)



			Este, que introduce algunas modificaciones al artículo 56, relativo a las atribuciones del alcalde, fue objeto del siguiente análisis por parte de la Comisión:



		- Su letra a), que incorpora una adecuación formal a la letra b) del artículo en cuestión, fue aprobada por asentimiento unánime.



		- Su letra b), que agrega en la letra g) del artículo 56 (relativa al otorgamiento, renovación y terminación de los permisos municipales), la exigencia de que tales actos alcaldicios se ajusten a las políticas y reglamentos acordados por el concejo sobre la materia, también fue aprobada por unanimidad.



		Su letra c), que incorpora a la letra j) de este artículo (concerniente a la delegación del ejercicio de parte de las atribuciones exclusivas del alcalde), la delegación de la facultad de firma, bajo la fórmula por orden del alcalde, sobre materias específicas, fue aprobada por simple mayoría de votos (7 contra 4 y una abstención).



Nº32 (Antiguo 26)



			Este, que introduce varias modificaciones al artículo 58, concerniente a las materias en que el alcalde precisa el acuerdo del concejo, recibió el siguiente tratamiento:



		Su letra a), que sustituye la misma letra del artículo citado, fue objeto de una indicación modificatoria del Ejecutivo, siendo ambas aprobadas por unanimidad, de manera tal que el alcalde requerirá el acuerdo del concejo para aprobar otras materias además de las indicadas en el texto vigente, a saber, las políticas sobre prestación de servicios municipales y otras.



		Su letra b), que reemplaza la letra i) del artículo (relativa al otorgamiento, renovación y término de las concesiones municipales), por una nueva disposición en cuya virtud se establece que los referidos actos deben ajustarse a las políticas y reglamentos sobre la materia, y que las renovaciones sólo pueden acordarse dentro de los seis meses que precedan a su expiración, fue objeto de una indicación posterior del Ejecutivo, de carácter aditivo, que especifica que el plazo de seis meses rige aun tratándose de concesiones sujetas a un régimen jurídico particular. Tanto la proposición contenida en el Mensaje como la indicación aditiva fueron aprobadas por unanimidad.



		Su letra c), nueva, que corresponde a una indicación posterior del Ejecutivo, aprobada por asentimiento unánime, introduce una adecuación formal a la letra j) del citado artículo, concerniente a la dictación de ordenanzas municipales.



		Su letra d) (antigua c), que también introduce una simple modificación formal a la letra k) del aludido precepto, que trata de la facultad del alcalde para, previo acuerdo del concejo, omitir el trámite de licitación pública en determinados casos, fue aprobada por unanimidad.



		Su letra e) (antigua d), que introduce una adecuación gramatical en la letra l) del artículo, que trata de la convocatoria a plebiscito comunal, fue aprobada por unanimidad.





		Su letra f) (antigua e), que agrega una letra m), nueva, al artículo 58, en virtud de la cual se establece que el alcalde requerirá el acuerdo del concejo para readscribir o destinar a otras unidades al personal que se desempeñe en la unidad de control, fue aprobada por simple mayoría de votos (8 a favor y 2 abstenciones).





		Su letra g) (antigua f), que reemplaza el inciso segundo del artículo 58 por los que señala, fue objeto de una indicación posterior del Ejecutivo, que precisa su alcance, en términos que corresponderá al alcalde proponer al concejo el plan comunal de desarrollo, el presupuesto municipal y los programas de inversión, entre otras materias; así como plantear las modificaciones que procedan. Tanto el texto del Mensaje como la aludida indicación fueron aprobados por simple mayoría de votos (9 a favor y una abstención).





		Su letra h) (antigua g), que intercala en el inciso cuarto del artículo en comento una frase en que se especifican las materias aprobadas por el concejo que deben reflejarse en el presupuesto, contó con la aprobación unánime, al igual que una indicación de los señores Balbontín y Silva, encaminada a introducir una adecuación formal a esta disposición.



Nº33 (Nuevo)

			Este, que obedece a una indicación del Ejecutivo, aprobada por asentimiento unánime, agrega un artículo 58 bis, nuevo, que detalla las especificaciones técnicas que ha de contener el reglamento de contrataciones y adquisiciones en resguardo de la objetividad de dichos actos.



Nº34 (Antiguo 27)



			Este numeral, que sustituye el artículo 59 sobre la cuenta anual del alcalde, fue objeto de algunas indicaciones del propio Ejecutivo, recibiendo el siguiente tratamiento por parte de vuestra Comisión:



		La primera parte del encabezamiento fue rechazado por unanimidad, acogiéndose por igual quórum de votación la propuesta de que dicha cuenta ha de rendirse mediante informe escrito.



		Su letra a), nueva, corresponde a una indicación de los señores Cantero y Elizalde, aprobada por unanimidad, que incorpora la norma contemplada en el inciso tercero del Mensaje, que se suprimió. Así, el informe escrito de la cuenta del alcalde debe contener el balance de la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera, como asimismo el cumplimiento de la previsión de ingresos y gastos. 



		Su letra b) -antigua a)-, que se refiere a las actividades realizadas para el cumplimiento del plan de desarrollo comunal, fue aprobada por unanimidad, conjuntamente con una indicación de los señores Balbontín, Elizalde, Munizaga, Silva, Tuma y Zambrano, encaminada a agregar en esta letra lo relacionado con los estados de avance de los programas de mediano y largo plazo de la comuna.



		Su letra c) -antigua b)-, que incorpora las inversiones efectuadas (tanto respecto de los proyectos terminados en el período como los en ejecución) en la rendición de la cuenta, fue aprobada por asentimiento unánime, conjuntamente con una indicación de los señores Balbontín, Elizalde, Silva y Tuma, tendiente a introducir en el texto la exigencia de que se señale específicamente el origen de los recursos destinados a inversiones.



		Su letra d) -antigua c)-, que incluye en la cuenta los aspectos más relevantes relacionados con la administración y procedimientos de personal, incluyendo aquellos de los servicios municipales que caen en la esfera de gestión del alcalde, fue objeto de una indicación sustitutiva por parte del Ejecutivo, que establece la obligación de incluir en la cuenta un resumen de los informes e investigaciones realizadas por la Contraloría General de la República sobre materias del personal. El texto de reemplazo fue aprobado por unanimidad, conjuntamente con sendas indicaciones de los señores Leay y Ulloa, por una parte, y Balbontín y Zambrano por la otra, encaminadas ambas a introducir adecuaciones formales al texto de esta norma.



		Su letra e) -antigua d)-, que incorpora dentro de las menciones del informe escrito las modificaciones efectuadas en el patrimonio municipal, fue aprobada por unanimidad.



		Su letra f) -antigua e)-, que establece que debe incluirse en el informe lo relativo a la cobertura y calidad de los servicios municipales, especialmente los de educación y salud, fue objeto de una indicación de los señores Balbontín, González y Zambrano, aprobada por simple mayoría de votos (6 contra 4 y una abstención), con el objeto de incorporar los conceptos de eficacia y eficiencia en los parámetros de evaluación de los servicios municipales.



		La letra g) -antigua f)-, que se refiere a las concesiones otorgadas en el período, contó con la aprobación unánime.



		La letra h) -antigua g)-, que incluye en el informe de la cuenta la mención de los objetivos alcanzados respecto a los indicadores de gestión definidos por el concejo, fue aprobada por unanimidad.



		La letra i) -antigua h)-, que trata de las iniciativas que el concejo hubiere aprobado o rechazado en el período, fue aprobada por igual quórum.



		Su inciso segundo, nuevo, que tiene su origen en una indicación del Ejecutivo, aprobada por simple mayoría de votos (9 contra 2), que establece la obligación del alcalde de enviar un ejemplar del informe sobre la cuenta a la Contraloría Regional de la República, al Gobierno Regional respectivo y al Instituto de Información de Gestión Municipal.  Posteriormente, en conformidad con una indicación suscrita por el señor Cantero, y que fue aprobada por unanimidad, se suprimió la referencia al citado Instituto.  Por otra parte, y en virtud de una indicación de los señores Balbontín, Elizalde, Errázuriz y Zambrano, aprobada por asentimiento unánime, se incluyó a la Cámara de Diputados dentro de los organismos que deben recibir dicho documento.



		El inciso segundo propuesto en el Mensaje, que contemplaba una disposición que señalaba la obligación del alcalde de publicar un extracto de la cuenta, fue motivo de una indicación sustitutiva del señor Cantero, aprobada por simple mayoría de votos (7 contra 2), que incorporó como inciso tercero de este artículo una norma según la cual un extracto de la referida cuenta deberá ser difundido, conteniendo una síntesis del informe evaluativo que de ella efectúe el consejo económico y social comunal.



		Su inciso cuarto, nuevo, que corresponde a una indicación de los señores Balbontín, Elizalde y Errázuriz, aprobada por asentimiento unánime, establece la facultad de la Cámara de Diputados de solicitar información a los alcaldes, particularmente aquella relativa al presupuesto municipal y su ejecución.



		Su inciso quinto, nuevo, obedece a una indicación de los señores Balbontín, Elizalde, González, Leay y Munizaga, aprobada por unanimidad, en virtud de la cual se establece que el no cumplimiento de lo preceptuado por este artículo constituye una causal de notable abandono de deberes por parte del alcalde.



		Su inciso final fue aprobado por simple mayoría de votos (6 a favor y 2 abstenciones). De esta manera, para facilitar la labor de rendición de cuenta, se dispone que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, distribuirá un formato tipo de indicadores a las municipalidades, el cual no revestirá carácter obligatorio para éstas.









Antiguo 28



			Este numeral, como asimismo las modificaciones contenidas en los Nºs 32, 44, 45, 46, 47 y 48 del Mensaje, no fueron considerados por la Comisión, toda vez que, por la naturaleza de la materia de que tratan, fueron abordados en el texto de la iniciativa legal que dice relación con la generación de autoridades municipales, próximo a transformarse en ley de la República.





Nº 35 (Nuevo)



			Este número obedece a una indicación de los señores Longton, Martínez y Ulloa, aprobada por simple mayoría de votos ( 6 contra 5), que sustituye el texto de la letra b) del artículo 63, que trata de los requisitos para ser electo concejal, estableciendo la exigencia de tener cursada la enseñanza básica.





Nº36 (Antiguo 29)



			Este, que propone una adecuación en la letra c) del artículo 66, fue aprobado por unanimidad. Así, se incurre en causal de cesación de funciones por el hecho de no concurrir injustificadamente los concejales a más del cincuenta por ciento de las sesiones ordinarias a que se citó en el año calendario.





Nº37 (Nuevo)



			Este numeral corresponde a una indicación patrocinada por los señores Elizalde y Errázuriz, aprobada por simple mayoría de votos ( 8 contra 1 y una abstención), que introduce una frase final al inciso segundo del artículo 68 -relativo a la provisión de la vacante de concejal-, en términos de fijar un plazo para que el partido político respectivo dé cumplimiento a la obligación de remitir una terna para proveer la vacante en la eventualidad que señala.



Nº38 (Antiguo 30)



			Este numeral, que introduce modificaciones al artículo 69, concerniente a las funciones del concejo, recibió el siguiente tratamiento:



		Su letra a), que sustituye la misma letra del artículo citado por una norma conforme a la cual el concejo elegirá al alcalde, en caso de vacancia, según lo preceptuado en el artículo 55, esto es, aplicando en primer término la regla en cuya virtud debe escoger entre los dos concejales que hubieren obtenido las dos más altas mayorías en la votación popular, y, en defecto de lo anterior, ateniéndose a las normas supletorias que fija el mismo artículo, fue aprobada por unanimidad.



		Su letra b), que sustituye la letra d) del artículo 69 (relativa a la fiscalización de las actuaciones del alcalde), por una norma similar en la primera parte, pero agregando que el alcalde tendrá un plazo máximo de 15 días para responder verbalmente o por escrito las observaciones que en el ejercicio de tal atribución le formule el concejo, fue aprobada por unanimidad, conjuntamente con una indicación del señor Cantero, que establece que siempre debe constar por escrito la respuesta del alcalde a las observaciones efectuadas por el concejo.



		Su letra c), que sustituye la letra h), que trata de la citación y solicitud de informes, especificando que el concejo ejercerá directamente esta atribución respecto de la unidad de control, fue aprobada por unanimidad, conjuntamente con las siguientes indicaciones:



		1-) De los señores Aguiló, Errázuriz, Hamuy y Tuma, aprobada por simple mayoría de votos (8 contra 3), para eliminar la facultad del concejo de practicar citaciones a los funcionarios municipales, e incorporar una frase en que se confiere también a los concejales la atribución de solicitar informes.



		2-) De los señores Aguiló, Cantero y Errázuriz, aprobada por unanimidad, con la finalidad de agregarle un inciso segundo, en que se explica lo relativo al procedimiento de petición de informes, incluyendo el plazo para evacuarlos.



		Su letra d), que incorporaba una nueva letra i) al inciso primero     -pasando la actual letra i) a ser j) y así sucesivamente-, sufrió una indicación sustitutiva de parte del Ejecutivo, que propuso como texto de la nueva letra i) una disposición que faculta al concejo para designar a dos integrantes del directorio de cada corporación o fundación en que tenga participación la municipalidad. La referida indicación fue aprobada por unanimidad, siendo rechazada por igual quórum la norma propuesta en el Mensaje.



		Su letra e), que sustituye la letra i) -que pasó a ser j) según lo visto precedentemente-, por un precepto que otorga al concejo la facultad de recabar informe a las corporaciones o fundaciones municipales y a las entidades que reciban aportes de la municipalidad, fue objeto de una indicación aditiva del Ejecutivo, tendiente a incluir las empresas municipales dentro de las entidades susceptibles de ser requeridas para expedir el informe. Tanto el texto del Mensaje como la indicación aludida fueron aprobados por unanimidad.



		Conjuntamente con lo anterior, fue aprobada por simple mayoría de votos (4 contra 1) una indicación del señor Leay tendiente a extender el campo de aplicación de la norma.



		Su letra f), nueva, tuvo su origen en una indicación suscrita por los señores Cantero y Elizalde, aprobada por asentimiento unánime, en virtud de la cual se incorpora una nueva letra l) -pasando la actual letra k) a ser ll)-, que se refiere a la autorización de las comisiones de servicio del alcalde y los concejales fuera del territorio nacional.



		Su letra g), nueva, motivada en una indicación del señor Errázuriz, aprobada por asentimiento unánime, agrega una letra m), que otorga al concejo la facultad de aprobar los convenios que celebre la municipalidad con el gobierno regional correspondiente, como asimismo, los programas de inversión con impacto comunal.



		Su letra h) -antigua f) del Mensaje-, que propone incorporar un inciso tercero al artículo 69, con el objeto de establecer que los concejales pueden emprender iniciativas de decisiones que le incumba adoptar al concejo, exceptuando aquéllas que sólo pueden ser promovidas por el alcalde, fue aprobada por unanimidad, conjuntamente con una indicación aditiva del Ejecutivo, encaminada a aclarar que la exclusión señalada debe entenderse sin desmedro de los casos en que el concejo ejerza atribuciones privativas.



Nº39 (Antiguo 31)



			Este, que incorpora un artículo 69 bis, nuevo, donde se señala que la fiscalización que corresponde al concejo comprende asimismo la posibilidad de evaluar la gestión del alcalde, agregando que las acciones de fiscalización precisan no menos de un tercio de los concejales en ejercicio, fue aprobado por unanimidad; conjuntamente con una indicación del Ejecutivo que sustituye el texto del último párrafo propuesto en el numeral, por una norma en cuya virtud se autoriza al concejo para contratar, por el alcalde y una sola vez al año, una auditoría externa que evalúe la marcha de la gestión municipal.



Nº40 (Nuevo)



			Este número, que corresponde a una indicación del Ejecutivo, aprobada por unanimidad, introduce adecuaciones formales al artículo 71, que trata de las materias y del plazo en que debe pronunciarse el concejo sobre las mismas.



			Conjuntamente con lo anterior, y de acuerdo a una indicación de los señores Leay y González, aprobada por asentimiento unánime, se adecua la redacción de su letra a) al nuevo texto de la ley que se propone.





Nº41 (Antiguo 33)



			Este numeral, que introduce modificaciones al artículo 76, el cual regula lo relacionado con el derecho de los concejales a ser informados sobre el funcionamiento de la corporación, como asimismo las asignaciones que les corresponde percibir por concepto de asistencia a sesiones, fue objeto del siguiente tratamiento:





		Su letra a), que establece el plazo en que el alcalde debe dar respuesta a la solicitud de información formulada por algún concejal, fue aprobada por unanimidad.





		Su letra b), que incorpora dos incisos al artículo, consagrando el derecho de los concejales a obtener el reembolso de los gastos en que incurrieren en el desempeño de los cometidos oficiales, fue aprobada por unanimidad, conjuntamente con una indicación de carácter formal del Ejecutivo al inciso penúltimo propuesto.



Nº42 (Antiguo 34)



			Este, que introduce un inciso final, nuevo, al artículo 77, señalando la sanción pecuniaria que corresponde aplicar en caso de transgredirse la prohibición que contempla este precepto, fue aprobado por unanimidad, conjuntamente con una indicación del señor Errázuriz, que rebaja el monto mínimo de la multa aplicable.



Nº43 (Antiguo 35)



			Este numeral, que incorpora un inciso segundo, nuevo, al artículo 78, relativo al reglamento interno del concejo, fue aprobado por unanimidad, con las siguientes indicaciones:



		1-) De los señores Aguiló, Cantero, Errázuriz y Tuma, aprobada por unanimidad, tendiente a incorporar una adecuación formal al inciso segundo del artículo y a especificar que las comisiones de trabajo contempladas en el reglamento deben estar presididas por un concejal.

		2-) Del señor Tuma, también aprobada por unanimidad, que introduce un inciso final, nuevo, al artículo 78, mencionando el plazo para aprobar el reglamento en cuestión.



Nº44 (Antiguo 36)



			Este, que reemplaza el artículo 80, relativo a la composición de los consejos económicos y sociales, por una norma similar pero que establece que el alcalde no tiene derecho a voto en el consejo, y aumenta el número de consejeros en las comunas más pobladas, fue aprobado por unanimidad.



Nº45 (Antiguo 37)



			Este número, que introduce una adecuación formal al artículo 81, sobre la forma de elección de los miembros del consejo económico y social, fue aprobado por unanimidad, conjuntamente con una indicación de los señores Errázuriz y Tuma, que elimina de dicho artículo el concepto de “organizaciones comunitarias funcionales”.



Nº46 (Nuevo)



			Este numeral obedece a las siguientes indicaciones al artículo 82, que describe distintos tipos de organizaciones:



		1-) De los señores Errázuriz y Tuma, aprobada por unanimidad, tendiente a reemplazar el encabezamiento de este precepto y a suprimir en la letra a) las expresiones “de carácter funcional”.

		2-) Del señor Aguiló, aprobada por simple mayoría de votos (5 contra 3), en cuya virtud se hace extensible el concepto de organizaciones comunitarias a las agrupaciones de mujeres.



Nº47 (Antiguo 38)



			Este, que reduce a un mes el plazo -contado desde la declaración de vacancia- para llamar a nueva inscripción con el objeto de llenar los cargos vacantes a que se refiere el inciso segundo del artículo 89, fue aprobado por unanimidad.



Nº48 (Antiguo 39)



			Este número, que incorpora un artículo 90 bis, nuevo, concerniente a las obligaciones de los consejeros del consejo económico y social, contó con el asentimiento unánime.



Nº49 (Antiguo 40)



			Este numeral, que modifica el artículo 91 de la ley, que trata de las causales de cesación en sus cargos por parte de los consejeros, recibió el siguiente tratamiento por parte de vuestra Comisión:



		Su letra a), que sustituye la letra a) de este artículo, estableciendo que la renuncia al cargo de consejero del consejo económico y social debe ser notificada al presidente de este organismo, fue aprobada por unanimidad. 



		Su letra b), que introduce una adecuación de carácter formal a la letra b) del mencionado artículo, también fue aprobada por asentimiento unánime.



Nº50 (Antiguo 41)



			Este, que fue rechazado por unanimidad y proponía agregar un inciso segundo al artículo 92, que consulta la forma de proveer temporalmente el cargo de un consejero titular que no asistiere a dos o más sesiones, fue objeto de una indicación sustitutiva de los señores Aguiló, Cantero, Errázuriz y Tuma, aprobada por unanimidad, en virtud de la cual se reemplaza el inciso segundo propuesto por una norma que establece la subrogación automática del consejero titular en caso de ausencia.



Nº51 (Nuevo)



			Corresponde a una indicación de los señores Aguiló y Errázuriz, aprobada por asentimiento unánime, que agrega en la letra a) del artículo 93, sobre las funciones del consejo económico y social comunal, la de emitir su opinión acerca del proyecto de presupuesto municipal.





Nº52 (Antiguo 42)



			Este, que sustituye parcialmente el inciso segundo del artículo 95, en términos de consagrar que tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias del consejo económico y social son públicas, fue aprobado por unanimidad, conjuntamente con una indicación al inciso tercero de los señores Aguiló, Cantero, Errázuriz y Tuma, que establece que los acuerdos del consejo económico y social se adoptarán por la mayoría de los consejeros presentes.





Nº53 (Antiguo 43)



			Este numeral, que sustituye el inciso segundo del artículo 96 por una disposición que reglamenta la designación y contratación del secretario ejecutivo del consejo, fue aprobado por simple mayoría de votos (6 contra 1).





Nº54 (Antiguo 49)



			Este número, que modifica el artículo 117, concerniente a los plebiscitos municipales, en orden a enunciar de manera más amplia las materias sobre las que puede versar el plebiscito, fue aprobado por asentimiento unánime.

Nº55 (Antiguo 50)



			Este, que sustituye el inciso primero del artículo 121, en términos de prohibir la convocatoria a plebiscito dentro de los doce meses que preceden a cualquier votación popular en la comuna, ni sobre un mismo asunto más de una vez en el período de cuatro años, fue aprobado por unanimidad.



Nº56 (Antiguo 51)



			Este número, que incorpora un artículo 123 bis, nuevo, donde se consagra la posibilidad de que el alcalde, con acuerdo del concejo, pueda convocar a consultas no vinculantes sobre temas de interés municipal, contó con la aprobación unánime.



Nº57 (Antiguo 52)



			Este numeral, que reemplaza el artículo 130, estableciendo que las corporaciones y fundaciones municipales serán fiscalizadas por la unidad de control en lo referente a los aportes entregados, sin perjuicio de las facultades que le corresponden a la Contraloría General de la República, fue aprobado por unanimidad.



Antiguo 53



			Este, que introducía un título VIII, nuevo, a la ley orgánica constitucional de municipalidades, relativo a la creación del Instituto de Información de Gestión Municipal, como un servicio descentralizado funcionalmente, encargado de recopilar, procesar y difundir antecedentes sobre la gestión de las municipalidades, fue rechazado por unanimidad.



			En su reemplazo, el Ejecutivo propuso los siguientes artículos nuevos del proyecto en informe, que fueron aprobados por los quórum de votación que se señalan para cada caso:



ARTICULO 2º



			Se entrega a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (SUBDERE) tal función relacionada con el quehacer de los municipios, particularmente lo que dice atingencia con los aspectos financieros y presupuestarios, administrativos de personal y prestación  de servicios.  Esta norma fue aprobada por asentimiento unánime. 



ARTÍCULO 3º 



			Esta nueva norma, que señala las atribuciones que se confieren a la SUBDERE para los propósitos mencionados, como asimismo se la faculta para contratar personal para fines específicos, sin perjuicio de los funcionarios especializados de otras reparticiones públicas que pueda requerir en comisiones de servicio, fue aprobada en su totalidad por asentimiento unánime.



ARTÍCULO 4º



			El inciso primero de esta nueva disposición, aprobado por unanimidad, obliga a los municipios a entregar aquella información solicitada por la Subsecretaría en mención; en tanto que su inciso segundo, aprobado por simple mayoría de votos (9 contra 4), establece un aliciente para que las municipalidades den satisfacción oportuna a tales requerimientos, en la medida que establece que esa circunstancia será considerada en el factor que indica en la distribución del fondo común municipal.



ARTÍCULO 5º



			Este nuevo precepto, aprobado por simple mayoría de votos (8 a favor y 3 abstenciones), crea la División de Municipalidades en la SUBDERE, conjuntamente con un cargo directivo grado 3 y otro grado 4 en la planta de la misma.







ARTÍCULOS TRANSITORIOS





ARTÍCULO TRANSITORIO DEL MENSAJE:





			Esta norma, que aborda la situación de aquellos funcionarios directivos en actual desempeño en los municipios, que no postularen a los concursos que establecía el artículo 40 de la ley, propuesto por el numeral 19 letra b), o que participando en ellos no resultaren seleccionados, fue rechazado por asentimiento unánime, teniendo en consideración la suerte corrida por la letra del referido numeral, según se explicara en su oportunidad.



ARTÍCULO 1º (Antiguo 2º permanente del Mensaje):



			Esta disposición, que faculta al Presidente de la República para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica constitucional que nos ocupa, fue aprobado por unanimidad.



ARTÍCULO 2º



			Como tal fue aprobada, por asentimiento unánime, una indicación del Ejecutivo, que otorga un plazo de seis meses para que se proceda a la dictación del reglamento establecido en el nuevo artículo 58 bis de la ley en referencia.





ARTÍCULO 3º



			Esta norma, aprobada por unanimidad, responde a una indicación del Ejecutivo, que señala el financiamiento, durante el año en curso, del mayor gasto que irrogará la creación de aquellos cargos señalados en el artículo 5º de este proyecto de ley.



ARTÍCULO 4º



			Esta disposición, aprobada por asentimiento unánime, responde asimismo a una indicación del Ejecutivo, por la cual se delega en el Presidente de la República la facultad de fijar la nueva planta de la SUBDERE, en razón de la nueva División que se crea en ella.



V.	ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARACTER 	ORGANICO CONSTITUCIONAL O DE QUORUM CALIFICADO







			Vuestra Comisión estimó que se encuentran en la primera de las situaciones señaladas bajo este epígrafe, las siguientes disposiciones de la ley en informe:





A)     El Artículo 1º, en sus números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 12, 13, 14, 15, 16, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 44, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56 y 57.



B)     El artículo 4º.







VI.	ARTICULOS DEL TEXTO APROBADO POR LA COMISION QUE 	DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISION DE HACIENDA







			Del mismo modo, resolvió que debían ser considerados por la señalada Comisión los numerales 24, 39, 41 y 53 del artículo 1º del texto aprobado, además de sus artículos 3º, 4º y 5º permanentes, y 3º y 4º transitorios.



VII.	ARTICULOS E INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISION







			De conformidad con lo preceptuado en el artículo 287 Nº7 del Reglamento de la Corporación, pasan a consignarse aquellos artículos, numerales e indicaciones que se encuentran en esta situación, haciendo mención al artículo pertinente de la ley orgánica constitucional de municipalidades.





Al Artículo 1º



			a) Del señor Bayo, por unanimidad, para agregar el siguiente inciso tercero a este artículo:  “Las municipalidades procurarán su finalidad por sí mismas o a través de terceros”.



			b) De los señores Cantero, Leay y Silva, por el mismo quórum de votación, para incorporarle los siguientes incisos tercero y cuarto:



			“Las municipalidades procurarán su finalidad por sí mismas o a través de terceros, mediante el cumplimiento de funciones privativas, esto es, exclusivas y excluyentes y por las denominadas compartidas.



			En el ejercicio de las funciones de administrar las comunas se comprenden las atribuciones de gobierno para los efectos de fijar políticas, planificar, establecer prioridades de desarrollo e inversión y evaluar y controlar su cumplimiento”.

			c) De los señores Cantero, Elizalde, Errázuriz, Leay y Silva, por asentimiento unánime, que tenía por objeto agregar los siguientes incisos tercero y cuarto al mencionado artículo:



			“Las municipalidades procurarán su finalidad por sí mismas o a través de terceros, mediante el cumplimiento de funciones privativas, esto es, exclusivas y excluyentes, y por las denominadas compartidas que comprenderán todas las necesarias e indispensables para administrar sus comunas y dar cabal cumplimiento a la finalidad encomendada por la Constitución Política de la República.



			En el ejercicio de las funciones de administrar las comunas se comprenden las atribuciones de gobierno para los efectos de fijar políticas, planificar, establecer prioridades de desarrollo e inversión y evaluar y controlar su cumplimiento”.



Al Artículo 2º



			a) Del señor Tuma, por asentimiento unánime, y que estaba encaminada a sustituir la frase “un consejo económico y social” por las expresiones “los consejos sociales”.



			b) De los señores Correa de la Cerda y Elizalde, por simple mayoría de votos (7 contra 2), tendiente a sustituir dicho precepto por el siguiente:



			“Artículo 2º.- Las municipalidades estarán constituidas por el alcalde, que será su máxima autoridad, por el concejo municipal y un consejo económico y social comunal”.



Al Artículo 3º



			a.- Del señor Elizalde, por simple mayoría de votos (8 contra 1 y 4 abstenciones), y que proponía incluir el siguiente inciso primero en este artículo:  “Las municipalidades procurarán su finalidad por sí mismas o a través de terceros, mediante el cumplimiento de funciones privativas, esto es, exclusivas y excluyentes”.



			b.- Del señor Longton, por simple mayoría de votos (5 contra 1 y cuatro abstenciones), para agregar en la letra a) de este artículo, después de la palabra “leyes” la siguiente frase: “sin perjuicio de las normas que dicten las municipalidades, en uso de sus atribuciones legales”; y suprimir en la misma letra las expresiones “y las normas técnicas de carácter general”.



			c.- Del señor Elizalde, por simple mayoría de votos (9 contra 2), que tenía por propósito eliminar en sus letras a) y b) la frase “y las normas técnicas de carácter general que dicte el ministerio respectivo”.



			d.- Del señor Elizalde, por simple mayoría de votos (5 contra 3 y 3 abstenciones), para agregar la siguiente letra g): “g) Priorizar los programas sociales financiados por el Estado, para ser realizados en la comuna”.



			e.- Del señor Leay, por simple mayoría de votos (6 contra 2 y 3 abstenciones), con el fin de agregar el siguiente inciso final: “Las normas legales aludidas en el presente artículo, letras a), b) y c), dicen relación a disposiciones regulatorias que enmarquen las actividades respectivas, acorde a lo dispuesto en la Constitución Política de la República. Asimismo, tendrán el carácter de normas técnicas sólo aquéllas de general aplicación, a los sectores público y privado, que se encuadren dentro de los marcos constitucionales y legales vigentes”.





Al Artículo 4º



			Del señor Elizalde, por simple mayoría de votos (7 contra 3 y una abstención), que incorporaba el siguiente inciso primero, nuevo, a este artículo:  “Las municipalidades podrán también realizar funciones compartidas que comprenderán todas las necesarias e indispensables para administrar su comuna y dar cabal cumplimiento a la finalidad encomendada por la Constitución Política de la República”.



Al Artículo 5º



	a.- De los señores Balbontín, Elizalde, Encina, Leay y Sabag, por simple mayoría de votos (4 contra 1 y 3 abstenciones), para reemplazar la primera parte de su letra c), hasta el punto seguido, por la siguiente oración: “Administrar los bienes municipales y los nacionales de uso público existentes en la comuna excluido el mar adyacente, las aguas y los caminos públicos nacionales y regionales”. 



	b.- De los mismos señores Diputados, por simple mayoría de votos (3 contra 2 y 2 abstenciones), con el objeto de intercalar en el citado artículo, como inciso penúltimo, el siguiente: “No obstante una ley común no podrá limitar, condicionar ni afectar el ejercicio de las atribuciones, funciones y facultades que la presente ley, con carácter orgánico constitucional, otorga a las municipalidades. Asimismo, no podrá imponerle nuevas funciones y tareas sin el respectivo financiamiento”. 





Al Artículo 5º B) (Nuevo)





	De los señores Balbontín y Elizalde, por simple mayoría de votos (5 contra 3 y una abstención), que proponía incorporar el siguiente inciso final a este artículo:  “Un reglamento del Presidente de la República fijará la forma y tiempo de puesta en marcha de los instrumentos enunciados”.





Al Artículo 6º



	Del señor Tuma, por asentimiento unánime, que proponía agregar al final del inciso sexto de este artículo, a continuación de la expresión “contratación directa”, la frase “cuyas ofertas deben ser conocidas y aprobadas por el concejo”.



Al Artículo 14



			- Del señor Ulloa, por simple mayoría de votos (6 contra 1 y 2 abstenciones), tendiente a eliminarlo.





Al Artículo 16 bis (Nuevo)





			a.- El numeral 7 del Mensaje, conjuntamente con una indicación aditiva del Ejecutivo, por simple mayoría de votos (5 contra 4), que proponía incorporar un artículo 16 bis del siguiente tenor: 



			“Artículo 16 bis.- Los alcaldes podrán fijar y modificar la organización interna de la municipalidad, asignando el personal necesario y fijando sus dependencias y sus atribuciones y obligaciones. Asimismo, las unidades que se señalan en los artículos siguientes podrán ejercer, además de las funciones descritas para cada una de ellas, todas las que sean necesarias para la consecución de sus fines.



			En las municipalidades cuyas necesidades lo hagan aconsejable, la estructura orgánica podrá considerar la subdivisión de las funciones asignadas a una unidad en dos o más de índole específica”.





			b.- Del señor Errázuriz, por simple mayoría de votos (5 contra 4), para agregar a continuación del primer punto seguido del artículo 16 bis propuesto lo siguiente: “Cualquier traslado requerirá acuerdo del respectivo funcionario”.



			c.- También del señor Errázuriz, por simple mayoría de votos (5 contra 4), tendiente a agregar el siguiente inciso segundo al artículo 16 bis propuesto: “ En ningún caso la modificación de la organización interna podrá afectar la estabilidad del empleo de los funcionarios ni asignar funciones que signifiquen un menoscabo en cuanto a la dignidad ni a la remuneración  de los funcionarios reasignados”.



			d.- Del señor Balbontín, por simple mayoría de votos (5 contra 4), para incorporar la siguiente frase al mencionado artículo propuesto: “De acuerdo con las disposiciones de la presente ley”.



			e.- Del señor Elizalde, por simple mayoría de votos (5 contra 4), con el objeto de agregar en el artículo 16 bis, a continuación del vocablo “municipalidad”, la frase “con acuerdo del concejo”.



			f.- De los señores Elizalde y Tuma, por simple mayoría de votos (5 contra 4), para incorporar, a continuación del término “obligaciones”, la frase “de acuerdo a lo establecido en los incisos anteriores”. 



Al Artículo 17



			- El numeral 8 del Mensaje, por unanimidad, que proponía sustituir el encabezamiento de este artículo por el siguiente:  “La Secretaría Municipal estará a cargo de un secretario municipal, que tendrá las siguientes funciones:”



Al Artículo 18



			- Del Ejecutivo, por simple mayoría de votos (6 contra 5), encaminada a incorporar una letra g) al artículo 18, del siguiente tenor: “g).- Elaborar y promover una política local de igualdad de oportunidades para hombres, mujeres y jóvenes”.



Al Artículo 19



			El numeral 10 letra d) del Mensaje, por unanimidad, que proponía agregar una letra d) a este artículo del siguiente tenor:



			“d) Elaborar y promover una política local de igualdad de oportunidades y de equidad de género”.





Al Artículo 19 bis (Nuevo)



			a.- El numeral 11 del Mensaje, por simple mayoría de votos, (7 contra 4 y una abstención), que proponía el siguiente artículo 19 bis:



			“Artículo 19 bis.- La unidad de servicios municipales estará encargada de las siguientes funciones:



			a) Asesorar al alcalde y al concejo en la formulación de las políticas de prestación de servicios municipales;



			b) Proponer, y ejecutar cuando corresponda, medidas tendientes a materializar acciones relacionadas con salud pública, protección del medio ambiente, educación y cultura, capacitación laboral, deporte y recreación, promoción del empleo, fomento productivo local y turismo, y



			c) Supervisar, con la unidad de administración de personal y finanzas, y bajo la coordinación del administrador municipal, cuando corresponda, el manejo de los recursos humanos y financieros incorporados a la gestión municipal”.







			b.- Del Ejecutivo, por simple mayoría de votos (7 contra 4 y una abstención), del siguiente tenor:





			“Suprímanse en la letra b) del artículo 19 bis, propuesto por el numeral 11, las expresiones “salud pública”, y “educación y”, como asimismo su letra c), sustituyendo la coma (,) y la conjunción “y” de la letra b) por un punto final (.), y reemplazando el punto y coma (;) de la letra a) por la conjunción “y” “.



Al Artículo 20



			a) Del Ejecutivo, por simple mayoría de votos (6 en contra y 2 abstenciones), que proponía suprimir la letra a) de este artículo y reemplazar en la letra f) del mismo las expresiones “proponer y ejecutar” por la palabra “ejecutar”.

			b) El numeral 12, por unanimidad, que proponía incluir el siguiente inciso segundo a este artículo:



			“La jefatura de esta unidad se proveerá mediante concurso público cada seis años y quien la ejerza deberá poseer indistintamente el título de arquitecto, de ingeniero civil o de constructor civil.  Su nombramiento deberá ser aprobado por el concejo y sólo podrá ser removido con acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, sin perjuicio de las causales de cesación de funciones aplicables a los funcionarios municipales de acuerdo con su respectivo estatuto.”



			c) Del señor Errázuriz, por simple mayoría de votos (5 contra 4), que tenía por finalidad agregar un inciso final a este artículo, consistente en la transcripción del artículo 118 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que trata del plazo con que cuenta la dirección de obras municipales para pronunciarse sobre los permisos de viviendas.



			d) De los señores Leay y Ulloa, por simple mayoría de votos (6 contra 3), y que tenía por objeto agregar el siguiente inciso último, nuevo, al mencionado artículo:  “Lo anterior será válido para las vacantes que se produjeran a partir de la publicación de esta ley”.



Al Artículo 23



			El numeral 13 del Mensaje, por unanimidad, que intercalaba en su encabezamiento las palabras “de personal” entre el sustantivo “administración” y la conjunción “y” que la sigue.



Al Artículo 26



			a.- Del señor Leay, por simple mayoría de votos (6 contra 5), encaminada a sustituir la oración que viene a continuación del punto seguido del inciso segundo  propuesto por el numeral 16, por el texto que sigue: “El cargo se proveerá por concurso público, dependerá directamente del alcalde y se le aplicarán las causales de cesación de funciones aplicables al personal municipal”.



			b.- Del señor Errázuriz, por simple mayoría de votos (7 contra 4), para sustituir, en el inciso final del numeral 16, las palabras “cuatro años” por las expresiones “un año”.



Al Artículo 26 bis (Nuevo)



			a) Del señor Errázuriz, por simple mayoría de votos (3 contra 1 y una abstención), y que tenía por finalidad suprimir en la letra e) la expresión “y fomentando las actividades de capacitación funcionaria para la gestión”; como asimismo eliminar la letra f) de este artículo.



			b) De los señores Leay, Longueira y Ulloa, por simple mayoría de votos (4 contra 1), que tenía por objeto agregar una letra j), nueva, al citado artículo, del siguiente tenor:



			“j) Deberá elaborar un informe trimestral a los miembros del concejo comunal, sobre todas las actividades desarrolladas y descritas en las letras precedentes del presente artículo”.



			c) Del señor Errázuriz, por simple mayoría de votos (3 contra 1 y una abstención), que proponía agregar el siguiente inciso final a esta norma:  “El administrador municipal, en ningún caso formará parte de la Junta Calificadora ni de la Comisión que resuelva los concursos para ocupar cargos en la municiplidad”.



			d) Del señor Elizalde, por simple mayoría de votos (5 contra 1), que incorporaba el siguiente inciso final, nuevo, a este artículo:  “El administrador municipal estará sujeto a la fiscalización de sus actos por la unidad de control, la que deberá representar al alcalde y al concejo los actos que estime ilegales”.



Al Artículo 34



			Del señor Errázuriz, por unanimidad, para sustituir el inciso segundo de este artículo por el siguiente: “Para los efectos anteriores, se entenderá que son funcionarios municipales las personas que integren las plantas de personal de las municipalidades”.





Al Artículo 37 bis (Nuevo)



			El numeral 18 del Mensaje, por simple mayoría de votos (5 a favor y 2 abstenciones), encaminado a intercalar un artículo 37 bis, nuevo, del siguiente tenor:

			“Artículo 37 bis.-  Dos o más municipalidades podrán convenir la utilización conjunta de los servicios de un mismo funcionario para el desempeño del mismo tipo de funciones en todas ellas.  Si se tratare de un funcionario de planta, sólo podrá tener tal calidad en una de ellas.



			La remuneración total a percibir por dicho funcionario será la establecida en el respectivo convenio, sin que su monto pueda ser inferior al que le corresponda en la municipalidad a que pertenezca, en caso de ser de planta, ni superior a la suma de las remuneraciones asignadas a esas funciones en todas las municipalidades concernidas”.



Artículo 40



			a.- El numeral 19 del Mensaje, que modificaba este artículo de la siguiente forma:



			“a) Sustitúyanse las palabras “el cargo” por las expresiones “los cargos de administrador municipal”:  por simple mayoría de votos (5 contra 4).



			“b) Incorpóranse como incisos segundo y tercero, nuevos, los siguientes:



			“Los siguientes cargos de la planta directiva de cada municipalidad serán provistos mediante concurso público de antecedentes:  Director de Obras Municipales, Jefe de la Unidad de Control Municipal, Jefe de Administración y Finanzas, Director de Aseo y Ornato, Director de Tránsito y Transporte Público, Director de Servicios Municipales y Secretaría Municipal.  Para este efecto se conformará una comisión calificadora de concursos, la que estará integrada por los tres funcionarios directivos de mayor antigüedad de la respectiva municipalidad.  El alcalde resolverá el concurso sobre la base de la propuesta que le presente dicha comisión, de entre los tres primeros puntajes obtenidos por los candidatos, sin perjuicio de la previa aprobación del concejo en los casos previstos en la presente ley.



			El nombramiento de los directivos tendrá una vigencia de seis años, al término de los cuales se deberá efectuar un nuevo concurso, pudiendo postular al mismo el respectivo directivo en ejercicio”:  por simple mayoría de votos (7 contra 4 y una abstención).



			Conjuntamente con este numeral del Mensaje, las siguientes indicaciones:



			b.- A su letra a), del señor Ulloa, por simple mayoría de votos (5 contra 1 y 3 abstenciones), para eliminar las expresiones “de salud y educación y demás incorporadas a su gestión”, después de los vocablos “asesoría jurídica”.



			c.- Del Ejecutivo, por unanimidad, encaminada a incorporar los siguientes incisos nuevos a este artículo:



			“El ingreso en calidad de titular a los cargos de jefe de la unidad de control, jefe de la unidad de administración de personal y finanzas, jefe de la unidad de aseo y ornato, jefe de la unidad de tránsito y transporte público, jefe de la unidad de servicios municipales y secretario municipal, se hará por concurso interno limitado a los funcionarios de la municipalidad que cumplan con los requisitos correspondientes.  A estos cargos no se accederá por ascenso.

			El concurso deberá ser declarado desierto por falta de postulantes idóneos, entendiéndose que existe tal circunstancia cuando ninguno alcance el puntaje mínimo definido para el respectivo concurso o no reúnan los requisitos respectivos, procediéndose en ese caso a proveer los cargos mediante concurso público.



			Para los efectos señalados en los incisos precedentes se conformará una Comisión Calificadora de Concursos, la que estará integrada preferentemente por los tres funcionarios directivos de mayor antigüedad en la respectiva municipalidad, pudiendo considerarse, para completar su composición, jefaturas y profesionales.  El nombramiento deberá recaer en el candidato que obtuviere el primer lugar en la selección efectuada por la citada comisión.



			Los postulantes a un concurso tendrán derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República en los términos previstos en el artículo 156 de la Ley Nº 18.883”.



			d.- De los señores Balbontín, Elizalde y Tuma, por unani-midad, tendiente a incluir el cargo de jefe de obras municipales en el inciso segundo propuesto por la indicación precedente, esto es, dentro de aquellos que se proveen por concurso interno.



Al Artículo 44



			El numeral 20 del Mensaje, de acuerdo al siguiente desglose:

			a.- Por simple mayoría de votos (10 contra 2 y una abstención), en la parte del numeral que proponía conferir facultades fiscalizadoras sobre las municipalidades al administrador municipal.



			b.- También por simple mayoría de votos (7 contra 6), en lo que rerspecta a las facultades fiscalizadoras que se otorgaban en el proyecto al consejo económico y social comunal.



Al Artículo 48



			De los señores Aguiló, Alvarado, Balbontín, Dupré, Elizalde, Errázuriz, Hamuy, Tuma y Zambrano, por unanimidad, que tenía por objeto sustituir el punto final de este artículo por una coma, agregando la siguiente frase: “para que se pronuncie sobre el ejercicio de la acción que contempla el artículo 53”.



Al Artículo 53



			a.- El segundo párrafo de la letra d) del numeral 23 del Mensaje,  por simple mayoría de votos (7 contra 1 y una abstención), que proponía reemplazar el inciso segundo de este artículo por el siguiente: “Las causales establecidas en las letras b) y c) serán declaradas por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de a lo menos dos concejales de la correspondiente municipalidad, salvo tratándose del caso previsto en el inciso tercero del artículo 58, en que la remoción sólo podrá promoverla el concejo, observándose en todo caso el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley Nº 18.593”.



			b.- De los señores Aguiló, Balbontín, Dupré, Elizalde, Errázuriz, Hamuy, Tuma y Zambrano, por unanimidad, y que tenía por objeto sustituir el inciso tercero de este artículo propuesto por el Mensaje, por el siguiente: “Las causales establecidas en las letras b) y c) serán declaradas por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de a lo menos dos concejales de la respectiva municipalidad, conforme al procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley 18.593, siempre que previamente el concejo hubiere aprobado su concurrencia”.



			c.- Del señor Cantero, por simple mayoría de votos (7 contra 1 y una abstención), que proponía reemplazar la expresión “a requerimiento de a lo menos dos concejales”, del inciso segundo de la letra d) del Mensaje, por la frase “a requerimiento de uno o más concejales”.



Al Artículo 55



			a.- La letra b) del numeral 24 del Mensaje, que proponía la sustitución del inciso cuarto del artículo 55 por dos párrafos. El primero de ellos, fue rechazado por simple mayoría de votos (6 contra 3 y 2 abstenciones), y decía así: “En caso de vacancia del cargo de alcalde, el concejo procederá a elegir a un nuevo alcalde que complete el período de cuatro años, de entre sus miembros y por mayoría absoluta de los concejales en ejercicio. Esta elección deberá efectuarse en sesión especialmente convocada al efecto en los términos prescritos por el inciso final del presente artículo. De no reunirse en ella la mayoría absoluta por ninguno de los candidatos propuestos, se repetirá la votación, circunscrita sólo a los dos concejales que hubieren obtenido las dos más altas mayorías en la primera votación. En caso de empate en la segunda votación, será ungido como alcalde aquél de los candidatos que hubiere obtenido mayor número de preferencias ciudadanas en la respectiva elección de concejales. Igual norma se aplicará para determinar las dos primeras mayorías relativas en el evento de producirse empates en la primera votación”.



			b.-Del señor Leay, por simple mayoría de votos (6 contra 3 y 2 abstenciones), encaminada a sustituir el inciso primero de la letra b) del artículo 55 por la siguiente disposición: “En caso de vacancia del cargo de alcalde, será elegido alcalde el concejal que haya obtenido la segunda mayoría de las preferencias ciudadanas en la respectiva elección de concejales”.



Al Artículo 56



			La letra d) del numeral 25 del Mensaje, por simple mayoría de votos (7 contra 3), y que tenía por finalidad intercalar en la letra m) de este artículo la frase “sólo con derecho a voz”.



Al Artículo 58



			De los señores Espina, Leay, Longueira y Ulloa, por simple mayoría de votos (6 contra 5), que agregaba el siguiente inciso segundo a la letra g) de este artículo: “Los aportes y subvenciones para el cumplimiento de las funciones indicadas en las letras ll) y m) del artículo 4 de esta ley, deberán ser acordados por los dos tercios de los concejales en ejercicio”.



Al Artículo 59



			a.- Por unanimidad, la primera parte del encabezamiento propuesto en el numeral 27 del Mensaje respecto de este artículo, que decía lo siguiente: “El alcalde deberá dar cuenta pública de su gestión anual y de la del concejo al consejo económico y social comunal, a más tardar en el mes de abril de cada año”.



			b.- De los señores Aguiló, Errázuriz, Martínez, Munizaga y Silva, por unanimidad, que eliminaba del inciso primero de esta norma la expresión “y de la del concejo”.



			c.- Del señor Elizalde, por simple mayoría de votos (5 contra 2), que tenía por objeto incorporar el siguiente inciso segundo: “En el mismo acto y/o fecha los concejales podrán entregar su propia cuenta individual y/o colectivamente, en conformidad a la pauta mencionada”.



			d.- El inciso segundo de este artículo, propuesto en el Mensaje, por simple mayoría de votos (7 contra 2), y cuyo texto rezaba así: “Un extracto de la cuenta del alcalde y del concejo deberá ser publicado en un diario o periódico de circulación a lo menos provincial, conteniendo una síntesis del informe evaluativo que de la misma efectúe el consejo económico y social comunal”.



Al Artículo 65



			Del señor Errázuriz, por simple mayoría de votos (5 contra 1 y 2 abstenciones), tendiente a intercalar en el inciso primero de este artículo, a continuación de la palabra “municipalidad”, la frase “o en cualquier corporación municipal u organización comunitaria territorial o funcional”.





Al Artículo 67



			Del señor Navarro, por simple mayoría de votos (4 contra 1), que tenía por finalidad sustituir la frase “de cualquier concejal” de este artículo, por la frase “de a lo menos un tercio de los concejales”.





Al Artículo 69



			a.- La letra d) del numeral 30 del Mensaje, por unanimidad, que incorporaba una nueva letra i) al inciso primero de este artículo, cuyo texto literal era el siguiente:  “i) Designar a dos de sus miembros como integrantes del directorio de cada corporación o fundación en que tenga participación la municipalidad, cualquiera sea el carácter de la misma”.



			b.- De los señores Alvarado, Balbontín, Dupré, Elizalde, Hamuy, Tuma y Zambrano, por unanimidad, que tenía por objeto reemplazar el texto de la letra e) del citado artículo, por el siguiente:  “e)Pronunciarse respecto de los motivos de renuncia o cesación a los cargos de alcalde y de concejal”.



Al Artículo 71



			Del señor Errázuriz, por simple mayoría de votos (4 contra 2), tendiente a sustituir en la letra a) de este artículo las expresiones “15 de diciembre inclusive” por “6 de diciembre inclusive”.





Al Artículo 76



			- Del señor Elizalde, por simple mayoría de votos (6 contra 5), para agregar en el inciso quinto, entre los vocablos “dentro” y “del país”, la expresión “y fuera”.



Al Artículo 78



			Del señor Elizalde, por simple mayoría de votos (5 contra 3), que tenía por propósito sustituir esta norma por la siguiente: 



			“Artículo 78.-  El concejo determinará en un reglamento interno las demás normas necesarias para su funcionamiento, entre las cuales se establecerán especialmente aquellas que regulen las audiencias.



			Para su funcionamiento existirá una comisión por cada función privativa o compartida definidas en los artículos 2º y 3º. Cada comisión será presidida por un concejal y estará compuesta por un número similar al de los concejales, y por miembros del Consejo Económico y Social.



			Las conclusiones o acuerdos emitidos por las comisiones señaladas en el inciso precedente, deberán ser puestos en conocimiento del alcalde y del concejo.



			Las comisiones de trabajo están destinadas a asesorar al concejo en el estudio de las materias que le son propias. A ellas podrá invitarse a vecinos destacados en la comuna, funcionarios u otras personas cuya opinión la comisión considere de interés”.

Al Artículo 92



			El numeral 41 del Mensaje, por unanimidad, que proponía agregar el siguiente inciso segundo a este artículo: “Si el consejero titular no acudiere a dos o más sesiones consecutivas, será reemplazado temporalmente por el respectivo suplente”.



Al Artículo 96 bis (Nuevo)



			Del señor Aguiló, por simple mayoría de votos (5 contra 2), con la finalidad de agregar el siguiente artículo 96 bis, nuevo:



			“Artículo 96 bis.- A fin de promover y asegurar una participación real e informada de toda la comunidad en la administración comunal y en especial en el consejo económico y social comunal, constituye una especial obligación del municipio elaborar y ejecutar planes de capacitación al efecto, dirigidos especialmente a las organizaciones señaladas en el artículo 82 y a sus dirigentes.



			Para la elaboración de estos planes de capacitación deberá oírse previamente al concejo economico y social comunal”.





Título Nuevo (Numeral 53 del Mensaje)



			Por unanimidad, y que tenía por objeto agregar el siguiente Título VIII, nuevo, a la ley orgánica constitucional:



“TITULO VIII



DEL INSTITUTO DE INFORMACION DE GESTION MUNICIPAL



			Artículo 135 a).- Créase el Instituto de Información de Gestión Municipal como un servicio público descentralizado funcionalmente, cuyo objeto será recoger, procesar y difundir información relacionada con el quehacer de las municipalidades, especialmente en lo relativo a su gestión financiera.  Se vinculará con el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior para los efectos previstos en el inciso tercero del artículo 26 de la Ley Nº 18.575.



			Artículo 135 b).- Para el cumplimiento de los objetivos contemplados en el artículo anterior, el Instituto tendrá la siguientes funciones:



			a) Recoger información de las distintas municipalidades, sistematizándola y clasificándola en términos de hacerla accesible a las propias municipalidades y a cualquier interesado;



			b) Difundir periódicamente la información que procese;



			c) Diseñar índices de gestión municipal y ponerlos a disposición de los órganos evaluadores correspondientes;



			d) Facilitar los contactos y vinculaciones de las municipalidades con organismos técnicos y financieros, nacionales o internacionales, y



			e) Atender las solicitudes de información y asesoría técnica que le presenten las municipalidades respecto de las materias señaladas en las letras anteriores.



			El Instituto podrá solicitar el concurso profesional especializado de instituciones o servicios que tengan atingencia con asuntos municipales o locales.





			Artículo 135 c).- La dirección superior del Instituto estará a cargo de un consejo compuesto por nueve miembros, los que durarán seis años en sus cargos, pudiendo prorrogarse por una sola vez su mandato, y serán designados de la siguiente forma:



			a) Cinco por el Presidente de la República a propuesta de la asociación de municipalidades de más amplia representatividad en el país.  De estos miembros, a lo menos tres deberán ser ex-concejales o ex-alcaldes.



			b) Cuatro por el Presidente de la República con aprobación del Senado, elegidos por éste en una única votación y sobre la base de la propuesta que le someta el propio Presidente de la República.



			Corresponderá al consejo:



			a) Ejercer las atribuciones y cumplir o hacer cumplir las funciones enunciadas en el artículo 135 b) de esta ley y las demás que requiera el cumplimiento del objeto del Instituto;



			b) Aprobar el programa anual de acción y el proyecto de presupuesto del Instituto y sus modificaciones;



			c) Delegar parte de sus funciones y atribuciones en el director ejecutivo, en los demás funcionarios del Instituto y, para efectos específicos, en comités que al efecto constituya con consejeros, funcionarios o incluso personas ajenas al servicio;



			d) Aprobar la organización interna del Instituto y sus modificaciones;



			e) Designar al personal directivo, y



			f) Adoptar todos los acuerdos que sean necesarios para el buen funcionamiento del servicio.





			Artículo 135 d).- La administración del Instituto corresponderá al director ejecutivo, quien será el jefe superior del servicio y tendrá su representación legal, judicial y extrajudicial.  El cargo de director ejecutivo será de la exclusiva confianza del consejo.



			Corresponderá al director ejecutivo:



			a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del consejo, y realizar los actos y funciones que éste le encomiende o delegue en el ejercicio de sus atribuciones;



			b) Proponer al consejo el programa anual de acción del Instituto, así como cualesquiera otras materias que requieran de su estudio o resolución;



			c) Preparar el proyecto de presupuesto del Instituto para someterlo al consejo, ejecutar el que definitivamente se apruebe y proponer las modificaciones que se requieran durante su ejecución;



			d) Proponer al consejo la organización interna del Instituto y sus modificaciones, sancionando mediante resolución los acuerdos que aquél adopte relativos a la creación de unidades o grupos de trabajo para el mejor cumplimiento de las funciones del Instituto;



			e) Dirigir técnica y administrativamente el Instituto, sujetán-dose a los acuerdos e instrucciones que al efecto adopte el consejo;



			f) Asistir, con derecho a voz, a las sesiones del consejo y adoptar las providencias y medidas que requiera su funcionamiento;



			g) Informar periódicamente al consejo acerca de la marcha de la institución y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones;



			h) Sin perjuicio de las facultades del consejo, designar y contratar personal, asignarle funciones y poner término a sus servicios, dando cuenta de todo ello al consejo;



			i) Adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes, y ejecutar o celebrar cualquier acto o contrato tendiente directa o indirectamente al cumplimiento del objeto y funciones del Instituto, sujetándose a los acuerdos e instrucciones del consejo;



			j) Delegar parte de sus funciones y atribuciones en funcionarios del Instituto, y



			k) En general, dictar las resoluciones y ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del Instituto.





			Artículo 135 e).- La planta de personal del Instituto será establecida por ley.





			Artículo 135 f).- El patrimonio del Instituto estará formado por:

			a) Los aportes que anualmente le otorgue la Ley de Presupuestos de la Nación;



			b) Los bienes muebles e inmuebles que adquiera a cualquier título;



			c) Los ingresos que perciba por la venta de sus publicaciones;



			d) Los aportes que le hagan las municipalidades, y



			e) Las herencias, legados o donaciones de que sea beneficiario.



			Las donaciones que se efectúen al Instituto estarán exentas de impuestos y del trámite de insinuación judicial”.





Artículo Transitorio del Mensaje



			El siguiente artículo transitorio del Mensaje, por unanimidad:



			“Artículo transitorio.-  Los funcionarios directivos de las municipalidades cuyos cargos, como consecuencia de lo dispuesto en el artículo 40 de esta ley, deberán ser provistos mediante concurso público de antecedentes y tendrán una duración de 6 años, podrán continuar en su desempeño hasta la fecha que se indica, según el tiempo cumplido en los mismos, cesando en ellos a contar del día siguiente:



			- Directivos con más de 10 años en el cargo, hasta el 31 de diciembre de 1996.



			- Directivos con más de 5 años y hasta 10 años en el cargo, hasta el 31 de diciembre de 1997.



			- Directivos con hasta 5 años en el cargo, hasta el 31 de diciembre de 1998.



			Si los funcionarios directivos no postularen a los concursos o participando en ellos no fueren seleccionados, tendrán derecho a recibir, con cargo al presupuesto de la respectiva municipalidad, una indemnización equivalente a un mes de la última remuneración por cada año de servicio en la administración del Estado con un tope de 11 meses, la que será compatible con el desahucio cuando corresponda, y la jubilación en su caso”.





VIII.-	INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES





Al Artículo 4º



			1.- De los señores Balbontín, Elizalde, Sabag, Silva y Zambrano, para agregarle la siguiente letra m), nueva:



			“m) La promoción de políticas y acciones de fortalecimiento de la familia”.



			2.- Del señor Errázuriz, para agregarle la siguiente letra n), nueva:

			“n) La defensa judicial de las víctimas de delitos contra las personas o contra la propiedad cuando la Corporación de Asistencia Judicial haya asumido la defensa del hechor”.



			3.- de los señores Elizalde, Espina, Leay, Longueira y Ulloa, para agregarle las siguientes letras nuevas:



			“) La defensa judicial de las personas víctimas de los delitos de lesiones, violación o abusos deshonestos, robo, hurto o secuestro, o tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas a que se refiere la ley Nº19.366, con excepción del delito tipificado en su artículo 12, y de los parientes o cónyuge de la víctima del delito de homicidio, cuando así se la hubiere requerido”.



			“) La ejecución de acciones sociales y culturales que no tengan carácter policial destinadas a educar a la población en materias de seguridad ciudadana, así como a colaboradores con las Fuerzas de Orden y Seguridad Públicas, en tales materias”.



			4.- De los señores Balbontín, Elizalde, Silva y Zambrano, para agregar la siguiente letra nueva:

			“) La promoción y el desarrollo integral de la población juvenil de la comuna”.



Al Artículo 5º



	1. De los señores Elizalde, González, Sabag, Silva, Tuma y Zambrano, para reemplazar su letra i) por la siguiente:



	“i) Constituir corporaciones o fundaciones de derecho privado, sin fines de lucro, destinadas a la promoción y difusión del arte, de la cultura y del deporte, o la construcción, conservación o mejoramiento de edificaciones o instalaciones comunitarias, caminos públicos u otros bienes nacionales de uso público. La participación municipal en ellas se regirá por la ley Orgánica Municipal respectiva”.

	2. De los señores Balbontín y Ulloa, al inciso segundo de su letra j) para reemplazar aquella parte comprendida entre las expresiones “entre otras” y “medio ambiente”, por lo siguiente:



	“..., entre otras, la de coordinar la fiscalización y el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias correspondientes a la protección del medio ambiente...”.



Al Artículo 11



	- Del señor Tuma, que tenía por objeto incorporarle la siguiente letra i):  “i) Los empréstitos que contraigan con las instituciones financieras, cuyo monto total no podrá superar el 10% del presupuesto anual del municipio.  Los créditos podrán ser solicitados exclusivamente para la realización de proyectos específicos, no pudiendo ser destinados a gasto de operación.  Toda solicitud de empréstito deberá ser aprobada por los 2/3 de los miembros en ejercicio del Concejo Municipal.  En todo caso cuando el período de servicio del crédito exceda los cinco años se deberá además llamar a un plebiscito comunal”.



Al Artículo 14



			Del señor Elizalde que, como inciso primero de este artículo, proponía el siguiente texto:



			“Las Municipalidades podrán fijar y modificar la dotación y organización de sus recursos humanos, como asimismo las remuneraciones correspondientes a iniciativa del alcalde y con el acuerdo de los 2/3 de los concejales en ejercicio, con la única limitación de no exceder por concepto de gastos en personal el 35% de sus ingresos propios permanentes.  La fijación referida, podrá efectuarse sólo por una vez durante el período alcaldicio”.





Al Artículo 18



			- Del señor Errázuriz, destinada a incorporar un inciso final a este artículo, del siguiente tenor:



			“Le corresponderá, asimismo, asesorar a las organizaciones comunitarias con personalidad jurídica en la comuna en la elaboración de proyectos que permitan postular a recursos municipales, regionales u otros”.





Al Artículo 30



			Del señor Errázuriz, tendiente a incluir un inciso tercero a este artículo, del siguiente tenor: “Los bienes raíces entregados por los municipios en comodato a corporaciones o fundaciones que no persigan fines de lucro por un plazo superior a 40 años, deberán licitarse vencido el tercer año, dentro de los seis meses siguientes. El adjudicatario deberá respetar el comodato hasta su término. Para tal efecto, no se considerará valor mínimo”.









Al Artículo 44



			1.- De los señores Balbontín, Elizalde, Leay y Ulloa, encaminada a sustituir su texto por el siguiente: “Las municipalidades serán fiscalizadas por la Contraloría General de la República y por la Cámara de Diputados, de acuerdo con su ley orgánica constitucional, sin perjuicio de las facultades generales de fiscalización interna que correspondan al alcalde, al concejo y a las unidades municipales dentro del ámbito de su competencia”.



			2.- Del señor Tuma, tendiente a reemplazarlo por el siguiente: “Las municipalidades serán fiscalizadas por la Contraloría General de la República, de acuerdo con su ley orgánica constitucional, fiscalizando el ingreso e inversión de sus fondos y examinando las cuentas de las personas que tengan a su cargo bienes municipales, sin perjuicio de las facultades generales de fiscalización interna que correspondan al alcalde, al concejo y a las unidades municipales dentro del ámbito de su competencia”.





Al Artículo 58



			- De los señores Balbontín y Errázuriz, encaminada a sustituir el punto y coma de la letra g) de este artículo por un punto seguido, incorporando a continuación la siguiente expresión: “No podrá destinarse más de un veinte por ciento de dichas subvenciones y aportes al pago de remuneraciones, salvo que se trate de profesores o funcionarios de salud, incluidos médicos, pertenecientes a establecimientos educacionales o de salud administrados por las corporaciones municipales”.



Al Artículo 64



			- Del señor Errázuriz, tendiente a introducir adecuaciones formales a las letras b) y c) de este artículo, y agregar una letra d) del siguiente tenor al mismo: “d) Quienes tengan patente municipal para expendio de bebidas alcohólicas. Dicha prohibición se hace extensiva al cónyuge”. 



Al Artículo 76



			1.- Del señor Elizalde, tendiente a reemplazar en las letras a), b) y c) de su inciso segundo, las expresiones “una” por “una y media”, y “cuatro” por “seis”; “una y media” por “dos” y “seis” por “ocho”; y “dos” por “dos y media” y “ocho” por “diez”, respectivamente.





			2.- Del señor Aguiló, encaminada a agregarle el siguiente inciso quinto:



			“Los concejales tendrán derecho a ser indemnizados por la municipalidad de todo daño que sufran en su salud e integridad física con ocasión o a consecuencia del ejercicio de sus funciones.  La municipalidad podrá contratar los seguros de salud o daño personal necesarios para responder a estas contingencias”.



Artículo Nuevo



			- De los señores Hamuy, Sabag y Tuma, con el objeto de incluir el siguiente artículo nuevo:

			“Artículo...-  En aquellos municipios que, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 138 del Código Sanitario, hayan instalado, instalen o posean cementerios dentro de su territorio jurisdiccional, regirá la limitación establecida en el artículo 1º de la Ley Nº 18.294, en relación con lo preceptuado en el artículo 67 de la Ley Nº 18.382, respecto del personal que hayan contratado o contraten para cumplir con las tareas que dicha actividad involucra; entendiéndose este personal, para tales efectos, incorporado a la dotación municipal correspondiente”.





Artículo Transitorio



			- De los señores Elizalde, Errázuriz y Martínez, que incorporaba el siguiente artículo transitorio:



			“Artículo Transitorio:  Los efectos de la aplicación del artículo 40 inciso 2º y siguientes no significará la pérdida del empleo ni menoscabo económico para el actual titular de los cargos definidos en el inciso 2º, debiendo ser destinado por el alcalde a otras funciones dentro del municipio.



			Para esos efectos cada municipio deberá consultar en las respectivas plantas los nuevos cargos que tendrán el carácter de cargos en extinción”.





**********************************



			Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social os recomienda la aprobación del siguiente







PROYECTO DE LEY





“ARTÍCULO 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:



1)  Suprímese en el artículo 2º la frase final “de carácter consultivo”.

2)  Modifícase el artículo 3º de la siguiente manera:



a)  Sustitúyese en su encabezamiento el vocablo “corresponderán” por la pa-labra “corresponderá”.



b)  Intercálase en el mismo, a continuación del vocablo “municipalidades”, la siguiente frase entre comas (,):  “, en el ámbito de su territorio,”.



c)   Altérese el orden de las letras de esta norma, según se expresa a conti-nuación:  la letra a) pasa a ser d); la letra b) pasa a ser e); la letra c) pasa a ser b); la letra d) pasa a ser f); la letra e) pasa a ser c); y, la letra f) pasa a ser a).

3)    Modifícase el artículo 4º de la siguiente forma:



a)    Agrégase en la letra a) la siguiente oración, sustituyendo el punto y coma (;) por una coma (,):  “la fiscalización y la coordinación de las políticas sociales en el territorio comunal con objetivos de desarrollo social;”.



b)  Incorpórase en la letra e), a continuación del sustantivo “empleo”, la lo-cución “y el fomento productivo”.



c)    Agrégase una letra m), nueva, del siguiente tenor:



	“m) Igualdad de oportunidades para hombres y mujeres.”.



d)	Introdúcese la siguiente letra n), nueva:



	“n) Apoyar, colaborar y fomentar las tareas de prevención de la seguridad ciudadana.”.



4)	Modifícase el artículo quinto de la siguiente forma:



a)	Agrégase en la letra a) el siguiente texto, sustituyendo el punto y coma (;) por un punto seguido (.):  “No corresponderá intervención a otras autoridades que las municipales para decidir las inversiones que se requieran para la ejecución de programas de exclusiva competencia municipal, cuando ellas se financien íntegramente con recursos propios de las municipalidades.”.



b)	Incorpórase un inciso tercero del siguiente tenor, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:  “Cualquier nueva función o tarea que se le asigne a los municipios deberá contemplar el financiamiento respectivo.”.

5)	Agréganse los siguientes artículos nuevos, como 5º A , 5º B, 5º C, 5º D y 5ºE :





			“Artículo 5º A.-  La gestión municipal deberá ser tecnificada y participativa y contará, a lo menos, con los siguientes instrumentos:



			a) el plan de desarrollo comunal y sus programas;

			b) el plan regulador comunal, y

			c) el presupuesto municipal anual.



			Artículo 5º B.-  El plan comunal de desarrollo es el instrumento rector del desarrollo comunal y está destinado a ordenar las acciones orientadas a satisfacer las necesidades de la comunidad local en una proyección plurianual.  Su referente orientador es la promoción del avance social, económico y cultural de la comuna e incluye el conjunto de políticas, estrategias, programas y objetivos destinados a su materialización.



			La elaboración del plan deberá fundarse en las proposiciones e inquietudes formuladas por la comunidad local a través de las instancias regulares de participación ciudadana y apoyarse en la asesoría de los órganos técnicos de la propia municipalidad.  En todo caso, tendrá en cuenta la necesaria coordinación con los demás servicios públicos que operen en el ámbito comunal o ejerzan competencias en dicho ámbito.  La vigencia mínima del plan comunal de desarrollo será de cuatro años, sin que necesariamente coincida con el período de desempeño de las autoridades municipales electas por la ciudadanía.  Con todo, su ejecución deberá someterse a evaluación periódica, dando lugar a los ajustes y modificaciones que correspondan.



			Artículo 5º C.-  El programa es el instrumento de ejecución del plan, destinado a establecer la cuantificación de los objetivos a alcanzar en un período de referencia, contemplando las acciones y recursos a comprometer en un propósito específico y señalando plazos y unidades responsables de su ejecución.

			El programa de inversiones es el conjunto ordenado y priorizado de las acciones de ampliación o reposición de la infraestructura, del equipamiento comunal y del respaldo financiero al desarrollo social, en cuanto comprometa la aportación de recursos municipales.

			El conjunto de los programas de alcance sectorial tendrá su correspondiente expresión operativa anual, respaldada por las respectivas previsiones presupuestarias.



			Artículo 5º D.-  El plan regulador comunal es el instrumento ordenador del uso del suelo en la comuna, se regirá por las disposiciones de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y deberá reflejar las orientaciones ciudadanas recogidas en el plan comunal de desarrollo.



			Artículo 5º E.-  El presupuesto municipal, aprobado por el concejo, se regirá por las normas legales sobre administración financiera del Estado y deberá adecuarse a las previsiones contenidas en el plan de desarrollo comunal, sus programas y el plan regulador comunal.



			La elaboración del presupuesto y la evaluación de su ejecución deberá considerar la opinión ciudadana expresada a través de los mecanismos institucionales de participación.”.



6)	Incorpórase el siguiente artículo 6º bis, nuevo:



			“Artículo 6º bis.-  Las municipalidades podrán convenir, con el Gobierno Regional respectivo, programas de inversión anuales o plurianuales con impacto comunal.  Al efecto, el alcalde requerirá del acuerdo del concejo.”.



7)	Sustitúyese el inciso segundo del artículo 13 por los siguientes:



			“Para los efectos anteriores, las municipalidades dispondrán de unidades de línea y unidades de apoyo.  Las primeras, estarán encargadas del cumplimiento de las funciones de prestación de servicios a la comunidad, y las de apoyo tendrán por objeto sustentar la administración interna del municipio.



			Serán unidades de línea las relacionadas con el desarrollo comunitario, las obras municipales y edificaciones, el aseo y ornato, el tránsito y transporte públicos, los servicios de salud, educación y demás incorporados a su gestión, y además aquéllas que se creen para el ejercicio de las funciones contempladas en el artículo 4º de la presente ley.



			Serán unidades de apoyo la secretaría municipal, la secretaría de planificación y coordinación, la unidad de desarrollo urbano, las unidades encargadas de las funciones de administración y finanzas, asesoría jurídica y control, sin perjuicio de otras que cada municipalidad decida crear.

			Las unidades a que se refiere este artículo sólo podrán recibir la denominación de Dirección, Departamento, Sección u Oficina.”.



8)	Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:





			“Artículo 14.- En las comunas cuya población sea superior a cien mil habitantes, las municipalidades incluirán en su organización interna, a lo menos, las unidades de línea y de apoyo señaladas en el artículo anterior.

			Estas municipalidades no podrán refundir en una misma Dirección o Departamento dos o más de las unidades de línea o de apoyo señaladas en el artículo anterior.”.



9)	Reemplázase el artículo 15 por el siguiente:



			 “Artículo 15.- En las comunas cuya población sea de hasta cien mil habitantes, la organización interna de sus municipalidades deberá incluir necesariamente las siguientes unidades de apoyo: secretaría municipal, secretaría comunal de planificación y coordinación, y unidad de control. Podrán contemplar también todas o algunas de las demás unidades de apoyo y de línea mencionadas en el artículo 13, según las necesidades y características de la comuna respectiva.



			Las municipalidades a que se refiere el inciso anterior podrán refundir en una sola unidad dos o más funciones de apoyo, incluyendo la secretaría municipal y la secretaría comunal de planificación y coordinación entre sí, o dos o más funciones de línea, cuando las necesidades o características de las comunas respectivas lo hagan aconsejable.”.

10)	Incorpórase un artículo 15 bis, nuevo, del siguiente tenor:



			“Artículo 15 bis.- Dos o más municipalidades, de aquéllas a que alude el artículo anterior, podrán, mediante convenio celebrado al efecto y cuyo eventual desahucio unilateral no producirá consecuencias sino hasta el subsiguiente año presupuestario, compartir entre sí una misma unidad de línea o de apoyo, excluida la secretaría municipal, con el objeto de lograr un mejor aprovechamiento de los recursos humanos disponibles.”.



11)	Elimínase en el encabezamiento del artículo 17 la coma (,) y la frase que viene a continuación, reemplazándola por la oración: “que, entre otras, tendrá las siguientes funciones:”.



12)	Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 18:



			a) Sustitúyese el encabezamiento de su inciso segundo por el siguiente: “Sus funciones principales serán las siguientes:”.



			b) Intercálase en la letra c), a continuación de la palabra “proyectos”, el vocablo “inversiones”; y después de la palabra “informar”, la siguiente frase:  “por escrito, a lo menos semestralmente,”.



13)	Agrégase el siguiente artículo 18 bis, nuevo:



			“Artículo 18 bis.-  A la unidad encargada del desarrollo urbano corresponderá:



			a) Asesorar al alcalde y al concejo en la promoción del desarrollo urbano;



			b) Estudiar y elaborar el plan regulador comunal y mantenerlo actualizado propiciando las modificaciones que sean necesarias y preparar los planes seccionales de detalle para su aplicación;



			c) Informar técnicamente las proposiciones sobre planificación urbana intercomunal formuladas al municipio por la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, y



			d) En comunas que cuenten con plan regulador intercomunal o metropolitano, actuar en representación del municipio en las instancias de coordinación que requiera dicho instrumento de planificación, con la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo.”.



14)	Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19:



			a) Reemplázase en su encabezamiento la frase que viene a continuación del vocablo “tendrá” por la siguiente: “especialmente las siguientes funciones:”.



			b) Sustitúyese su letra b) por la siguiente:



			“b) Prestar asesoría técnica y fomentar el desarrollo de las organizaciones comunitarias, coadyuvando a su correspondiente legalización , en caso necesario, y promoviendo su efectiva participación en el municipio a través, entre otros, del consejo económico y social comunal;”.

			c) Reemplázase su letra c) por la siguiente:



			“c) Proponer y ejecutar, cuando corresponda, medidas tendientes a materializar acciones relacionadas con asistencia social y capacitación comunitaria;”.



			d) Agrégase una letra d) del siguiente tenor:



			“d) Asesorar al alcalde y al concejo en la formulación de las políticas de prestación de servicios municipales;”.



			e) Incorpórase la siguiente letra e):



			“e) Proponer y ejecutar, cuando corresponda, medidas tendientes a materializar acciones relacionadas con salud pública, protección del medio ambiente, educación y cultura, capacitación laboral, deporte y recreación, promoción del empleo, fomento productivo local y turismo, y



			f) Agrégase la siguiente letra f):



			“f) Supervisar, con la unidad de administración y finanzas, y bajo la coordinación del administrador municipal, cuando corresponda, el manejo de los recursos humanos y financieros incorporados a la gestión municipal.”.



15)	Incorpórase un artículo 19 bis, nuevo, del siguiente tenor:



			“Artículo 19 bis.- La unidad de servicios de salud, educación y demás incorporados a su gestión tendrá, entre otras, las siguientes funciones:



			a) Proponer y ejecutar medidas tendientes a materializar acciones, planes y programas relacionados con salud pública y educación, y



			b) Administrar los recursos humanos, materiales y financieros de tales servicios, en coordinación con la unidad de administración de personal y finanzas.”.



16)	Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:



			“Artículo 20.- A la unidad encargada de obras municipales le corresponderán, primordialmente, las siguientes funciones:



			a) Velar por el cumplimiento de las disposiciones del plan regulador comunal y de las ordenanzas correspondientes, para cuyo efecto gozará de las siguientes atribuciones específicas:



			1) Dar aprobación a las subdivisiones de predios;



			2) Dar aprobación a los proyectos de obras de urbanización y de construcción;



			3) Otorgar los permisos de edificación de las obras señaladas en el número anterior;



			4) Fiscalizar la ejecución de dichas obras hasta el momento de su recepción, y



			5) Recibirse de las obras ya citadas y autorizar su uso;



			b) Fiscalizar las obras en uso, a fin de verificar el cumplimiento de las disposiciones legales y técnicas que las rijan;



			c) Aplicar normas ambientales relacionadas con obras de construcción;



			d) Confeccionar y mantener actualizado el catastro de las obras de urbanización y edificación realizadas en la comuna;



			e) Ejecutar medidas relacionadas con la vialidad urbana y rural;

			f) Dirigir las construcciones que sean de responsabilidad municipal, sean ejecutadas directamente o a través de terceros, y



			g) En general, aplicar las normas legales sobre construcción y urbanización en la comuna.



			La jefatura de esta unidad se proveerá mediante concurso público cada seis años y quien la ejerza deberá poseer indistintamente el título de arquitecto, de ingeniero civil o de ingeniero constructor civil.   Su nombramiento deberá ser aprobado por el concejo.”.





17)	Suprímese en el artículo 21 la expresión “velar por” e intercálase en el mismo, entre los vocablos “ornato” y “corresponderá”, la palabra “le”.





18)	Modifícase el artículo 23 de la siguiente forma:



			a) Sustitúyese su encabezamiento por el texto que sigue:  “La unidad encargada de administración y finanzas tendrá, principalmente, las siguientes funciones:”.



			b) Reemplázase el Nº 2 de su letra b) por el siguiente:



			“2.-  Coordinar con la Secretaría Comunal de Planificación la elaboración del presupuesto municipal;”.





19)	Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma:



			a) Sustitúyese la primera oración del inciso primero, hasta el punto seguido (.), por la siguiente: “A la unidad encargada de la asesoría jurídica corresponderá prestar apoyo en materias legales al alcalde y al concejo, y, a requerimiento de aquél, iniciar y asumir la defensa en los juicios en que la municipalidad sea parte o tenga interés.”.



			b) Reemplázase el punto aparte (.) del inciso segundo por una coma (,), agregando a continuación de ésta la siguiente oración: “sin perjuicio que también puedan ser realizados por funcionarios de cualquier unidad municipal, bajo la supervigilancia que al respecto le corresponda a la Asesoría Jurídica.”.



20)	Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 25:



			a) Sustitúyense, en su letra b), la coma (,) y la conjunción “y” por un punto y coma (;).



			b) Suprímese, en su letra c), la coma (,) que figura a continuación del adjetivo “municipales”; agrégase, después de la coma (,) que sigue a la palabra “ilegales”, la frase “informando de ello al concejo,” y sustitúyese el punto final de esta misma letra por una coma (,) seguida de la conjunción “y”.



			c) Agrégase una letra d), nueva, del siguiente tenor:



			“d) Asistir al concejo para el ejercicio de sus funciones fiscalizadoras. Para estos efectos, emitirá un informe semestral acerca del estado de avance del ejercicio programático presupuestario, así como de la auditoría externa que el concejo podrá encargar una vez al año.”.



			d) Incorpóranse como incisos segundo y tercero los párrafos que se reproducen:



			“La unidad de control ejercerá sus funciones de acuerdo a las recomendaciones técnicas que efectúe la Contraloría General de la República, organismo que deberá prestarle apoyo y asesoría cuando aquélla lo solicite, previo conocimiento del alcalde y del concejo.

			La jefatura de esta unidad se proveerá mediante concurso público, al que podrán postular personas que estén en posesión de un título profesional o técnico acorde con la función. Su nombramiento deberá ser aprobado por el concejo y sólo podrá ser removido con acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, sin perjuicio de las causales de cesación de funciones aplicables a los funcionarios municipales de acuerdo con su respectivo estatuto.”.



21)	Sustitúyese el artículo 26 por el siguiente:



			“Artículo 26.- Cada municipalidad contará con un administrador municipal. Sin embargo, el alcalde no estará obligado a proveer dicho cargo, salvo cuando así lo exija el concejo con acuerdo de la mayoría de sus miembros en ejercicio.



			El administrador municipal requerirá estar en posesión de un título profesional universitario o de una especialización de postgrado vinculados con las disciplinas de la administración. Será nombrado por la mayoría absoluta del concejo, a propuesta del alcalde, y sólo podrá ser removido por acuerdo de los dos tercios de los concejales en ejercicio, sin perjuicio de que rijan a su respecto las causales de cesación de funciones aplicables al personal municipal.



			El cargo de administrador municipal será incompatible con todo otro empleo, función o comisión en la administración del Estado.



			Quien desempeñe el cargo de administrador municipal no podrá ser candidato a alcalde o concejal en la respectiva municipalidad, sino después de transcurridos cuatro años del término de sus funciones.”.



22)	Agrégase el siguiente artículo 26 bis, nuevo:



			“Artículo 26 bis.-  El administrador municipal será un colaborador directo del alcalde en las tareas de gestión administrativa que competen a éste, correspondiéndole, especialmente:



			a) Realizar tareas de coordinación de todas las unidades municipales y de la unidad de servicios de salud, educación y demás incorporados a su gestión;



			b) Recomendar, al alcalde y al concejo, la constitución de los comités de coordinación necesarios para favorecer la mayor eficacia en el logro de los objetivos de las unidades municipales;



			c) Adoptar las providencias necesarias para el adecuado cumplimiento de las políticas, planes, programas y proyectos municipales, como asimismo de las ordenanzas, reglamentos municipales, decretos alcaldicios e instrucciones;



			d) Realizar tareas de supervisión sobre todas las unidades municipales y de la unidad de servicios de salud, educación y demás incorporadas a su gestión para los efectos previstos en la letra anterior, sin perjuicio del control que corresponde a otros órganos;



			e) Adoptar medidas tendientes a lograr la mayor eficiencia en el desempeño del personal municipal, incentivando la formación de equipos de trabajo y fomentando las actividades de capacitación funcionaria para la gestión;



			f) Participar en la preparación y elaboración del presupuesto municipal y de los proyectos atingentes a las inversiones comunales;



			g) Asesorar, de acuerdo a sus competencias, al alcalde, al concejo y al consejo económico y social comunal, a cuyas sesiones podrá asistir con derecho a voz, y



			h) Ejercer las demás atribuciones que señale el reglamento municipal y las que le delegue el alcalde, siempre que estén vinculadas con la naturaleza de su cargo.”.



23)	Suprímese en el artículo 31 la expresión “de beneficencia” y agrégase al final del mismo, luego del vocablo “comuna”, la frase “que no persigan fines de lucro”.



24)	Incorpórase un artículo 37 bis, nuevo, del siguiente tenor:



			“Artículo 37 bis.- Dos o más municipalidades podrán convenir la utilización conjunta de los servicios de técnicos o profesionales para el desempeño del mismo tipo de funciones en todas ellas.



			Los honorarios totales a percibir serán los establecidos en el respectivo convenio y no podrán ser superiores a la suma de las remuneraciones asignadas a esas funciones en todas las municipalidades concernidas.



			Los convenios serán propuestos por los alcaldes y deberán contar con el acuerdo municipal respectivo.”.



25)	Agrégase en el artículo 40 una coma (,) después de los vocablos “asesoría jurídica”; suprímese la conjunción “y” que viene a continuación; intercálese luego la frase “de salud y educación y demás incorporados a su gestión,”; y agrégase al final, después de las palabras “desarrollo comunitario”, la locución “y de desarrollo urbano”.



26)	Elimínase en el artículo 48 la coma (,) a continuación del vocablo “concejo” y la frase “cuando apareciere comprometida la responsabilidad del alcalde”.



27)	Introdúcese el siguiente inciso segundo al artículo 49:

			“En la condición antedicha, el alcalde deberá presentar, oportunamente y en forma fundada, a la aprobación del concejo, el plan comunal de desarrollo, el presupuesto municipal, el plan regulador, las políticas de la unidad de servicios de salud y educación y demás incorporados a su gestión, y las políticas y normas generales sobre licitaciones, adquisiciones, concesiones y permisos.”.



28)	Modifícase el artículo 52 de la siguiente forma:



			a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:  “El cargo de alcalde será incompatible con el ejercicio de cualquier otro empleo o función pública retribuido con fondos estatales, con excepción de los empleos o funciones docentes de educación básica, media o superior, hasta el límite de doce horas semanales.”.



			b) Incorpórase un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:  “En su calidad de máxima autoridad comunal, el alcalde no tendrá derecho al pago de horas extraordinarias.  Sin embargo, no tendrá limitaciones en el uso de vehículo municipal para el cumplimiento de sus funciones.”.



29)	Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 53:



			a) Agrégase, en la letra c) del inciso primero, la conjunción “y” a continuación del punto y coma (;).



			b) Suprímese la conjunción “y” de la letra d) del inciso primero y sustitúyese el punto y coma (;) que la precede por un punto (.).



			c) Suprímese la letra e) del inciso primero.



			d) Reemplázanse los incisos segundo y tercero por los siguientes:

			“La causal establecida en la letra a) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo una vez verificada la existencia de alguna de las circunstancias que contempla el artículo 17 de la Constitución Política del Estado. Se otorgará acción pública para sustanciar este procedimiento.



			La causal establecida en la letra b) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de a lo menos dos concejales de la correspondiente municipalidad.



			La causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de a lo menos un tercio de los concejales de la correspondiente municipalidad, salvo tratándose del caso previsto en el inciso tercero del artículo 58, en que la remoción sólo podrá promoverla el concejo, observándose en todo caso el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley Nº 18.593.



			El alcalde que estime estar afectado por alguna causal de inhabilidad deberá darla a conocer tan pronto tenga conocimiento de su existencia.



			La cesación en el cargo, tratándose de las causales contempladas en las letras a), b) y c) del inciso primero, operará una vez ejecutoriada la sentencia que declare su existencia.



			La vacancia a que dé lugar cualquiera de las causales previstas en este artículo deberá proveerse conforme a lo preceptuado en el artículo 55.”.



30)	Modifícase el artículo 55 de la siguiente forma:



			a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “administrativas”, la frase “por el administrador municipal en caso de existir o, en su defecto,”.

			b) Sustitúyese el inciso cuarto por los siguientes, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:



			“En caso de vacancia del cargo de alcalde, el concejo procederá a elegir un nuevo alcalde que complete el período de cuatro años, de entre los dos concejales que hubieren obtenido las dos más altas mayorías en la votación popular. Esta elección deberá realizarse en sesión especialmente convocada al efecto, en los términos prescritos en el inciso final del presente artículo. En caso de empate, será alcalde aquél de los candidatos que hubiere obtenido mayor número de preferencias ciudadanas en la respectiva elección de concejales.



			En caso de haberse registrado empate en el número de preferencias ciudadanas obtenidas en la votación popular por los candidatos involucrados, prevalecerá, para estos efectos, el candidato cuya lista haya obtenido mayor cantidad de votos. Si subsistiere todavía empate, éste se resolverá mediante sorteo.”.



31)	Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 56:



			a) Agrégase en su letra b), a continuación de la palabra “municipalidad”, la siguiente frase, precedida de una coma (,): “con arreglo al reglamento a que se refiere el artículo 27;”.



			b) Agrégase en su letra g), a continuación de la palabra “municipales”, la siguiente frase, precedida de una coma (,): “en conformidad a las políticas y reglamentos acordados por el concejo sobre la materia;”.



			c) Sustitúyese en su letra j) el punto y coma (;) por un punto seguido, añadiendo a continuación de éste la siguiente oración: “Igualmente podrá delegar la facultad de firma, bajo la fórmula por orden del alcalde, sobre materias específicas.”.



32)	Modifícase el artículo 58 de la siguiente manera:



			a) Sustitúyese su letra a) del inciso primero por la siguiente:



			“a) Aprobar el plan comunal de desarrollo y el presupuesto municipal, y sus modificaciones, como asimismo los presupuestos de salud y educación, los programas de inversión correspondientes y las políticas en materia de prestación de servicios municipales y de concesiones, permisos y licitaciones para contrataciones;”.



			b) Reemplázase su letra i) por la siguiente:



			“i) Otorgar concesiones municipales, renovarlas y ponerles término, todo ello en conformidad con las políticas o reglamentos que se hayan expedido sobre la materia. En todo caso, las renovaciones sólo podrán acordarse dentro de los seis meses que precedan a su expiración aun cuando se trate de concesiones reguladas en leyes especiales;”.



			c) Suprímese en su letra j) la frase “y el reglamento a que se refiere el artículo 27”.



			d) Sustitúyense en su letra h) la coma (,) y la conjunción “y” que la sigue por un punto y coma (;).

			e) Reemplázase en su letra l) el punto (.) por una coma (,) seguida de la conjunción “y”.



			f) Agrégase una letra m), nueva, del siguiente tenor:



			“m) Readscribir o destinar a otras unidades al personal que se desempeñe en la unidad de control.”.



			g) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes:



			“El plan comunal de desarrollo, el presupuesto municipal, los programas de inversión, el proyecto del plan regulador comunal y las políticas y reglamentos en materia de concesiones, permisos y licitaciones para contrataciones, así como las políticas de servicios municipales en general, serán propuestas por el alcalde. Al propio alcalde competerá la iniciativa de las modificaciones que procedan.



			Si el alcalde incurriere en incumplimiento reiterado y negligente de las obligaciones señaladas en el inciso segundo del artículo 49, podrá ser requerido por el concejo para que presente el o los proyectos que correspondan dentro de un tiempo prudencial. En caso de que el alcalde persista en la omisión, su conducta será considerada como causal de notable abandono de deberes para los efectos previstos en la letra c) del artículo 53.”.



			h) Intercálase en el inciso cuarto la siguiente oración después del punto seguido: “El presupuesto deberá reflejar las estrategias, políticas, planes, programas y metas aprobados por el concejo a propuesta del alcalde.”.

33)	Incorpórase un artículo 58 bis, nuevo, del siguiente tenor:



			“Artículo 58 bis.-  El reglamento de contrataciones y adquisiciones que se dicte deberá determinar los procedimientos de resguardo necesarios para la existencia de la debida objetividad, transparencia y oportunidad en las contrataciones y adquisiciones que se efectúen.  Establecerá, asimismo, las condiciones del llamado a licitación, las bases administrativas generales, las especificaciones técnicas, los criterios de selección y de adjudicación.



			El reglamento a que se refiere el inciso anterior deberá considerar la existencia de una comisión de licitaciones para las contrataciones y adquisiciones que requieran ese procedimiento, la que estará integrada por los tres funcionarios directivos de mayor antigüedad en la respectiva municipalidad y velará por la estricta observancia de las bases y la debida igualdad de los oferentes.



			Dicho reglamento deberá consultar procedimientos orientados al tipo de licitación de que se trate, considerando las adquisiciones de consumo intermedio, la contratación de servicios con terceros y la ejecución de obras.



			El llamado a licitaciones deberá ser publicado en el Diario Oficial o en un periódico de los de mayor circulación en la región, y mediante avisos fijados en la sede municipal, debiendo contener sus menciones básicas.  Entre la fecha de la publicación y retiro de las bases no podrá mediar un lapso inferior a cinco días, y entre dicho retiro y la adjudicación de la licitación, un lapso inferior a diez días.”.

34)	Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 59:



			a) Reemplázase en su encabezamiento la parte que viene a continuación de la frase “de su gestión anual”, por la siguiente oración: “mediante informe escrito que deberá contener a lo menos los siguientes elementos:”.



			b) Agrégase una letra a), nueva, del siguiente tenor:



			“a) El balance de la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera, indicando la forma en que la previsión de ingresos y la previsión de gastos se han cumplido efectivamente;”.



			c) Incorpórase como letra b), nueva, la siguiente:



			“b) Las actividades realizadas para el cumplimiento del plan de desarrollo comunal, así como también los estados de avance de los programas de mediano y largo plazo relativos a la comuna, las metas alcanzadas y otros logros;”.



			d) Introdúcese la siguiente letra c), nueva:



			“c) Las inversiones efectuadas en relación con los proyectos terminados en el período y aquéllos en ejecución, señalando específicamente el origen de los recursos;”.



			e) Agrégase como nueva letra d) la siguiente:



			“d) Un resumen de los informes, reparos, observaciones, investigaciones o sumarios realizados por la Contraloría General de la República relacionados con la administración municipal y procedimientos de personal, tanto de la propia municipalidad como de los servicios incorporados a su gestión;”.



			f) Incorpórase la siguiente letra e), nueva:



			“e) Las modificaciones efectuadas en el patrimonio municipal;”.



			g) Agrégase como nueva letra f) la que sigue:



			“f) La cobertura, eficacia y eficiencia de los servicios municipales, particularmente los de educación y salud;”.



			h) Introdúcese la siguiente letra g), nueva:



			“g) Las concesiones otorgadas en el período;”.



			i) Incorpórase como letra h), nueva, la siguiente:



			“h) Los objetivos alcanzados en relación con los indicadores de gestión que el concejo haya definido al efecto, e”.



			j) Agrégase como nueva letra i) la que sigue:



			“i) Las iniciativas que el concejo hubiere aprobado o rechazado en el respectivo período.”.



			k) Introdúcense los siguientes incisos nuevos:



			“El alcalde deberá remitir, a lo menos, un ejemplar del documento a que se refiere el inciso anterior a la Cámara de Diputados, a la Contraloría General de la República y al Gobierno Regional respectivo.



			Un extracto de la cuenta del alcalde deberá ser difundido, conteniendo una síntesis del informe evaluativo que de la misma efectúe el consejo económico y social comunal. El concejo definirá la publicación o el medio de difusión en que ello se materializará.



			El alcalde deberá entregar, a requerimiento de la Cámara de Diputados, la información que se le solicite, en especial del presupuesto municipal y su ejecución.



			El no cumplimiento de lo establecido en este artículo, será causal de notable abandono de sus deberes por parte del alcalde.



			Para facilitar el cumplimiento de esta tarea, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior pondrá a disposición de las municipalidades un formato tipo de indicadores, el que en ningún caso será obligatorio para ellas.”.



35)	Sustitúyese la letra b) del artículo 63 por la siguiente:



			“b) Tener aprobada la enseñanza básica;”.



36)	Reemplázase en la letra c) del artículo 66 la palabra “celebradas” por la frase “a que se cite”.



37)	Incorpórase la siguiente oración final al inciso segundo del artículo 68, después del punto seguido (.):  “Para tal efecto, el partido político tendrá un plazo de diez días hábiles desde su notificación por el secretario municipal del fallo del tribunal electoral regional.”.



38)	Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 69:



			a) Sustitúyese la letra a) de su inciso primero por la siguiente:

			“a) Elegir al alcalde, en caso de vacancia, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 55;”.



			b) Reemplázase la letra d) de su inciso primero por la siguiente:

			“d) Fiscalizar las actuaciones del alcalde y formularle las indicaciones que le merezcan, las que deberán ser respondidas por escrito dentro del plazo máximo de quince días;”.



			c) Sustitúyese la letra h) del mismo inciso por la siguiente:



			“h) Pedir informe a los organismos o funcionarios municipales cuando lo estime necesario para pronunciarse sobre las materias de su competencia. Esta facultad la tendrá también cualquier concejal.

			Para la solicitud de información de uno o más concejales, se deberá representar esa voluntad en forma escrita o verbal al concejo. Ocurrido aquello, la secretaría del concejo estará obligada a evacuar esa petición en el menor plazo y el jefe de la unidad o departamento municipal respectivo tendrá un plazo de 15 días para responder esa petición;”.



			d) Incorpórase como nueva letra i) de este inciso, pasando la actual letra i) a ser letra j) y así sucesivamente, la siguiente:



			“i) Designar, por la mayoría de sus miembros, a dos integrantes del directorio de cada corporación o fundación en que tenga participación la municipalidad, cualquiera sea el carácter de la misma;”.



			e) Sustitúyese la letra i), que pasa a ser j), por la siguiente:



			“j) Solicitar informe a las empresas, corporaciones o fundaciones municipales y a las entidades que reciban aportes o subvenciones de la municipalidad. En este último caso, la materia del informe sólo podrá consistir en el destino dado a los aportes o subvenciones municipales recibidos;”.



			f) Agrégase la siguiente letra l), nueva:



			“l) Autorizar las comisiones de servicio del alcalde y los concejales que signifiquen salir del territorio nacional, y”.



			g) Incorpórase una letra m), nueva, del siguiente tenor:



			“m) Aprobar convenios de la municipalidad con el gobierno regional respectivo y programas de inversión anuales o plurianuales con impacto comunal, de conformidad al artículo 6º bis.”.



			h) Incorpórase un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:



			“Cualquiera de los concejales podrá proponer iniciativas de decisiones que le incumba adoptar al concejo, con excepción de aquéllas que sólo pueden ser promovidas por el alcalde o que irroguen gasto para el municipio. Esto último se entenderá sin desmedro de aquellos casos en que el concejo ejerza atribuciones privativas.”.



39)	Agrégase el siguiente artículo 69 bis, nuevo:



			“Artículo 69 bis.- La fiscalización que le incumbe ejercer al concejo comprenderá también la posibilidad de efectuar una evaluación de la gestión del alcalde, especialmente para verificar que los actos municipales se hayan ajustado a las políticas, normas y acuerdos adoptados por el concejo en el ejercicio de sus facultades.



			Las diferentes acciones de fiscalización podrán ser dispuestas a requerimiento de no menos de un tercio de los concejales en ejercicio, pudiendo además cualquier concejal poner en conocimiento de la Contraloría General de la República las acciones u omisiones ilegales que detecte, como asimismo denunciar a los tribunales de justicia los hechos constitutivos de delito.



			Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, el concejo, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, podrá disponer la contratación, por el alcalde y con cargo al presupuesto municipal, de una auditoría externa que evalúe la marcha de la gestión municipal. Esta facultad no podrá ejercerse más de una vez al año.”.



40)	Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 71:



			a) Sustitúyese su encabezamiento por el texto que sigue:



			“El pronunciamiento del concejo sobre las materias que deba someterle el alcalde se ajustará a las siguientes normas:”.



			b) Reemplázase en su letra a) la frase “antes del 15 de diciembre” por las expresiones “hasta el 15 de diciembre inclusive”, y la expresión “servicios municipales” por la frase “servicios salud, educación y demás incorporados a su gestión”.



			c) Intercálase en su letra c), a continuación del vocablo “fecha”, la frase “de la sesión”.



41)	Modifícase el artículo 76 de la siguiente forma:



			a) Agrégase la siguiente oración final al inciso primero: “El alcalde deberá dar respuesta en el plazo máximo de treinta días, salvo en casos calificados en que aquél podrá prorrogarse por un tiempo razonable a criterio del concejo.”.



			b) Incorpóranse los siguientes incisos finales:



			“Los concejales tendrán derecho también a obtener el reembolso de los gastos en que incurrieren en el desempeño de sus cometidos oficiales aprobados por el concejo que les encomienden dentro del país. En ningún caso, los pagos por este concepto podrán exceder en el año calendario del 25 por ciento del gasto total anual que a la respectiva municipalidad irrogue el pago de las asignaciones correspondientes, de acuerdo al máximo legal según los tramos señalados en el inciso segundo.



			No procederá, respecto de los concejales, ningún otro pago o reembolso por parte de la municipalidad distinto de los establecidos en los incisos anteriores.”.



42)	Agrégase el siguiente inciso final al artículo 77: 

			“Si el concejal incurriere en la conducta descrita, será sancionado con una multa de entre diez y cien unidades tributarias mensuales por el juez de policía local respectivo, sin perjuicio de la nulidad de su voto en la adopción del acuerdo de que se trate.”.



43)	Incorpóranse como incisos segundo y tercero del artículo 78 los siguientes:



			“En el reglamento a que se refiere el inciso anterior, podrá contemplarse la creación de comisiones de trabajo destinadas a asesorar al concejo en el estudio de las materias que le son propias. Estas comisiones serán presididas por un concejal e integradas por concejales y miembros del consejo económico y social comunal. A ellas deberá invitarse a vecinos destacados de la comuna, funcionarios u otras personas cuya opinión la comisión considere de interés.



			Este reglamento deberá ser aprobado en el plazo de sesenta días contado desde la fecha de instalación del concejo.”.



44)	Sustitúyese el artículo 80 por el siguiente:



			“Artículo 80.- Los consejos económicos y sociales comunales estarán integrados por el respectivo alcalde, que los presidirá sin derecho a voto, y por consejeros elegidos en conformidad con el sistema establecido en esta ley, los que durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos.



			El consejo económico y social comunal estará compuesto, además del alcalde, por el siguiente número de consejeros:

			a) Diez miembros, en las comunas o agrupaciones de comunas de hasta diez mil habitantes;



			b) Veinte miembros, en las comunas o agrupaciones de comunas de más de diez mil y hasta treinta mil habitantes;



			c) Treinta miembros, en las comunas o agrupaciones de comunas de más de treinta mil y hasta cien mil habitantes;



			d) Cincuenta miembros, en las comunas o agrupaciones de comunas de más de cien mil habitantes.



			En caso de ausencia del alcalde, presidirá la sesión del consejo económico y social comunal el concejal que haya obtenido individualmente mayor votación ciudadana en la elección correspondiente o, en su defecto, el consejero que elijan los propios consejeros presentes, en la forma que determine el reglamento a que se refiere el artículo 96.”.



45)	Elimínase en el artículo 81 la expresión “organizaciones comunitarias funcionales”.



46)	Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 82:



			a) Sustitúyanse en su encabezamiento los vocablos “esta ley” por las expresiones “lo dispuesto en el artículo anterior”.



			b) Intercálase en su letra a), a continuación de la palabra “artísticos”, la frase “las organizaciones de mujeres y”.

47)	Reemplázase en el artículo 89 inciso segundo la palabra “año” por el vocablo “mes”.



48)	Incorpórase un artículo 90 bis, nuevo, del siguiente tenor:



			“Artículo 90 bis.- Los consejeros tendrán las siguientes obligaciones:



			a) Asistir a las sesiones ordinarias y extraordinarias del consejo;

			b) Participar en las comisiones de trabajo a que se refiere el artículo 78;

			c) Tomar conocimiento regular de la marcha del municipio, sobre la base de la información y antecedentes que remitan al consejo las máximas autoridades de la municipalidad;



			d) Estimular la participación de los vecinos en las organizaciones sociales de base y su vinculación al consejo, y



			e) Informar, a lo menos anualmente, a las organizaciones pertenecientes al estamento que los generó, sobre la marcha de la municipalidad y el accionar del consejo.”.





49)	Modifícase el artículo 91 de la siguiente forma:



			a) Sustitúyese su letra a) por la siguiente:



			“a) Renuncia debidamente notificada al presidente del consejo;”.



			b) Reemplázase en su letra b) la palabra “celebradas” por la frase “a que se cite”.



50)	Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 92:



			“En caso de ausencia el consejero titular será reemplazado por el suplente.”.



51)	Intercálase en la letra a) del artículo 93, a continuación de la palabra “comunal”, la frase “el proyecto de presupuesto municipal”.



52)	Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 95:



			a) Sustitúyese la primera parte de su inciso segundo, hasta el punto seguido (.), por la siguiente: “El consejo económico y social comunal se reunirá en sesiones ordinarias y extraordinarias, debiendo ser unas y otras de carácter público. Las sesiones ordinarias se efectuarán, a lo menos, cada dos meses y en ellas podrá tratarse cualquier asunto relacionado con las funciones propias que esta ley encomienda al consejo.”.



			b) Reemplázase la oración final de su inciso tercero, a continuación del punto seguido, por la siguiente: “Los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los consejeros presentes.”.



53)	Sustitúyese el inciso segundo del artículo 96 por el siguiente: 

			“El consejo designará a un secretario ejecutivo que será, además, su ministro de fe y se regirá por la legislación laboral común. El respectivo contrato será suscrito por el presidente del consejo y la remuneración que en él se establezca no podrá exceder a la correspondiente al grado 15 de la Escala de Remuneraciones contemplada para el personal municipal en el Título II del Decreto Ley Nº 3551, de 1980, financiándose con cargo al fondo de desarrollo vecinal.”.



54)	Intercálase en el artículo 117 la siguiente oración después de la frase “de desarrollo comunal”: “u otras de interés para la comunidad local, siempre que sean propias de la esfera de competencia municipal”.

55)	Sustitúyese el inciso primero del artículo 121 por el siguiente: 



			“No podrá convocarse a plebiscito dentro de los doce meses que antecedan a cualquier votación popular dentro de la comuna ni sobre un mismo asunto más de una vez durante el respectivo período de cuatro años.”.



56)	Incorpórase como artículo 123 bis, nuevo, el siguiente:



			“Artículo 123 bis.- Sin perjuicio de las normas sobre plebiscito contenidas en el presente título, el alcalde, con acuerdo del concejo, podrá convocar a la población mayor de 18 años de la comuna a participar en consultas no vinculantes sobre materias de interés comunal que sean propias de la esfera de competencia municipal.



			Las consultas a que se refiere el inciso anterior serán de cargo municipal y podrán dirigirse al conjunto de la población mayor de 18 años o a sectores específicos de ella, sin que se puedan establecer discriminaciones arbitrarias entre las personas pertenecientes al mismo segmento.”.



57)	Reemplázase el artículo 130 por el siguiente:



			“Artículo 130.- La fiscalización de estas entidades será efectuada por la unidad de control de la municipalidad, en lo referente a los aportes que les sean entregados, sin perjuicio de la fiscalización que le corresponda a la Contraloría General de la República, de acuerdo con las facultades que le confieren los artículos 6º y 25 de su ley orgánica.”.



ARTÍCULO 2º.-  A la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, en virtud de sus competencias legales, le corresponderá recoger, procesar y difundir información relacionada con el quehacer de las municipalidades, especialmente en lo relativo a su gestión financiera y presupuestaria, administración de personal y prestación de servicios.





ARTÍCULO 3º.-  Para el cumplimiento de los objetivos contemplados en el artículo anterior, la Subsecretaría tendrá las siguientes funciones:





			a) Recoger información de las distintas municipalidades, sistematizándola y clasificándola en términos de hacerla accesible a las propias municipalidades y a cualquier interesado;



			b) Difundir periódicamente la información que procese, como asimismo los estudios y análisis que a partir de ella se extraigan;



			c) Diseñar índices de gestión municipal y ponerlos a disposición de los municipios e instituciones interesadas;



			d) Atender las solicitudes de información y asesoría técnica que le presenten las municipalidades respecto de las materias señaladas en las letras anteriores.



			Para el cumplimiento de estas funciones la Subsecretaría podrá contratar personal asimilado a grado o a honorarios para estudios o trabajos determinados.  También podrá solicitar en comisión de servicios a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la Administración del Estado.





ARTÍCULO 4º.-  Para el eficiente desarrollo de las funciones señaladas en el artículo precedente, la Subsecretaría requerirá, y las municipalidades estarán obligadas a proporcionar, la información relativa a las áreas establecidas en el artículo 2º.



			El cumplimiento oportuno de esta obligación constituirá elemento de ponderación en el factor del 5% del fondo común municipal que se distribuye por índice de gestión.





ARTÍCULO 5º.-  Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 3º, créase en la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, la División de Municipalidades con la siguiente planta de personal:







PLANTA                           CARGO             GRADO E.U.S.             Nº CARGOS





Directivos:             Jefe de División                      3º                                1

                             Jefe de Departamento            4º                                 1







ARTICULOS TRANSITORIOS







ARTÍCULO 1º.-  Facúltase al Presidente de la República para que a través de decreto supremo, emanado del Ministerio del Interior, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.





ARTICULO 2º.-  El reglamento de contrataciones y adquisiciones a que se refiere el artículo 58 bis, deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contado desde la vigencia de la presente ley.





ARTICULO 3º.-  El gasto fiscal que represente la creación de los nuevos cargos contemplados en el artículo anterior, durante 1996, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33004 del Tesoro Público del Presupuesto vigente para 1996.



ARTICULO 4º.-  Facúltase al Presidente de la República para que, a través de un Decreto con Fuerza de Ley, establezca la nueva planta funcionaria de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Adinistrativo del Ministerio del Interior, fijada por los Decretos con Fuerza de Ley Nº 1-18.834 y 61-18.834, ambos de 1990, del Ministerio del Interior, por efecto de la creación de la División de Municipalidades y de los cargos creados en ella.”.



***********************************









			Se designó Diputado Informante al señor CANTERO, don Carlos (Presidente).













			Sala de la Comisión, a 28 de Marzo de 1996.

















			Acordado en sesiones de fechas:  (1995) 07 y 21 de Junio; 05, 12 y 19 de Julio; 02 y 09 de Agosto; 06 de Septiembre; 04, 18 y 25 de Octubre; 08, 15 y 22 de Noviembre; y, 13 de Diciembre; (1996) 03, 10 y 17 de Enero; 06, 13 y 20 de Marzo, con la asistencia de los señores Cantero, don Carlos (Presidente); Aguiló, don Sergio; Alvarez-Salamanca, don Pedro Pablo; Balbontín, don Ignacio; Bayo, don Francisco; Correa, don Sergio; De la Maza, don Iván; Elizalde, don Ramón; Encina, don Francisco; Errázuriz, don Maximiano; González, don José Luis; Gutiérrez, don Homero; Jeame, don Víctor; Leay, don Cristián; Longton, don Arturo; Makluf, don José; Martínez, don Rosauro; Munizaga, don Eugenio; Navarro, don Alejandro; Prochelle, doña Marina; Prokuriça, don Baldo; Reyes, don Víctor; Silva, don Exequiel; Solís, don Valentín; Soria, don Jorge; Tuma, don Eugenio; Ulloa, don Jorge; Urrutia, don Raúl; Valenzuela, don Felipe; Vargas, don Alfonso; Villegas, don Erick; Villouta, don Edmundo; y Zambrano, don Héctor.

























                                                                      SERGIO MALAGAMBA STIGLICH

                                                                            Secretario de la Comisión
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